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PRÓLOGO 



Hoy en día, nuestro país adolece de uno de los mayores problemas de los 
últimos años, me refiero a la inseguridad pública, fenómeno en donde 
abundan los diversos delitos cometidos por la delincuencia común y orga- 
nizada, y en donde infortunadamente se ven involucrados servidores públi- 
cos tanto federales y estatales como municipales, quienes lejos de salva- 
guardar la seguridad e integridad física y material de los ciudadanos, atenían 
en contra de éstos. 

El alto índice delictivo es cada vez mayor, así como menor es el resul- 
tado que se obtiene en el esclarecimiento de los hechos ilícitos y la aplica- 
ción de las sanciones correspondientes por parte de las autoridades corres- 
pondientes; por ello, cada vez son más las dificultades por las que atraviesan 
las personas que han sido víctimas de un delito para tener acceso a la jus- 
ticia. Este fenómeno ha provocado entre la ciudadanía frustración y des- 
confianza en las instituciones de seguridad pública, de derechos humanos 
y de nuestro sistema de administración de justicia. 

Quienes han sido afectados por la comisión de un delito, en la mayoría 
de los casos callan, y no denuncian, pues al hacerlo se enfrentan con servi- 
dores públicos fríos e insensibles, siendo de esta manera víctimas del pro- 
pio sistema penal. 

Este gravísimo problema ha sido capaz de poner en duda la capacidad 
de las instituciones de procuración de justicia del Estado mexicano, lo que 
ha traído como consecuencia una considerable pérdida de credibilidad tanto 
en las instituciones de procuración de justicia como en los servidores pú- 
blicos que las representan. 

En este contexto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos cons- 
tituye un factor decisivo. Es por ello que el doctor José Luis Soberanes 
Fernández, Ombudsman nacional, estableció el Programa de Atención a las 
Víctimas del Delito (Pro víctima), como respuesta al reclamo ciudadano por 
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la inseguridad pública que prevalece en nuestro país. Los propósitos fun- 
damentales de Províctima consisten en la protección, defensa, promoción, 
estudio y difusión de los derechos humanos de las víctimas y ofendidos del 
delito y del abuso de poder. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, ante los crecientes 
hechos delictivos, que no sólo atentan contra la integridad física y mate- 
rial de las personas, sino que además lesionan profundamente a la socie- 
dad puesto que hieren la dignidad del individuo, organizó las “Primeras 
Jornadas Nacionales sobre Víctimas del Delito y Derechos Humanos”, cuyo 
objetivo primordial fue ofrecer un panorama de la situación actual de las 
víctimas del delito en nuestro país, con un espíritu prioritariamente jurídi- 
co y criminológico. 

La victimología se interesa en estudiar la problemática de las víctimas 
del delito, la prevención de situaciones de victimización, así como su tra- 
tamiento y atención. 

El lugar sede de las “Primeras Jornadas Sobre Víctimas del Delito y 
Derechos Humanos”, realizadas del 1 al 3 de agosto de 2001, fueron las 
instalaciones del Instituto Nacional de Ciencias Penales en esta ciudad de 
México, contando con la asistencia de 250 estudiosos de la materia. El 
doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de este Organismo autó- 
nomo del Estado mexicano, inauguró dicho evento. La clausura estuvo a 
cargo del doctor Alejandro Gertz Mañero, Secretario de Seguridad Públi- 
ca Federal. 

Las “Segundas Jornadas Nacionales sobre Víctimas del Delito y Dere- 
chos Humanos” se llevaron a cabo del 28 al 30 de agosto de 2002 en el 
Centro Inter americano de Estudios de Seguridad Social, ubicado en la 
ciudad de México, evento que fue inaugurado por el General Rafael Macedo 
de la Concha y clausurado por un representante del Secretario de Seguridad 
Pública Federal, doctor Alejandro Gertz Mañero. 

Las conferencias estuvieron a cargo de destacados especialistas en cien- 
cias penales, y específicamente en victimología. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos agradece el entusias- 
mo de todos aquellos que hicieron posible el exitoso desarrollo de las “Jor- 
nadas Nacionales sobre Víctimas del Delito y Derechos Humanos”, cuyas 
aportaciones sin duda contribuirán al enriquecimiento y vigencia del res- 
peto a los derechos fundamentales del ser humano. 
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PRIMERAS JORNADAS SOBRE VÍCTIMAS 
DEL DELITO Y DERECHOS HUMANOS* 

José Luis Soberanes Fernández 



Es muy grato para mí darles la más cordial bienvenida a los asistentes a es- 
tas Primeras Jomadas Nacionales sobre Víctimas del Delito y Derechos Hu- 
manos que organiza el Ombudsman nacional y, por otro lado, a los expositores 
que amablemente aceptaron la invitación para compartir con nosotros sus co- 
nocimientos y experiencias en este campo, les hago patente mi reconocimien- 
to y gratitud más amplia. Especial agradecimiento le manifiesto al doctor 
Jorge Antonio Mirón Reyes, Director General del Instituto Nacional de Cien- 
cias Penales, institución que se ha preocupado por la investigación de este 
tema en nuestro país, por haber aceptado participar como ponente en 
este foro y por facilitar este magnifico auditorio para su realización. 

La seguridad pública en México ha sufrido en los últimos años los ma- 
yores embates por parte de la delincuencia, a grado tal que este derecho 
humano que es consustancial a la propia existencia de la vida comunitaria, 
se ha convertido — con justa razón — en el reclamo más sentido de la so- 
ciedad mexicana. 

Como todos nosotros sabemos, la integridad física y psicológica de un 
amplio número de personas en este país, así como su patrimonio han resul- 
tado — a veces en más de una ocasión — , afectados por los siguientes de- 
litos: robo, lesiones, daño en los bienes, homicidio, fraude y violación, mis- 
mos que ocupan los primeros 6 lugares en la incidencia delictiva, según 
datos proporcionados por el INEGI sobre presuntos delincuentes registra- 
dos en los juzgados de primera instancia del fuero común en todo el país. 1 



* Palabras pronunciadas por el doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, durante la inauguración de las Primeras Jorna- 
das Nacionales sobre Víctimas del Delito y Derechos Humanos, celebradas del 1 al 3 de agosto 
de 2001 en el Auditorio del Instituto Nacional de Ciencias Penales. 

1 Estadísticas judiciales en materia penal. Cuaderno número 8, Instituto Nacional de Esta- 
dística, Geografía e Informática, México, 2000, p. 7. 
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Ambas formas de delincuencia: común y organizada, están alterando el 
quehacer cotidiano de los habitantes de este país poniendo en entredicho 
el funcionamiento y honorabilidad de las instituciones de seguridad públi- 
ca y de procuración e impartición de justicia; pero además, con la amplia 
difusión que ahora se le da a los delitos cometidos, se está generando una 
sociedad temerosa, a tal grado que muchos tratadistas de la materia ya 
hablan de las “víctimas del terror”. 

Sabemos que el Estado mexicano realiza un significativo esfuerzo para 
revertir esta situación de inseguridad; sin embargo, mientras se logra 
atemperar esta “delincuencia galopante”, debe tomarse las medidas ne- 
cesarias para proporcionarle ayuda a las víctimas de esta delincuencia, es 
decir, a las personas que han resentido el daño directo en su salud o en 
sus bienes. 

No debemos pasar por alto que no obstante los logros que se han conse- 
guido en materia de víctimas del delito, nuestro sistema penal continúa 
siendo para estas personas un verdadero vía crucis, pues lograr que el de- 
lincuente sea puesto a disposición de un juez para ser procesado y, de ser 
el caso, condenado a una pena de prisión y a la reparación del daño en el caso 
de que proceda, representa vencer un sin número de obstáculos lo cual re- 
quiere de tenacidad, mucha paciencia e, incluso, de la realización de algu- 
nas gestiones y gastos propios. Esta circunstancia ha generado obviamen- 
te una gran impunidad y el desaliento de las víctimas para denunciar los 
hechos delictuosos. 

Es cierto que en los últimos años se ha venido abriendo camino en nuestro 
país un esfuerzo constante en materia de regulación y auxilio a las víctimas 
del delito, al grado de que sus derechos fueron elevados a rango constitu- 
cional y se están creando áreas especializadas para brindarles apoyo. No 
obstante ello, aún falta mucho por hacer para proporcionarle a estas perso- 
nas auxilio oportuno y adecuado — acorde al daño ocasionado por el infrac- 
tor de la ley — , así como para conseguir un verdadero equilibrio entre víc- 
tima y victimario. Estoy seguro que esto lo explicarán mejor y con mayor 
profundidad los distinguidos expositores que hoy acuden a este foro. 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos consciente de esta 
situación y con el propósito de participar en esta causa, creó el 19 de enero 
de 2000, el Programa de Atención a Víctimas del Delito, cuyo objetivo 
fundamental es la promoción y la defensa de los derechos de este grupo de 
personas, al igual que constituirse en eficaz gestor de los servicios 
victimales a que tienen derecho. 
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Estoy plenamente convencido que las Comisiones de Derechos Huma- 
nos, en el ámbito de su competencia y tomando en cuenta la naturaleza de 
este tipo de instituciones, deben sumarse a la función estatal de la seguri- 
dad pública y a la defensa del Estado de Derecho. Los Ombudsman del país 
no podemos permanecer pasivos ante este grave problema nacional, amén 
de que estamos obligados a revertir esa percepción social en el sentido de 
que defendemos delincuentes. 

La mejor manera de lograrlo es incrementando nuestra labor en la difu- 
sión y protección de los derechos humanos de las personas en general, pero 
tratándose de la inseguridad pública de las víctimas del delito sin que ello 
signifique, desde luego, el desconocimiento de las prerrogativas que le 
corresponden a los inculpados. No basta que estén consagrados los dere- 
chos de las víctimas en instrumentos internacionales, la Constitución o las 
leyes, si éstos no son conocidos por ellas para que los exijan en caso de 
incumplimiento. 

Estas Primeras Jornadas Nacionales sobre Víctimas del Delito y Dere- 
chos Humanos que hoy inician y los eventos que en esta materia organice 
la Comisión Nacional en el futuro, tienen precisamente el propósito de pro- 
mover entre la sociedad los derechos de las víctimas y ofendidos del de- 
lito, así como fomentar una cultura nacional de comprensión y auxilio hacia 
estas personas que nos permita romper paulatinamente con ese trato des- 
igual que se les brinda en nuestro sistema penal en relación con los delin- 
cuentes. 

Finalmente, deseo expresar que la información que fluya en este espa- 
cio de reflexión coadyuvará en este cometido y que las experiencias que 
viertan los conferenciantes respecto a la prestación de servicios victimales, 
serán enriquecedoras para el perfeccionamiento de los mismos en benefi- 
cio de las víctimas directas del delito. 



México, Distrito Federal, 1 de agosto de 2001. 




CONCEPTOS GENERALES SOBRE VICTIMOLOGÍA 
Y LA ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO EN LA 
PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO 
FEDERAL. EL CASO DE LA VIOLENCIA FAMILIAR, 
CAUSAS, EFECTOS Y REGULACIÓN ACTUAL 



Bárbara Yllán Ronde ro* 



Muchas gracias. Agradezco antes que nada la invitación al doctor José Luis 
Soberanes Fernández y a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
por permitirnos compartir algunas reflexiones en torno a lo que es el Sis- 
tema de Auxilio a Víctimas de nuestra ciudad y en particular un tema tan 
importante como el de la violencia familiar. 

Celebro que la Comisión Nacional haya tenido interés y que cuente con 
un programa para atender a las víctimas del delito, todos sabemos que a lo 
largo de la historia del derecho penal efectivamente la atención a la vícti- 
ma o su participación en toda esta dinámica ha estado relegada. 

Creo que eso está cambiando de manera significativa a través de las 
modificaciones que estamos viviendo, como puede ser por supuesto lo que 
marca el último párrafo del apartado b, del artículo 20 constitucional y 
que en el caso particular del Distrito Federal se complementa con una regu- 
lación extraordinaria que viene plasmada en el articulo 9, del Código de 
Procedimientos Penales y en el que la Procuraduría tiene el acuerdo A/003/ 
99 que da amplias facultades en materia jurídica para actuar, proporcionar 
servicios, facilitar la participación de la víctima en el desarrollo de la ave- 
riguación previa de las indagatorias. 

Es necesario hacer algunas reflexiones en torno al concepto de victi- 
mología que ha sufrido una transformación importante a lo largo de la his- 
toria desde que lo considero Elias Newman. La victimología hoy por hoy 
puede definirse de manera muy amplia no sólo en el estudio de la víctima 
y de su participación procesal, porque las instituciones que se han dedica- 
do a la atención de la víctima hablan del impacto, del delito en la víctima, 



* Subprocuradora de Atención a Víctimas del Delito de la Procuraduría General de Justicia 
del Distrito Federal. 



[ 17 ] 




18 



COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 



de cómo la conducta violenta o la conducta delictiva en particular de unos 
ciudadanos hacia otros lesiona de manera importante aspectos psicoemo- 
cionales en lo que podríamos englobar como el daño moral. 

En ese sentido vale la pena hacer algunas consideraciones en torno al 
propio Sistema de Auxilio a Víctimas de nuestra ciudad y en particular de 
la violencia familiar. 

Los sistemas de auxilio y atención a víctimas del delito tienen en nuestro 
país desarrollándose aproximadamente 12 años, primero en países de 
América Latina y en algunas entidades federativas en México, dentro de un 
esquema asistencial que consideraba la asistencia social otorgada por una 
trabajadora social con el ánimo de encontrar elementos para aminorar el 
impacto de la comisión del delito en su persona y la posibilidad de que un 
psicólogo la apoyara, atendiera y la orientara. 

Con las reformas a nuestro sistema jurídico se facilita el cambio previs- 
to desde 1993, que era pasar del sistema asistencial al de restitución de los 
derechos. Actualmente nuestro Sistema de Auxilio a Víctimas esta orien- 
tado y ubicado en este esquema de restitución de los derechos, que impli- 
ca que la víctima reciba asistencia durante el proceso, la reparación del daño 
material y moral; además de una participación en los procesos penales 
enmarcado en una lucha contra la impunidad es decir, el hecho de que ella 
pueda aportar elementos de prueba, revisar las indagatorias, participar 
y hacer promociones en el proceso penal implica romper con el esquema 
de hacerla objeto de una actividad pasiva en la que sólo era el medio de co- 
misión del delito y por lo tanto requería únicamente algún paliativo como 
la asistencia pero no más. 

El asunto de la comisión del delito vulnera al Estado que debería sen- 
tirse ofendido por esta situación y buscar la no impunidad y la sanción del 
delincuente lejos de la víctima. 

La víctima finalmente ya tenía el consuelo asistencial que le dábamos, 
esto ya no sucede en la mayoría de los países que tienen sistemas desarro- 
llados de atención a víctimas. El Sistema de Auxilio a Víctimas de nuestra 
ciudad, es uno de los mejores de América Latina, en Estados Unidos de 
América existen oficinas especiales para los servicios de atención a vícti- 
mas. En particular en el caso de la procuración, capacitación a jueces, ca- 
pacitación a agentes del Ministerio Público, la creación de juzgados espe- 
ciales de corte administrativo, las modificaciones a algunos instrumentos 
jurídicos hizo que en muchos países de América se dieran leyes en mate- 
ria de violencia familiar. La primera ley de maltrato conyugal se promul- 
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gó en Puerto Rico en 1985. Sin embargo, el estudio de la violencia fami- 
liar no tiene más de 20 años con la creación de los primeros refugios y 
servicios que se abrieron están registrados en Holanda e Inglaterra, es de- 
cir países del primer mundo donde se empieza a registrar la existencia de 
la violencia. 

En Inglaterra a principios de los 90 se estimó que del 100% de las pare- 
jas unidas en matrimonio o con pareja, el 50% viven una relación de mal- 
trato físico con incidencias de golpes con la mano en la cara. 

En Estados Unidos de América en los años 70, se empieza a construir 
una teoría en torno al maltrato doméstico, los grupos organizados de mu- 
jeres emiten escrita y verbalmente cuestionamientos sobre la violencia 
intrafamiliar y de maltrato infantil. Mientras que en el ámbito médico con 
los estudios de Kerm y Marcovich se refieren exclusivamente al síndrome 
del niño golpeado. 

En México se cuenta recientemente con la norma oficial mexicana en 
materia de violencia familiar sin un estudio mayor en lo que se refiere 
a maltrato infantil. 

La teoría en torno al maltrato, de Leonor Wolker, se dio básicamente en 
los países anglosajones basándose en el estado de indefensión aprendido, 
que no es al que se refiere la legislación pero que se parece mucho, aun 
cuando queda relegado y circunscrito al maltrato conyugal. 

Son los grupos sociales organizados los que empiezan a trabajar en as- 
pectos psicológicos, psicoemocionales, al maltrato físico y psicoemocional, 
porque hay que aclarar que en torno al maltrato sexual, al abuso sexual de 
menores existen estudios importantes, pero en el aspecto psicológico, in- 
cluso el término abuso sexual es del área de la psicología. 

Actualmente el Código del Distrito Federal adopta la modificación y 
quita el rubro que teníamos de atentados al pudor, cuyo riesgo era violen- 
tar el 14 y 16 constitucional que indica que sepamos efectivamente la des- 
cripción de la conducta. En relación con el tema del pudor existe juris- 
prudencia por suerte ya históricas pero que no debemos olvidar aquella que 
definía la castidad y la honestidad como un requisito antes de las refor- 
mas de 1993-94 para el estupro. La jurisprudencia hablaba con amplitud de 
manera subjetiva de lo que se debería entender por castidad y honestidad, 
diciendo entre otras cosas que era no llegar tarde a las casas, no tener amis- 
tades masculinos; esto viene a colación porque después de la Convención 
de Belém do Pará, México la suscribe, pero no la ratifica hasta 1998 y nos 
obliga, ya como Estado, a tener la primera ley en la materia, que es la Ley 




20 



COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 



de Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar, que entró en vigor 
ese mismo año y se considera una ley especial para atacar la violencia fa- 
miliar con la cualidad de que crea Unidades de Atención a la Violencia 
Intrafamiliar, que por disposición de esta ley se realizan 16 coprocedi- 
mientos. 

Entre los procedimientos que se realizan se encuentra la conciliación, ami- 
gable composición como una modalidad de arbitraje que se ubica entre la 
heterocomposición y la composición en materia procesal; posteriormente 
viene un procedimiento de carácter administrativo para quien incumple 
estos otros dos procedimientos y que puede llevar a tener una sanción has- 
ta de 186 días de salario mínimo o 36 horas de arresto inconmutable. 

Esta ley que es anterior a las últimas reformas del artículo 20 consti- 
tucional que dentro de sus bondades logra incorporar la ampliación de 
la atención a la víctima, no sólo en aspectos médicos de urgencia sino en 
atención psicológica como ya lo contemplaba la Constitución de San Luis 
Potosí. 

Actualmente se incorpora por primera vez la obligación de dar la aten- 
ción psicológica como una garantía constitucional que tiene la víctima y 
dónde la mayoría de las entidades federativas de nuestro país están en cri- 
sis. Es uno de los problemas psicológicos más frecuentes que sufre la víc- 
tima, antes de que esto suceda las instituciones ya están en crisis porque no 
tienen manera de brindar los servicios terapéuticos que la ley obliga y que 
es fundamental para la posibilidad de reparación solidaria que sin decirlo 
así el texto constitucional, en realidad se trata de una reparación anticipa- 
da que el Estado proporciona a través de la atención médica de urgencia, de 
la atención psicológica y la asesoría jurídica en materia de reparación del 
daño, que facilita la posibilidad de que la víctima deje de ser la parte pasi- 
va en el proceso penal. 

Teóricamente en nuestra ciudad la violencia familiar tiene varias regu- 
laciones, la primera, en el caso del Distrito Federal y de algunas entidades 
federativas que siguieron esta perspectiva, es una falta administrativa en 
términos de la Ley de Asistencia y Previsión de la Violencia Familiar, des- 
pués de la Ley de Asistencia y Prevención de 1996; en 1998 se hacen re- 
formas al Código Penal y al Código de Procedimientos Civiles y al Códi- 
go Civil donde se incluye a la violencia familiar por primera vez como 
causal de divorcio y para la pérdida de la patria potestad. 

Antes existía una causal que se llamaba sevicia, también reconocida 
como crueldad mental y que obviamente el legislador de los primeros años 
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del siglo pasado sabía de esta dinámica de violencia familiar y le puso 
sevicia, crueldad mental misma que era de muy difícil probanza, ahora el 
Código Civil la incorpora. 

La Convención de Belém do Pará señala lo que puede ser una definición 
de violencia contra las mujeres. La Organización de las Naciones Unidas 
también trabaja en estudios sobre la violencia a la mujer, tiene un trabajo 
en el que refiere que el 75% de la violencia que se ejerce en el mundo va 
dirigido contra éstas. 

El maltrato infantil es hoy la gran asignatura pendiente y podríamos decir 
que lo único que tiene en común con la violencia hacia las mujeres, es el 
ejercicio sistemático de la violencia, pero las casualidades, la etiología 
del problema, la resolución de los conflictos, la problemática, los síndromes 
son absolutos y totalmente diferentes, este es el gran problema que se pre- 
senta cuando hablamos de los sistemas de víctimas y qué especialistas son 
necesarios para que atiendan a los distintos tipos de víctimas de acuerdo 
al delito, una de las políticas básicas a seguir cuando se implementa un ser- 
vicio de atención a víctimas es la subespecialización por tipo de victimi- 
zación. 

Una víctima de un delito sexual no es igual a una de violencia familiar 
y éstas al mismo tiempo se diferencian por circunstancias geográficas e in- 
cluso los programas diseñados para la atención a víctimas en situaciones de 
delito violento, son diametralmente distintos y con necesidades específicas. 

Existen cerca de 60 síntomas diferentes por asalto o secuestro que no se 
van a presentar en el delito sexual como por ejemplo; la hipervigilancia, los 
recuerdos recurrentes, interiorización de la culpa que se observan en los de- 
litos sexuales y no en la violencia familiar. 

Se pueden conocer los síntomas característicamente psicológicos, conduc- 
íales, cognitivos que tiene la víctima a partir del número de años que ha 
convivido en una relación conyugal e infantil de maltrato. Sin embargo, no 
hay un modelo acabado en tomo a la atención al maltrato infantil en el país 
y no lo hay porque ni siquiera existe un acuerdo en la etiología, es decir por- 
que se maltrata a nivel infantil. No se ha construido una teoría como existe 
en el caso del maltrato conyugal, el problema del maltrato infantil no es 
exclusiva de la cuestión legislativa, es la detección en la cuál no tenemos los 
mecanismos adecuados para detectarlo en las escuelas, en la casa, represen- 
ta un delito oculto aunque su existencia documental data de la edad media. 

En el caso de las mujeres, los historiógrafos han establecido el año 3000 
a.C. como marco referencial para ubicar la violencia familiar. La violen- 
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cia en general es un esquema de aprendizaje que el agresor no tiene psico- 
patología alguna, no es un sujeto que está enfermo, simple y sencillamen- 
te considera que la forma de interaccionar más adecuada puede ser a tra- 
vés de la agresión, le enseñaron a expresar sus afectos a través de la 
violencia y éste es otro punto a considerar en la violencia familiar. 

Para acercarnos al fenómeno de la violencia familiar necesariamente 
tenemos que hacerlo de manera interdisciplinaria en materia legal, por 
ejemplo, no se puede proporcionar asesoría si no se conoce el síndrome que 
presenta la víctima, cuya característica esencial es la ambivalencia en la 
toma de decisiones resultado de una baja autoestima reforzada por los 20, 
30 o 40 años de maltrato, que cuando las víctimas lo platican nos asustan, 
nos asombran y a veces sin escrúpulo alguno de manera irresponsable le 
podemos decir a la víctima: cómo ha aguantado tantos años, déjelo. Se 
desconoce que en una dinámica de maltrato no se puede romper fácilmen- 
te el vínculo entre las partes porque hay un factor de codependencia. 

La psicoterapia de pareja por sí sola tampoco opera porque el sujeto 
activo en la relación se convierte en un agresor consciente, desea bajo sus 
intereses tomar terapia con la esposa para conciliar, mientras que el Minis- 
terio Público en una falsa idea de realizar la conciliación para no romper 
esa célula fundamental de la sociedad que es la familia, se enfrasca en uti- 
lizar modalidades de solución contraindicadas; porque debemos saber que 
en la dinámica del maltrato, el agresor va desarrollando diferentes actitu- 
des, una es un esquema de persecución; el maltratador es un sujeto que le 
gusta ejercer el control, el dominio y el sometimiento, así lo define el artí- 
culo 3, de la Ley de Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar. 

El agresor además tiene problemas con el control de sus impulsos y su 
ejercicio es focal, es decir, conocemos sujetos que conviven con nosotros, 
incluso amigos que son espléndidos en su actividad profesional, en su vida 
pública, pero que ejercen violencia contra algunos miembros en particular 
de la familia, a eso le denominamos violencia focal. Esto es muy importante 
porque no vamos a encontrar antecedentes de ejercicio de violencia, mu- 
chos de los sujetos que maltratan o violan no tienen antecedentes de ningún 
otro tipo, son sujetos comunes y corrientes, buenos padres de familia, 
buenas parejas, a ratos por supuesto, lo que provoca dificultad para reali- 
zar la investigación y por consiguiente sancionarlos. 

Entonces nosotros no podemos como abogados, como psicólogos, pen- 
sar que ese sujeto no ejerce maltrato y deberíamos, sobre todo los psicólo- 
gos, estar preparados porque puede ser un sujeto que manipule las sitúa- 
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ciones, es un investigador, un controlador y por lo tanto es difícil identifi- 
car el ejercicio del maltrato. Hay sujetos que prohiben que las esposas o las 
novias, ya que desde el noviazgo se ejerce el control, el poder y la propie- 
dad, que se vistan de alguna manera en particular, que usen el pelo largo, 
corto, bueno, hay sujetos que prohiben hasta las dietas que tanto nos gus- 
tan a las mujeres porque piensan que nos podemos ver un poquito mejor y 
que esa es una manera de ir ejerciendo el control, que se va volviendo so- 
fisticado con los años, a veces la víctima ni siquiera lo percibe, siente que 
hay un displacer pero no alcanza a comprender cual es ese control y cuan- 
do el sujeto siente que lo van a abandonar, se presenta un rasgo distintivo 
del perfil del agresor que los psicoanalistas lo llaman neurosis de abando- 
no, se vuelve un persecutor y entonces en lugar de poner distancia la acorta 
y empieza a perseguir a su víctima y a ejercer control lo que le genera an- 
gustia y entonces la psicoterapia de pareja es una forma de control, ahora 
ya no sé a donde fuiste, que hiciste, sino ahora sé que piensas. 

Saber con precisión que se hace, que se piensa, representa en la terapia 
de familia un mecanismo de control que no disminuye la violencia sino que 
la pueden acrecentar, son modalidades y eso lo tenemos que saber para abrir 
sistemas que puedan dar atención a las víctimas de violencia. 

En la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, el primer 
Centro de Atención a la Violencia Familiar operó en octubre de 1990, cum- 
ple 1 1 años de sistematización y medición de lo que es la violencia y del 
trabajo de los servidores públicos que se han capacitado para atender este 
fenómeno e incluso se ha tenido que recurrir a una subespecialización te- 
rapéutica para atender todos los tipos de maltrato. 

Este Centro atiende aproximadamente unas 25,000 personas al año en el 
Distrito Federal, donde el 80% son mujeres, hay un 10% de hombres de la 
tercera edad que son violentados; cuando ya no son sujetos agresivos y 
férreos y el resto del porcentaje contra los menores, lo que implica accio- 
nes legales muy diversas para dar asistencia jurídica a la víctima y no sólo 
orientación, como son el seguimiento, asistencia para las promociones con 
las víctimas en los procesos penales, litigar en los juzgados, solicitar las 
copias de las averiguaciones previas. 

En las indagatorias aportar elementos de pruebas es decir, un papel del 
asesor jurídico de manera activa y obtener la cédula del Ministerio Públi- 
co para la reparación del daño en materia de violencia familiar. 

El maltrato físico puede iniciar desde la simple sujeción que se da des- 
de el noviazgo provocando fracturas graves hasta el homicidio. 
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La Procuraduría a través del Centro de Atención a la Violencia Familiar 
trata de construir a partir del análisis de los homicidios dolosos relaciona- 
dos con la violencia familiar un registro de casos sin encuadrarlos como 
delitos violentos que en Estados Unidos de América el FBI les llaman crí- 
menes de odio que incluyen a la misoginia, los crímenes seriales contra 
prostitutas donde delincuentes como Landru, Barba Azul, entre otros, se han 
hecho famosos; crímenes raciales, sexuales, de preferencia sexual como la 
homofobia. Actualmente el Sistema de Auxilio a Víctimas de nuestra ciu- 
dad tiene un programa de homofobia y que se relaciona mucho con el asunto 
de la violencia familiar. 

Los casos de homofobia que desencadenan homicidios son los que se 
registran, ésta como causante, es un factor de violencia familiar porque no 
responde a un esquema particular; en los estudios de Filkenhort, ni en casi 
ningún otro que analizan los factores de riesgo en abuso infantil, no está 
registrada la homofobia aun cuando es uno de los factores de riesgo del 
abuso sexual infantil y del maltrato infantil. 

La Ley de Asistencia y Prevención se hizo pensando en que tenía que 
adecuarse a la dinámica de la violencia familiar que resulta compleja y no 
al revés como a veces se presenta en el ámbito legislativo. La ley tiene que 
ser un instrumento que sirva a una problemática en particular, el concepto 
de ley de asistencia y prevención se refiere a esta gama de violencia, del 
control, del dominio, de las características en la escala del maltrato físico 
conyugal o de pareja e infantil. 

En el caso del maltrato sexual hay una parte que ya está sancionada por 
el Código Penal como delitos y son, violación y abuso sexual, pero hay otra 
parte del maltrato sexual que no está registrado como delito como es el de 
infringir dolor durante la relación sexual, el establecer o decidir el momento 
de ésta; lo mismo ocurre en el caso del maltrato psicoemocional que del 
100% de los casos que se registran en la Procuraduría del Distrito Federal 
por violencia familiar presentan esta característica y que van desde coac- 
ciones e intimidaciones. 

El artículo 3, de la Ley de Asistencia desglosa las escalas que puede lle- 
var el maltrato psicoemocional en el que el extremo más conocido es la 
celotipia, es decir, celos posesivos, de control, que no es sino otra cara de 
cómo ejercer el poder en la violencia familiar que en términos generales 
pueden ser los padres hacia los hijos, el esposo, aquél que tiene el poder 
en la sociedad puede ejercer algún tipo de maltrato. 
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En Costa Rica por ejemplo, incluyeron un tipo de maltrato en la ley, que 
es el de tipo patrimonial que se identifica como la destrucción de pertenen- 
cias de la víctima, como objetos que nos regalan y que tienen un aprecio 
particular, cosas significativas para la víctima. Existe actualmente un es- 
tudio en la Comisión de Derechos Humanos de la Asamblea Legislativa, 
que propuso una nueva ley de violencia familiar, que habría que analizar 
con detalle, independientemente de los problemas técnico jurídicos que le 
observemos, tiende a ser una ley que no está ajustada a la realidad y a la 
dinámica de la violencia familiar; si se aprobara tendríamos serios proble- 
mas para la atención a la víctima ya que refiere en una de sus propuestas 
que sea un policía preventivo el que levante las actas administrativas en este 
rubro, in situ, lo cual evidentemente va a inhibir la posibilidad de que la 
víctima acuda al Ministerio Público. 

También se habla de procesos de rehabilitación y la verdad es que la 
víctima de violencia familiar no perdió ninguna habilidad, ese concepto esta 
incluso ya desterrado del mundo criminológico y victimológico convencio- 
nal, estas dos ramas llegaron después de la psicología a atender a las vícti- 
mas de violencia familiar. Estas conceptualizaciones son mezcla de la teoría 
actual del maltrato relacionado con aspectos de problemas de género, 
psicosociales y victimológicos. 

Hablando propiamente de la atención que se podría otorgar como parte 
de la reparación del daño, un punto importante en el maltrato físico es te- 
ner el certificado de lesiones como pruebas en el mejor de los casos, cuan- 
do la sujeción como jalóneos no existe la posibilidad de demostrarlo y 
mucho menos registrarlo, porque esto sucede en el ámbito estrictamente 
privado. La violencia familiar es el ejercicio de la violencia en la vida pri- 
vada donde difícilmente hay testigos y la mayoría de las veces son meno- 
res. En el caso del maltrato psicológico hay pocos elementos de prueba que 
se pueden aportar. 

Menciona la ley vigente que lo que se tendría que acreditar es la dismi- 
nución del autoconcepto y eso implica contar con cuerpos de psicólogos que 
tengan la capacidad de valorar a la víctima y realizar un dictamen, que no 
es sencillo como se piensa en el mundo jurídico ya que tiene complicacio- 
nes muy graves en la parte probatoria y práctica para acreditar el maltrato. 
En una frase simple y sencilla está todo, por ejemplo, él viene y dice que no 
la golpeó o insultó y además es un hombre tranquilo, suave, amable, gen- 
til, guapo y ella viene con los pelos de punta, desquiciada, el agente del 
Ministerio Público dice pobre hombre con esa mujer. 
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Es lo que a veces pensamos, así llegan y al principio se reacciona con 
determinados valores sociales lo que indica que existe la necesidad de co- 
nocer con precisión la problemática y sus diversas formas de atenderla. 

Esta disminución del autoconcepto implica pruebas psicológicas claras 
y precisas. En los últimos 10 años tuvimos tanta dificultad para acreditar 
este tipo de circunstancias que nos dimos a la tarea de hacer un manual de 
impresión diagnóstica por tipo de victimización. 

La víctima de secuestro no tiene la misma valoración que la víctima de 
violencia familiar; lo que se tiene que acreditar en un caso de víctima 
de maltrato es la pérdida del autoconcepto, la autoestima, etcétera, en el 
caso de las amenazas es el miedo grave e inminente de acuerdo con la ju- 
risprudencia. Acreditar psicológicamente si alguien tiene miedo no es sen- 
cillo como tampoco lo es la automoción, en ese momento nos dimos a la 
tarea de establecer cuales podrían ser los casos a seguir, determinándose 
primero, el protocolo para poder otorgar el dictamen, segundo las pruebas 
psicométricas y la entrevista. 

Los psicólogos tampoco se comprometen se dice, se habla, se comenta 
que puede haber síndrome, aquí radica la importancia de aplicar ciertas 
pruebas estandarizadas ya sean psicométricas o proyectivas, estas últimas 
tienen un margen de criterio más amplio, el psicólogo tiene que ir a defen- 
der ante los tribunales la posición de su dictamen y es ahí donde se presenta 
el problema de su negativa, es importante que en los sistemas de víctimas 
se cuenten con peritos para ofrecer sus dictámenes como una testimonial, 
esto permite validar lo que el psicólogo está diciendo y sobre todo fundamen- 
tarlo en los documentos que ya existen como el DSM4, que es el Catálogo 
de Enfermedades de la Asociación Psiquiátrica Americana, es en este diagnós- 
tico donde vienen los síntomas y los padecimientos que están reconocidos 
y varían por ejemplo del DSM3R, que estaba en vigor hace dos años. Con 
la modificación que hace el DSM4, la R era revisado, todavía no revisan 
el DSM4 o si vaya a ver el DSM5, o un DSM4R, entonces ya quedó muy 
especificado y es muy parecido al que tiene la Organización Mundial de la 
Salud, que es el CIE 10, pero debe haber una clara conexión entre el abogado, 
que va a ser el que esté aportando los elementos de prueba y el psicólogo. 

En España existe la psicología jurídica que ojalá pudiéramos imple- 
mentar con la coordinación de la CNDH, esta rama de la psicología jurídica 
ayuda mucho porque tiene dos grandes vertientes, la psicología forense, este 
sujeto que con pruebas psicométricas acredita la peligrosidad del delincuen- 
te es decir, es el estudio del probable responsable, la otra vertiente que casi 
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no existe en ninguna parte como especialidad pericial en nuestro país y en 
muchos lugares de América Latina es la psicología victimal, que eviden- 
temente implica contar con instrumentos que a través del quehacer del 
psicoterapeuta, perito, victimólogo pueda establecer cierta sintomatología 
particular de que se está viviendo o que se vivió en un delito y sobre todo 
acreditar, valorar el impacto del delito. Es el juez al que le toca sancionar 
y condenar para la reparación del daño moral o material; éste último es 
relativamente fácil de comprobar a través de facturas médicas, prótesis, et- 
cétera, que requirió con motivo del delito y entonces se hacen necesarios 
esos dictámenes para acreditar el monto económico más allá de lo que la 
Ley Federal del Trabajo señala. 

No hay normas específicas para la reparación del daño, nos vamos a las 
normas que señala la Ley Federal del Trabajo y entonces lo difícil es acre- 
ditar el daño moral, aunado al tiempo que va a requerir terapia, etcétera, 
esto se lo tenemos que aportar al juez porque él dice acredíteme el daño 
moral y yo lo cuantifico o bien si me acreditas la cuantificación también 
yo lo otorgo, lo discutimos, eso tenemos que hacer como parte del trabajo 
con víctimas de maltrato familiar. 

Para concluir, yo les diría que el Sistema de Auxilio a Víctimas de nuestra 
ciudad cuenta con 54 programas cada uno relacionado por el tipo de 
victimización que contienen aspectos jurídicos. El sistema de México se 
ubica en el de restitución de los derechos, una parte medular es que la víc- 
tima sea restituida en sus derechos sociales, jurídicos y sobre todo la repa- 
ración del daño, que pueda participar como coadyuvante del Ministerio 
Público en el proceso penal que es algo que ya existía en el Distrito Fede- 
ral y que crea la coadyuvancia en materia de averiguación previa y que en 
términos del Código de Procedimientos Penales del Distrito Federal vigente 
podemos nombrar un representante, la víctima puede nombrar un represen- 
tante legal que significa la posibilidad de ser abogados de las víctimas, algo 
impensable al principio de los noventa en el caso del Distrito Federal. 

La otra vertiente importante del Sistema de Auxilio es la parte psicoló- 
gica donde además se tienen que estudiar el tipo de victimización y qué 
modelo psicológico debe operar, por ejemplo, el psicoanálisis que presen- 
ta problemas graves de conceptualización para el ataque a la violencia fa- 
miliar, justifica la violencia por la interpretación que maneja. 

Tener preferentemente psicólogos que sean especialistas en violencia 
familiar, otros en delitos sexuales, en delitos violentos, adicciones, noso- 
tros tenemos un programa interesante que es uno de los más novedosos en 
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América Latina llamado programa de riesgo, es decir, ahora estamos traba- 
jando en el riesgo victimológico, en la detección de riesgos que mucha gente 
lo llama prevención y lo confunden con actividades como campañas de 
difusión, distribución de carteles, que sería en estricto sentido transmisión 
de la información y no la prevención del delito. 

La prevención implica un cambio conductual, por eso en los programas 
de riesgos psicoterapéuticos tienen una duración de quince sesiones, a ve- 
ces con aspectos jurídicos y que implican un cambio conductual. 




MODELOS DE ATENCIÓN A MUJERES VÍCTIMAS 
DEL DELITO EN LA REPÚBLICA MEXICANA. 

EL CASO DE LOS DELITOS SEXUALES 1 

Patricia Espinosa Torres 2 



Los delitos de agresión sexual y violación, constituyen un fenómeno crimi- 
nal extraordinariamente común en nuestra cultura, pero del que justamente 
como sociedad o como autoridad muy poco conocemos en realidad. Sabe- 
mos que estamos ante la punta de un iceberg que suponemos inmenso, pero 
no hay duda que la verdadera dimensión del problema se encuentra en la 
sombra sin ser denunciada, permaneciendo por lo regular en el ámbito de 
lo privado. 

La violencia sexual no es, en muchos sentidos, comparable al resto de 
los delitos. No busca el beneficio material que implica un robo por ejem- 
plo, ni intenta lucrar con el comercio ilegal de algunos productos. Los de- 
litos sexuales son, más bien, la expresión de patologías personales del cri- 
minal y de algunos rasgos característicos de nuestra cultura, tanto pública 
como privada. 

Quisiera mencionar un ejemplo sencillo pero ilustrativo, que sin duda 
refleja aspectos tan arraigados de la cultura mexicana que incluso pasan 
desapercibidos. El gobierno de la ciudad de México en un intento por aten- 
der un reclamo muchas veces reiterado, decidió hace no muchos meses 
volver a instaurar la separación de hombres y mujeres en el Metro durante 
las horas pico, debido a la inmensa cantidad de abusos cometidos por los 
hombres cuando se encuentran amparados en el anonimato de la multitud. 
Las mujeres no somos un objeto que se puede tocar a discreción cuando no 
hay vigilancia. Pensar de ese modo y peor aún actuar de tal manera, revela 
el valor que tiene para nuestra cultura el respeto a la integridad física y moral 
del otro específicamente, de la otra. 

1 Ponencia presentada en el marco de las Primeras Jornadas Nacionales sobre Víctimas del 
Delito y Derechos Humanos, coordinadas por el Programa de Atención a Víctimas del Delito 
de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México, D.F.. 1 de agosto de 2001. 

2 Presidenta del Instituto Nacional de las Mujeres. 
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Según las estadísticas de la Procuraduría General de Justicia del Distri- 
to Federal (PGJDF), pionera en el actual modelo de atención a víctimas de 
estos delitos, el 3.5% de los crímenes cometidos en el área metropolitana 
corresponden a los rubros de violación y abuso sexual, ambos tipificados 
en el Código Penal que rige al Distrito Federal. La Procuraduría local re- 
gistra un promedio diario de cuatro delitos de carácter sexual perpetrados 
en la ciudad. La mayoría son violaciones. 

Desde luego estas cifras son por sí mismas preocupantes, pero si además 
les agregamos los delitos registrados por homicidio, lesiones y atentados 
al pudor, todos ellos crímenes contra la integridad física o psicológica de 
las personas, la cifra se eleva hasta el 29% de los delitos que se cometen 
actualmente en la ciudad de México y que suceden contra los más vulne- 
rables de la sociedad, los niños, las niñas y las mujeres, principalmente. 

A este panorama debemos sumar que los delitos de carácter sexual pre- 
sentan características muy especiales que complican y hacen mucho más 
difícil que la víctima denuncie a su o sus agresores, ya sea por la naturale- 
za del delito que constituye un ultraje traumático contra el propio cuerpo 
con graves consecuencias y secuelas psicológicas; ya por la cercanía con 
el victimario, debido a que en la mayoría de las ocasiones el criminal for- 
ma parte del círculo familiar o de conocidos de la víctima o ya por la au- 
sencia de un espacio y un procedimiento adecuado para denunciar esta clase 
de delitos en las agencias del Ministerio Público. 

Al mismo tiempo, el estatus legal de los crímenes sexuales no ayuda 
mucho a combatirlos con efectividad. Los delitos sexuales se encuentran 
tipificados en el fuero común, es decir, en los códigos penales estatales y 
del Distrito Federal, por lo que los criterios para juzgarlos y penarlos son 
muy distintos según la entidad de que se trate. 

En los últimos años han comenzado a tipificarse con mayor severidad y 
amplitud, pero esto no es aún la norma. En el Código Penal de Tabasco, por 
mencionar un ejemplo, se encuentra actualmente todavía más penado el 
robo de vacas que la violación y en muchos otros estados el delito se repa- 
ra legalmente ¡casando a la víctima con el victimario!, en un absurdo in- 
tento de restituir un concepto medieval del honor. 



El victimario 

El delincuente sexual es hombre en el 99% de los casos, pero no tiene una 
posición socioeconómica determinada ni se encuentra una correlación es- 
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pecífica con el grado de educación. En cambio tiene en su haber como 
norma más o menos general, una historia de abusos cometidos con anterio- 
ridad en su contra y tiende a repetir en otros su propia experiencia, perpe- 
tuando de este modo el mismo crimen en las siguientes generaciones. Po- 
demos decir que el abusado tiene altas probabilidades de abusar de otros 
en el futuro. 

Si verdaderamente queremos disminuir el índice delictivo en materia de 
violencia sexual, debemos contemplar un enfoque de modelo de atención 
que involucre tanto al ámbito privado y/o familiar, como al ámbito públi- 
co, al de las instituciones de educación, salud y justicia. 



La víctima 

Para el criminal sexual, la víctima es un objeto sobre el que necesita tener 
control y poder absoluto, pero ésta suele creer que debe ocultar el crimen 
del que fue objeto porque teme ser señalada como culpable, siente vergüen- 
za de ser mirada como “un ser diferente”, se aísla de los demás para evitar 
críticas o juicios que la dañen aún más, especialmente porque una carac- 
terística común en el abuso sexual y la violación es la atribución de res- 
ponsabilidad que hace la sociedad a la víctima. Suele considerarse que ella 
es la culpable de haber sido violada por la forma en que se viste o por estar 
sola en la calle a horas poco apropiadas o por permitir que le hable un hom- 
bre desconocido. 

Cuando la agresión sucede en un contexto de desconocimiento del agre- 
sor, la víctima tiene problemas para decidirse a denunciar y sufre las con- 
secuencias culturales de la denuncia, pero cuando ésta sucede en el seno del 
hogar el acto de la denuncia implica problemas en su entorno personal y 
familiar, que incluso aumentan la posibilidad de sufrir una nueva agresión. 

Violación y abuso sexual pueden ser realizados por extraños o conoci- 
dos pero “nunca con culpa de la víctima”, existe la creencia errónea que es 
la víctima quien lo provoca. En el caso de las mujeres, esta percepción es 
particularmente clara. Mientras que un delincuente sexual que ataca a me- 
nores de edad o a otros hombres, se le considera rápidamente como a un 
delincuente pervertido, con las mujeres se deja siempre un espacio para du- 
dar de su culpabilidad o por lo menos, del grado de su responsabilidad en 
el hecho. 

Estas circunstancias deben ser consideradas seriamente por el modelo de 
atención a víctimas, ya que el silencio se convierte en nuestro peor enemi- 
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go y en el mejor aliado para que los abusos se repitan. Guardar el secreto 
no protege a nadie y por lo tanto debemos fomentar decidida y ampliamente 
una cultura de la denuncia de esta clase de delitos en todos sus niveles. 



Circunstancias de los delitos sexuales 

Los delitos sexuales se encuentran íntimamente relacionados con la impu- 
nidad y con el ejercicio autoritario del poder; por lo que debemos 
enmarcarlos como atentados a los derechos humanos de las personas. Aquel 
de quien se ha abusado en una relación de poder, buscará abusar de otros 
cuando se le presente la oportunidad. 

Una gran parte de los delitos sexuales constituyen el fiel reflejo de una 
cultura autoritaria como la nuestra, que siempre ha encomiado a la demo- 
cracia en la retórica de las palabras pero la ha despreciado durante muchos 
años en la práctica cotidiana. 

Cuando estamos intentando construir una democracia sobre bases dis- 
tintas a las que estábamos acostumbrados, en la que el respeto al otro y a 
la diferencia deben ser regla para todos, debemos entender que estas refor- 
mas a las relaciones de poder no sólo competen al ámbito de lo público, de 
la reforma a las instituciones del Estado, sino que empiezan fundamental- 
mente en lo privado, en la familia y en los valores que ésta pueda inculcar, 
así como al ámbito de la educación y los valores cívicos. 

La violencia i ntr afamiliar considerada durante mucho tiempo como un 
asunto privado, representa un antecedente importante en estos delitos. La 
agresión y el sometimiento sexual es un recurso salvaje de dominación, una 
barbarie que representa la última imagen del control total y absoluto sobre 
el otro (aunque generalmente se lleva a cabo sobre la otra). Intenta arreba- 
tar la última dignidad de la víctima sometiéndola al más abyecto de los actos 
y trata de ejercer un poder total, sordo e insensible a los derechos más ele- 
mentales de todo ser humano. Lo que consigue en la mayoría de los casos 
es destruir para siempre el equilibrio psicológico y moral de la víctima. 

Ser víctima de violación o de cualquier tipo de abuso sexual es una de 
las experiencias más traumáticas que cualquier persona puede sufrir en su 
vida y sus consecuencias pueden prolongarse por mucho tiempo e incluso 
nunca desaparecer. La sensación de ultraje e impotencia que nos acompa- 
ñan cuando somos víctimas de algún robo es por demás indignante y dolo- 
rosa, como seguramente lo sabrán todos aquellos que han sido víctimas de 
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algún delito de esta naturaleza. Pero cuando el ultraje sucede en nuestro 
propio cuerpo, el impacto psicológico se magnifica y agudiza de una ma- 
nera indescriptible, inimaginable y duradera. 

Las víctimas que han sufrido ataques sexuales describen como secuelas 
sensaciones irrefrenables de temor, odio, culpa, vergüenza, desvalorización, 
depresión, asco, marginalidad, desconfianza, ansiedad, aislamiento, sensación 
de ser diferente. Su reincorporación plena a la sociedad es muy compli- 
cada y la construcción de relaciones personales se vuelve casi imposible. 
La reparación del daño es más complicada que en cualquier otro acto 
delictivo. He aquí el reto con el que como autoridades nos enfrentamos en 
esta materia. 



El sistema de atención a víctimas 

Aun cuando parezca increíble no es sino hasta 1989, que comenzaron a 
crearse las Agencias Especializadas en Delitos Sexuales dentro de la 
Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal y el Centro de Aten- 
ción a Víctimas de la Violencia Intrafamiliar. Ambas instituciones son aún 
incipientes a pesar del trabajo y la experiencia que han acumulado desde 
que fueron creadas. Pronto han visto rebasadas sus capacidades, pero esta 
realidad no ha sido correspondida con el mismo crecimiento institucional. 
Las denuncias aumentan un poco cada año, pero conforme crezca la difu- 
sión social de este fenómeno y las víctimas y sus familiares interioricen de 
mejor manera la importancia de denunciar, será necesario aumentar el 
número de agencias especializadas de atención tanto en la ciudad capital 
como en el resto del país. 

Sólo la insistencia de muchas mujeres y víctimas, de los esfuerzos de una 
sociedad civil harta de la impunidad, hemos podido ir abriendo paso a 
modelos de atención para estos delitos y a un sistema de justicia renuente 
históricamente a considerar en su justa dimensión el problema de la violen- 
cia sexual. Sin demérito de todos los esfuerzos realizados hasta ahora, 
podemos también afirmar que no existe actualmente un verdadero mode- 
lo todo lo eficiente y amplio que se necesita de atención a víctimas de los 
delitos sexuales en México. 

No contamos con un sistema federal de atención a las víctimas y no 
existen estadísticas confiables o accesibles en la materia. En las estadísti- 
cas de la misma Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal por 
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ejemplo, la violación y el secuestro se encuentran en el mismo rubro con- 
table. 

Al mismo tiempo, son insuficientes los espacios para la denuncia y por 
supuesto existe una carencia patente en la información pública necesaria 
para que los ciudadanos estén al tanto de la naturaleza, dimensiones y con- 
secuencias de este fenómeno. 

En la medida en que es en el ámbito de las relaciones personales y fa- 
miliares donde se fraguan la mayoría de los abusos sexuales, debemos ser 
concien tes de la necesidad de contar con mejores instrumentos jurídicos 
para lograr la denuncia de las víctimas en este ámbito. En nuestras leyes por 
ejemplo, el rapto y el estupro no deben exculparse mediante el matrimonio. 



Las instituciones de atención a víctimas de delitos sexuales 

Los centros especializados de atención a víctimas de delitos sexuales son 
insuficientes y en general poco conocidos por sus posibles usuarios. No 
tienen presencia en todos los estados de la República y en aquellas entida- 
des que sí cuentan con ellos, una buena proporción carece de instalaciones 
y espacios adecuados para funcionar eficientemente como tales. A pesar de 
esto, los delitos sexuales junto a los que implican lesiones, suman en el país 
casi el 25% de los delitos registrados. 

¿En cuántos hogares en estos momentos se reproducen los patrones de 
conducta referidos? ¿Cómo podemos conocerlos para, en un segundo mo- 
mento, diseñar estrategias de atención especializada, si no contamos con 
los instrumentos adecuados para recabar todas las denuncias? 

La concurrencia de la ciencia médica y psiquiátrica en el caso de los 
delitos sexuales son tan fundamentales como la del ejercicio penal de la ley. 
El delincuente sexual no se lleva las pertenencias de su víctima, sino que 
toma su vida misma y la destruye a su antojo. Reconstruirla es un reto ex- 
tremadamente difícil en el que tiene que intervenir el sistema de justicia 
tanto como el de salud, pero al que no podemos dar la espalda. 

Existe en el sistema de salud una relativamente nueva disposición con 
la que contamos para combatir este mal endémico. Se trata de la Norma 
Oficial Mexicana NOM-190-SSA-1999, titulada “Prestación de servicios 
de salud. Criterios para la atención de la violencia familiar”, publicada en 
el año 2000. Esta nueva disposición establece los criterios para la atención 
médica de la violencia familiar y su finalidad consiste en vincular los ser- 
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vicios de salud con el sistema de justicia; de modo tal que establece la 
obligación para todos los médicos del sector salud de reportar todos los 
casos en que encuentren rasgos característicos de violencia intraf amiliar y 
sexual, para poner en conocimiento de ésta a la autoridad encargada de 
perseguir tales delitos. 

La importancia de la norma es evidente ya que vincula la información y 
la detección de violencia sexual con el sistema de justicia. Sin embargo, la 
difusión y aplicación de esta norma es aún incipiente en el aparato de sa- 
lud, pero si logramos su ejercicio cotidiano puede llegar a ser la herramienta 
más operativa para combatir la violencia de género. 

De la misma manera, pero en el plano de la denuncia penal, es impres- 
cindible que destinemos mejores espacios de atención a todas las víctimas 
de delitos sexuales, espacios que cumplan con los requisitos de privacidad, 
atención profesional y especializada, además de la comprensión especial 
que estos crímenes significan para sus víctimas. Aumentar y perfeccionar 
el número de los centros de atención es obligación de todos nosotros, tan- 
to de los organismos de carácter nacional, como de las autoridades locales 
encargadas de operarlos en sus propios sistemas de justicia. 



El papel de las mujeres 

Las tareas del Instituto Nacional de las Mujeres frente a la violencia sexual 
y de género son múltiples. Por una parte, tenemos la responsabilidad de 
crear y conducir campañas informativas para sacar a la luz pública las ver- 
daderas dimensiones de este problema de alcance nacional. Para ello, es- 
tamos a punto de lanzar la segunda fase de la Campaña para Combatir la 
Violencia lntrafamiliar. 

Del mismo modo, forman parte de nuestras tareas el capacitar y sensi- 
bilizar a todas las dependencias de la administración pública sobre la im- 
portancia de este problema; especialmente a la Secretaría de Salud a través 
de la Norma Oficial Mexicana para la atención de la violencia familiar; a 
la de Educación, para resaltar la importancia del respeto en el ejercicio de la 
sexualidad y desde luego, a todos los niveles del sistema de justicia, desde 
el Ministerio Público hasta los jueces. 

En segundo lugar, debemos impulsar nuevas legislaciones e intentar 
mejorar las ya dedicadas al tema, al tiempo de verificar que se cumpla efec- 
tivamente con ellas tanto a nivel federal como estatal. 
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Finalmente, el Instituto deberá crear un sistema de información accesi- 
ble para todos, sobre la violencia sexual, el cuál deberá permitir contar con 
los elementos necesarios para recopilar, sistematizar y estudiar el número 
y las características de todos los delitos sexuales que se cometen diariamente 
en el país. 



Propuestas 

— Integrar, con la concurrencia de especialistas, una propuesta de mo- 
delo de atención para víctimas de delitos sexuales que sea operativo 
para todo el país, tanto en las instituciones de justicia como en las de 
salud pública. 

— Aumentar el número y la calidad de los centros especializados de 
denuncia en las agencias del Ministerio Público. 

— Impulsar leyes más severas con la violencia sexual e intrafamiliar 
en todo el país, así como homologar criterios para este tipo de deli- 
tos en todas las legislaciones locales. 

— Ampliar la información sobre violencia sexual en la educación 
básica. 

— Difundir la mayor cantidad de información posible mediante campa- 
ñas públicas sobre el problema de la violencia sexual en nuestra so- 
ciedad. 

— Detectar y combatir la violencia intrafamiliar para interrumpir el ci- 
clo de reproducción de la violencia sexual mediante la prevención. 

— Formular estadísticas confiables y especializadas para los delitos 
sexuales. 

— Federalizar la información sobre los delitos sexuales. 

Para finalizar, quisiera recalcar la importancia de combatir desde todos 
los frentes posibles la violencia sexual. Las secuelas que dejan en las víc- 
timas esta clase de delitos perduran y disminuyen drásticamente las posi- 
bilidades de lograr una vida plena para ellas. Sabemos que sus causas se 
encuentran en multitud de factores, pero esto no nos debe desanimar. 

En primer lugar, se debe encontrar la forma de romper con la inmensa 
barrera del silencio que oculta esta violencia. Somos conscientes que au- 
mentar las penas para estos crímenes no sirve de nada si no logramos aca- 
bar con la impunidad que prevalece actualmente en ellos. 
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El primer paso para avanzar hacia una sociedad libre de este mal endé- 
mico se encuentra en reconocer los errores del pasado, en retomar los acier- 
tos y la experiencia de todos aquellos que llevan años luchando contra estos 
delitos y en identificar los rasgos de nuestra cultura que es necesario trans- 
formar. Todos los aquí presentes podemos hacer algo contra estos abusos. 
No dudemos en hacerlo. 




LOS DERECHOS HUMANOS Y LAS VÍCTIMAS 
DEL DELITO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 



José Elias Romero Apis* 



Muy agradecido por esta oportunidad de venir a charlar con ustedes. Mi 
reconocimiento al Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu- 
manos, muy respetado amigo José Luis Soberanes Fernández, muy estimado 
doctor Leonel Armenta, gracias por esta invitación que me ha permitido 
estar aquí y por las atenciones de la licenciada Claudia Villanueva. 

Cuando tuve la oportunidad de ser invitado a concurrir en esta ocasión, 
se me indicó que el tema del cual platicaríamos, sería los derechos humanos 
y las víctimas del delito en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. De manera muy cómoda para mí, consideré sin preguntar que 
si nos referiríamos al aspecto constitucional que hoy en día tenemos como 
tema central en el asunto victimológico en la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y que se refiere a la incorporación de un catá- 
logo de derechos de las víctimas como una garantía individual en una nueva 
redacción al artículo 20 constitucional, expedida en septiembre del año 
2000 y que cobró vigencia a partir del 21 de marzo de 2001. 

Este nuevo dispositivo constitucional habría de llenar un vacío o a ini- 
ciar un proceso para colmar una laguna existente en nuestra normatividad 
a lo largo de muchas décadas y prácticamente de todo lo que ha sido nues- 
tra historia jurídica y particularmente el área procesal penal, reconozco 
mucho a los inspiradores, a los autores y a los legisladores que lograron 
llevar al texto constitucional las garantías de las víctimas y ofendidos del 
delito, contenido en un apartado B, dividió al artículo 20, originalmente 
reservado para los derechos constitucionales del inculpado. 

En el año de 1993, se agregó un último párrafo al citado precepto, en el 
cual se empezaron a hacer algunas consideraciones para la víctima u ofen- 
dido y ahora de manera plena se divide en dos apartados para dar un sen- 



Presidente de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos de la Cámara de Diputados. 
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tido más contundente y sentar un mensaje de que hacia allá deben tender 
nuestros esfuerzos normativos, en un equilibrio procesal entre el inculpa- 
do y la víctima del delito. 

Contiene esencialmente 10 garantías este nuevo apartado B en favor de 
las víctimas de los que mencionaré los por qué. 

1 . La obligación de prestar asesoría jurídica a la víctima; 

2. La obligación de informarle plenamente cuáles son los derechos 
constitucionales que le son conferidos en su carácter de víctima; 

3. La información, que debe estar a su disposición cuando lo requiera, 
sobre el avance del procedimiento penal al que dió lugar el delito co- 
metido en su contra; 

4. Su posibilidad de entroncamiento en el proceso, en carácter de 
coadyuvante; 

5. La obligación de que le sean recibidos los datos y las pruebas que 
desee aportar para el desarrollo normal del proceso o para el éxito 
de la investigación o de la acción penal correspondiente. 

6. La posibilidad de estar presente o de participar en el desahogo de di- 
ligencias; 

7. La atención médica y psicológica urgente que debe proporcionársele 
cuando es víctima del delito; 

8. Conforme a sus derechos para que sea reparado el daño causado; 

9. El privilegio de no ser careado con el inculpado en algunos delitos 
y en circunstancias de minoría de edad, y 

10. La posibilidad de requerir que le sea prestado un espacio de seguri- 
dad y de auxilio cuando ésta se vea en peligro o amenazada con 
motivo del ilícito que se cometió en su contra. 

Aquí habría que hacer un par de reflexiones antes de avanzar sobre el 
particular. En primer lugar, en varios párrafos o frases del apartado B, 
artículo 20 constitucional, se hace referencia a las disposiciones que esta- 
blece la ley, por lo menos en tres ocasiones hay la visión de que estas ga- 
rantías tendrán una concretización en los términos que disponga la ley. Los 
legisladores van a enfrentar o ya están enfrentado por lo menos en sus re- 
flexiones, algunos cuestionamientos. Uno de ellos es el siguiente, si aquí 
el constituyente se está refiriendo a una ley especifica o a la ley in genere, 
esto no es una disquisición meramente teórica, tiene implicaciones prácti- 
cas concretas. 
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Si se opta por una interpretación en el primer sentido, es decir, que el 
constituyente se está refiriendo a una ley en particular, luego entonces es a 
una ley reglamentaria del apartado B del artículo 20 constitucional, ley 
reglamentaria de alta jerarquía, en los términos del artículo 133 constitu- 
cional y ley que tendrá que expedir necesariamente y exclusivamente el 
Congreso de la Unión. Es decir, estamos hablando de una materia de ori- 
gen federal, si habláramos de una ley reglamentaria o ley de víctimas, o ley 
en materia victimo lógica o con el nombre que quisiéramos darle. Por el 
contrario habría de resolverse que el constituyente se está refiriendo a la ley 
in genere si estamos hablando de que cada estado, en el ámbito de su po- 
testad y en las leyes que considerara pertinentes, en sus códigos procesa- 
les, en sus códigos penales, en sus leyes específicas complementarias, en 
sus leyes orgánicas, de seguridad de tribunales, tendría que dar el cumpli- 
miento debido o el dispositivo de concretización del mandato constitucio- 
nal establecido en el artículo 20 en estudio. Todas menos la federación, en 
cuyo caso el Congreso de la Unión tendría que hacer lo conducente. 

Si no existiera lo referente para el ámbito de las víctimas de delitos fe- 
derales exclusivamente y con un rango, desde luego, de ley ordinaria y no 
de ley reglamentaria, ésta, sí podría asumir aún en el ámbito de ser una 
norma expedida por el legislador federal, cuestiones en materia local. 

En materia federal, la ley reglamentaria si tiene la jerarquía suficiente 
para, sin contravenir la Constitución, distribuir competencias entre la fede- 
ración y las entidades. 

No sé en el ámbito de las entidades si los legisladores se estén aprestan- 
do de una u otra manera para asumir el cometido normativo que de alguna 
forma implica la existencia del nuevo artículo 20 constitucional, pero sí les 
puedo decir que en el ámbito del Congreso de la Unión, concretamente la 
Cámara de Diputados, varios diputados de diversos partidos han expresa- 
do que tienen esa preocupación y que de alguna manera están avanzados 
ya en el desarrollo de alternativas normativas en materia de víctimas y en 
relación con este tema. 

Repito que con criterios todavía indefinidos o con criterios contradictorios 
de si se trata o se debe tratar según la ley federal reglamentaria o si por el 
contrario debe entenderse que si es la ley y que el Congreso de la Unión tan 
solo lo haga para el caso de víctimas de delitos federales sin interferir en lo 
que cada una de las 32 entidades de la federación haga sobre el particular. 

Otra de las cuestiones sobre las que quisiera llamar la atención tiene que 
ver con la fracción cuarta del apartado B, que establece la garantía para 
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que se repare el daño a la víctima en los casos en que sea procedente. El 
agente del Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del 
daño y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si 
ha emitido una sentencia condenatoria. Este es un tema que a muchos 
profesionistas les ha preocupado pero que esto tendrá que resolverse qui- 
zá por vía jurisprudencial. 

Cabe al menos hipotéticamente y desde luego cabrá en muchos casos 
concretos dentro de la propia continencia del proceso, la posibilidad de que 
las resoluciones pudieran ser contradictorias, pudiera haber factores del 
orden probatorio, evaluativo y de alegación en donde la acción penal pudiera 
triunfar en unos aspectos y fracasar en otros, es decir, el triunfo en una de las 
pretensiones no necesariamente asegura, ni en el proceso penal ni en nin- 
gún proceso de otra naturaleza, el triunfo de todas las pretensiones por igual. 

Pudiera ser que comprobada la responsabilidad penal, no estuviera com- 
probado el daño para ser reparado, no estuviera cuantificado, no fuera 
cuantificable, no fuera valuable o que se presentaran aspectos preelusivos 
que dentro de los períodos y espacios probatorios se hubiera avanzado sobre 
un particular y no sobre otro. 

Me resultaría difícil pensar que alguien pudiera ser condenado a la re- 
paración del daño y absuelto del delito, pero lo contrario, creo que pudiera 
ser susceptible de existencia, por lo menos teóricamente. Habría que ver si 
cuando se presenta esto constituye una real violación a las garantías indi- 
viduales y por lo tanto habría lugar a una sentencia protectora en materia 
de amparo y en qué sentido tendría que ser una resolución de plano, para 
qué efectos o en qué circunstancias. El tiempo nos dirá cómo se va desen- 
volviendo el uso de esta garantía constitucional. 

Los términos de ley que puedan proveer el aterrizaje de este tipo de dis- 
positivos constitucionales constituyen un imperativo fundamental. Hay que 
estar pendientes a lo que el legislador federal y local vayan resolviendo en 
cuanto a los órganos que van a surtir este tipo de garantías individuales 
positivas. Al revés de muchas garantías del inculpado que son garantías 
negativas o pasivas, éstas son garantías activas que implican obligaciones 
para el Estado de hacer o de realizar determinadas conductas o de satisfa- 
cer determinadas prestaciones y no solamente obligaciones de abstención 
frente a los espacios individuales del gobernado. 

Creo que es verdaderamente alentador para quienes estamos preocupa- 
dos por la posición de la víctima frente al proceso, la vigencia de esta re- 
forma constitucional, porque tiene grandes implicaciones positivas, porque 
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es un primer paso para tratar de revertir algo que ha sido una tendencia 
inconveniente en nuestra normatividad, pero también en nuestra vida coti- 
diana y en concepción y conceptualización de los personajes que partici- 
pan alrededor del delito. 

Existe en nuestros días un apremio por lograr en el corto tiempo una 
transformación de fondo, verdaderamente evolutiva y no tan sólo esceno- 
gráfica, donde se realinie la posición que los gobernados de la sociedad en 
su conjunto guardan frente al delito y frente al proceso penal. 

Es innegable que hemos avanzado en los últimos 20 años en la recon- 
versión para mejorar nuestro procedimiento penal. El camino es todavía 
largo. 

Recordemos que allá por la década de los años 80 y bajo el impulso del 
doctor Sergio García Ramírez, que en aquel entonces era Procurador Ge- 
neral de la República, se dieron reformas importantes tanto en los códigos 
sustantivos como en los códigos adjetivos. Se eliminaron aberraciones como 
la presunción de culpabilidad, se trató de mejorar la posición de las partes 
que intervienen en el procedimiento penal, particularmente en lo que con- 
cierne al proceso propiamente dicho y se mejoró la posición del ofendido, 
en lo que se refiere a la coadyuvancia y a la reparación del daño. Se hicie- 
ron incluso, algunas reformas constitucionales para determinar montos de 
garantía para efectos de la reparación del daño. 

Más adelante, en la década de los noventa, la tendencia fue claramente 
marcada a favor de mejorar la posición procesal de los inculpados, quizá 
en un esfuerzo de la sociedad mexicana por contrarrestar los excesos, los 
abusos inaceptables de muchas autoridades investigadoras. Se diseñó y 
elaboró todo un escudo protector para los inculpados. Algunas veces incul- 
pados inocentes, otras veces inculpados culpables. Eso no es el tema de 
fondo. 

Se crearon y multiplicaron dispositivos normativos, las instituciones 
públicas protectoras y defensoras de los derechos humanos, la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, se hicieron reformas en la averigua- 
ción previa, se rigidizó la investigación criminal, todo ello con sus buenas 
y malas consecuencias. 

La década en la que estamos viviendo ahora, uno de los signos caracte- 
rísticos que va a tener tal vez no el único, que adoptaran las modificaciones 
legales por las que habremos de preocuparnos, tiene que ver con la re- 
valoración del papel que juega la víctima del delito dentro de lo que hemos 
llamado el drama penal. 
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Se hicieron algunas reformas en el Código Procesal del Distrito Federal 
hace dos o tres años y la reforma constitucional a la que me he referido. 

Hace unos años, cuando acudí a estudiar en la Facultad de Derecho en 
el curso de Derecho Procesal Penal, podíamos tener noticias de distintos 
personajes que participaban en el proceso penal, lo cual nos daba la impre- 
sión de ser el elenco de una pieza teatral o cinematográfica. Ahí aparecían, 
por encima de todos los participantes, dos protagonistas ineludibles e ine- 
vitables, sin cuya participación no habría proceso y, por lo tanto, habría que 
cancelar la función y , en su caso, devolver las entradas. 

Los norteamericanos les llamarían a estos personajes de gran peso los 
main actors y éstos serían los inculpados y el Ministerio Público, las pie- 
zas principales de esta dramatización, alrededor de los cuales giraba toda 
la obra. Estaba concebida y diseñada para la actuación de ellos. 

Luego aparecían, siguiendo con el símil de hollywood, los sportin actors, 
los actores de reparto, cuya finalidad consistía en apoyar la trama y la pre- 
sencia de los protagonistas. Estos personajes de reparto muy importantes, 
pero al final de cuentas actores secundarios, eran el juez, la policía judicial 
y los abogados defensores. 

Si continuáramos con el listado de carácteres seguirían las actuaciones 
especiales, pequeñas intervenciones pero de gran peso y presencia en la 
dramatización, aquí podríamos incluir a los peritos, a los testigos o a algu- 
nos otros aportantes probatorios. 

Hoy la tecnología moderna nos habla de lo que se conoce como imáge- 
nes virtuales, cuyo papel consiste en significar algo más imaginario que real 
y que suele invocarse en el proceso penal más como símbolo que como algo 
tangible y verdadero. Estos personajes los llamábamos la sociedad, el Es- 
tado de derecho, la soberanía, la libertad y el respeto a la dignidad huma- 
na. Finalmente personajes a los que se les invoca pero que no se les invita 
al proceso, nunca tienen un derecho procesal, un representante procesal y 
ninguna posibilidad de impugnación procesal. 

Para concluir el rol, aparecían los extras, para cuando la pieza era muy 
violenta aparecían los stons para recibir todas las lastimaduras, tomar todos 
los riesgos que no deben aquejar a los demás participantes. Los extras, este 
es el drama del procedimiento penal mexicano contemporáneo, son los ofen- 
didos y las víctimas del delito. La obra no está diseñada para ellos ni para que 
luzcan, participen, triunfen, está diseñada para los demás pero no para ellos. 

Esta es la esencia del drama penal mexicano. Casi todos los abogados de 
mi generación, pero también de las precedentes y subsecuentes, hemos vi- 
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vido obsesionados con el delincuente o con el inculpado, pero muy desen- 
tendidos de la víctima y del ofendido por el delito, cuando mucho y esto es 
una cuestión en la que debemos hacer un justo homenaje, ha sido objeto fun- 
damental de atención por parte de los criminólogos, muy particularmente 
de los victimólogos y debo decir asunción de una culpa individual y por 
qué no colectiva, que no ha tenido la misma atención por parte de los pro- 
cesalistas cuando son expertos o de los curiosos del proceso cuando no lo 
somos. 

Hemos atendido la posición de la víctima frente al delito o estamos em- 
pezando a atenderla pero no con el mismo ímpetu que la posición de la 
víctima frente al proceso, es el momento oportuno en el que debo decir que 
ciertamente el proceso penal mexicano es tan desequilibrado que tampoco 
se compadece mucho de la potestad del inculpado, pero mucho menos de 
la potestad procesal de la víctima del delito. Más allá de esta desigualdad 
estructural en el procedimiento penal, existe un desequilibrio funcional que 
lo complica exponencialmente. 

Quienes hemos tenido la oportunidad profesional del litigio penal a ve- 
ces en la defensa o en la fiscalía o en el Ministerio Público, hemos obser- 
vado que mover la maquinaria procesal en defensa de los inculpados es 
mucho más sencillo que en el patrocinio de las víctimas. 

Es por ello que a los bufetes o a las oficinas del Ministerio Público, cada 
vez acuden menos las víctimas del delito o sus causahabientes, éstas están 
apoyadas recurrentemente por la presencia de algunas víctimas de ciertos 
delitos, los defraudados, todos los estafados, víctimas de delitos patrimo- 
niales, que más que buscar justicia están buscando una reparación pecunia- 
ria, satisfacción en dinero; esta desilusión frente al drama de la justicia que 
hace que los familiares de asesinados, violados, secuestrados, quienes no 
tienen un móvil que no sea el pecuniario, arrastran una gran desesperanza 
frente al proceso penal y repito, por eso, de ese tipo de víctimas no viven 
los bufetes, de ese tipo de víctimas no hay necesidad y no vale la pena ir a 
perder el tiempo, esfuerzo, a perder honorarios, esto es una parte importante 
del drama penal mexicano. 

Estamos trabajando muchos mexicanos en diversos frentes sobre una 
reposición del equilibrio que debe existir en el proceso penal, no solamen- 
te de mejorar una de las partes sino de hacer efectiva la posición privile- 
giada que deben tener todas las partes en el proceso. Hay quienes consi- 
deramos que mientras el proceso penal no adquiera esa posibilidad de 
equilibrio depositado en las partes contendientes, todos los vicios funcio- 
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nales de quienes participan difícilmente podrán ser corregidos por la pro- 
pia maquinaria del Estado. 

Los vicios del personal judicial, ministerial, la corrupción, la indolencia, 
la pereza, la ignorancia, los vicios institucionales, personales, la falta de 
presupuesto y del servicio de carrera, jamás podrán ser corregidos de fon- 
do y de plano desde adentro. 

El proceso penal mexicano es desequilibrado como quizá pocos proce- 
dimientos en la actualidad y desde hace muchos años en la averiguación 
previa mexicana el 99.9% de las potestades, de los impulsos procesales de 
las resoluciones, entre otros, están en las únicas y técnicamente incuestio- 
nables manos del Ministerio Público. Ante ese desequilibrio ni la víctima, 
ni el culpable tienen mucho que hacer. 

El Ministerio Público administra los tiempos, las diligencias, los proce- 
dimientos, las probanzas, su aceptación, su valoración, las resoluciones 
todas ellas incuestionables. La resolución del no ejercicio sigue siendo téc- 
nicamente incuestionable y la resolución de consignación pues también es 
incombatible. La posibilidad de defensa comienza a partir de lo que haga 
el juez con la consignación pero no por el solo hecho consignatorio. No hay 
medios de defensa contra las resoluciones del Ministerio Público en uno o 
en otro sentido. 

A partir de ahí, tenemos la consideración de que el Ministerio Público 
en la averiguación previa tiene todas las de ganar y ninguna de perder, si 
no se tropieza con sus propios pies no puede perder. Esto no solamente es 
un desequilibrio teórico, tiene incalculables secuelas ante una potestad tan 
absoluta, digna de un órgano de autoridad medieval de hace mil años y no 
del nuevo milenio, la única posibilidad de equilibrio al que han recurrido 
las partes en la averiguación previa es una forma repugnante de corrupción, 
el soborno, es decir, a partir de que no se puede defender de otra manera 
frente a las disposiciones de la autoridad, el camino más corto ha sido co- 
rromper, comprar o alquilar a la autoridad. 

Este desequilibrio y esta perturbación interna y corrosiva no podrá ser 
nunca corregida desde dentro. Podríamos multiplicar a los contralores, 
los visitadores, los oidores y no lograríamos un adecuado control des- 
de adentro y no estoy hablando de encubrimientos institucionales sim- 
plemente: 

1. Por capacidad técnica e institucional, los tamaños, las cifras no dan 
para supervisar todo; 
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2. Porque aun sabiéndolo no tienen una manera correctiva fácil, es de- 
cir, si el Ministerio Público se tardó más de lo debido no hay manera 
de corregirlo, castigarlo, sancionarlo, no hay manera de resolver to- 
davía de forma determinante. 

En un expediente, y todos lo hemos visto, que el perdón del ofendido está 
en la foja 35 y la resolución de no ejercicio está en la 720 y que entre uno 
y otro hayan pasado 88 diligencias, dos años y medio y quién sabe qué más 
cosas; eso sucede a diario. 

Pero luego en el proceso propiamente dicho, las partes vuelven a tener 
el mismo conflicto que en la averiguación previa, aunque hay mecanismos 
de defensa pero las potestades judiciales son tan desequilibradas en rela- 
ción con las potestades de las partes, que el Ministerio Público aquí al re- 
vés, se ve en una situación verdaderamente frágil. 

Y cuando al Estado le interesa algún asunto, cuando éste entra en el to- 
bogán de la consigna se cierra el círculo vicioso de la corrupción ya en el 
ámbito judicial. Si el Estado le pide a un juzgador que resuelva uno o cin- 
co asuntos en determinado sentido, le autoriza tácitamente a que los otros 
95 los resuelva como quiera y a su conveniencia. 

Sólo un sano equilibrio entre las partes, una potestad dispositiva en la 
averiguación previa, tiempos y procedimientos obligatorios para la autori- 
dad investigadora, los derechos rígidos e ineludibles de aportar pruebas, de 
que sean valoradas en determinada forma, de requerir testimonios, de que 
muchos de los impulsos procesales estén en el ámbito de las partes conten- 
dientes, será la forma en que sean los propios contendientes, la propia so- 
ciedad representada en el proceso a través de los contendientes, quienes 
equilibren lo que es ahora un cúmulo de desequilibrios que a todos nos ha 
venido a afectar. 

En el Congreso algunos diputados trabajamos en la expedición de un 
nuevo Código de Procedimientos Penales que reduzca las brechas de des- 
equilibrio, pero que también devuelvan la dignidad que no le hemos podi- 
do dar a las partes contendientes y no me refiero tan sólo a la dignidad 
procesal, sino incluso a la dignidad humana. Creo que tenemos que revi- 
sar desde la escenografía del proceso penal mexicano y, digo esto, no por- 
que sea un tema menor; no es y no podemos seguir pensando que es un tema 
menor que los inculpados mexicanos comparezcan infabulados en desequi- 
librio ante el juez, como tampoco lo es que, en las audiencias del procedi- 
miento penal mexicano, las víctimas normalmente estén en el pasillo por 
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si algo se le ofrece al Ministerio Público, es decir, deben tener los lugares 
principales, los más dignos de la escenografía del procedimiento. Estos dos 
personajes, la víctima y el inculpado, todo el resto del procedimiento, el 
juez, el Ministerio Público, la defensa, etcétera, están o debieran estar para 
servir a estos dos personajes y no para servirse de ellos. 

La ineludibilidad del proceso penal mexicano para la aplicación y para 
el cumplimiento de las obligaciones, para concretar la pena, la imposibili- 
dad de autoaplicación de la norma penal de que el delincuente para abre- 
viar tiempos y molestias vaya a entregarse a la cárcel, confesar ante el car- 
celero y encerrarse los años que dispone el código, sin pasar por el juez y 
sin pasar por el proceso, nos obliga a una reflexión de nuestro tiempo en 
cuanto al proceso y al papel que las partes, particularmente la más olvida- 
da que es la víctima, tengamos de aquí para adelante. 

Por esta ineludibilidad del proceso penal, podríamos decir que no es 
solamente válido un nullum penal sine lege, que ninguna pena exista sin 
ley, sino también un nullum pena sine judicio, no hay pena sin juicio, ésta 
es quizá, la Constitución. Es la más importante y la menos atendida de 
todas las consecuencias jurídicas dispuestas por el artículo 14 constitu- 
cional. Todas las garantías contenidas en los nueve artículos que le pro- 
siguen, incluyendo el artículo 20 constitucional, no son más que preven- 
ciones regulatorias y concretizadoras en el fondo del cuerpo esencial del 
14 constitucional, ya que podrá decir el artículo 366 del código penal, 
como lo dice, que ciertos asesinos deberán pasar 70 años en la cárcel, que 
no pasarán un día, ni un solo día de los 25,550 días que le dispone el 
código, mientras no salga de la pluma del juez que firma la sentencia. Esto 
nos lleva a una reflexión teórica donde el proceso es tan sólo un fenómeno 
adjetivo y desde dónde puede considerarse no fenomenológicamente sino 
ontológicamente, sustantivo. Nos hemos movido durante siglos en una 
convención que separa lo sustantivo de lo adjetivo como cualidades y 
caracteres excluyentes, donde lo sustantivo no puede ser adjetivo porque 
es sustantivo y viceversa, convención muy útil y a todos nos fue muy útil 
en la escuela para el aprendizaje, para que nuestro esfuerzo escolar fruc- 
tificara. Pero más allá de la escuela, la realidad nos dice que pueden existir 
figuras normativas, por lo menos la posibilidad hipotética de que tenemos 
que avanzar. 

El procedimiento es en sí mismo la obligación primaria y no la secun- 
daria y no está reñido con la naturaleza jurídica sino en todo caso, con la 
pequeña porción del infinito de la naturaleza jurídica. 
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De los seres humanos apenas hemos descubierto y conocido por este 
retraso momentáneo de nuestro pensamiento científico frente a los reque- 
rimientos cotidianos, sucumbimos ante prácticas tan peligrosas y, quizás, 
tan deplorables como el uso y el abuso que le damos a ciertas figuras como 
el amparo para efectos, que en todas las materias procesales pero sobre todo 
en la penal, pretende que puede impugnarse por comodidad o por acomo- 
do lo que es impugnable por imperatividad o por naturaleza o por ese vi- 
cio de adjetividad y no de sustantividad, nos enfrasquemos en cuestiones 
o en reflexiones como que la libertad provisional que es un tema adjetivo 
y por lo tanto susceptible de retroactividad, de manoseos legislativos con- 
ceptuales y aplicativos, porque nos olvidamos por eufemismo que la liber- 
tad provisional no es el tema, porque de lo que estamos hablando es de 
prisión preventiva y me niego a creer y a aceptar que las restricciones a la 
libertad individual, que ninguna de estas restricciones a la libertad indivi- 
dual y el procedimiento penal mexicano que recoge 62 formas de limitar 
la libertad personal, sean temas adjetivos y no temas sustantivos. 




LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL 
(CON REFERENCIA AL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES DE MÉXICO) 



Rodolfo Félix Cárdenas* 



La posición de la víctima en el sistema penal es el objeto de estudio de una 
disciplina jurídica a la que se denomina como victimología, que en los 
últimos años ha mostrado un movimiento impetuoso en las ciencias pena- 
les, de tal forma que los estudios en la materia han apuntado en una orien- 
tación distinta. Esta nueva victimología, al decir de Laffauri, se orienta en 
la preocupación por las necesidades y derechos de la víctima y en su sen- 
sibilidad de no contraponer los derechos de la víctima a los del delincuente. 

Las víctimas permanecieron olvidadas por largo tiempo no sólo en el 
campo teórico en el que se aprecia que la criminología les había puesto 
escasa atención, sino en el derecho penal en el cual el fin de protección de 
los bienes jurídicos parecía basarse en el castigo de los delincuentes en lugar 
de la reparación del mal causado a la víctima; igual olvido ha ocurrido en 
el ámbito del derecho procesal penal. Ese resurgimiento de las víctimas ha 
propiciado como un área de conocimiento de esta victimología a la posi- 
ción de la víctima en el proceso penal, es decir a los derechos de la víctima 
en el proceso penal. 

Es en los años 70 cuando se empezaron ha intensificar los estudios en 
relación con esta temática, desarrollándose simposios y congresos en los 
que ha figurado la inclusión de temas relacionados con la víctima del de- 
lito, pero es a partir de la victimología que resurge en los años 80, que se 
ha acentuado un notable interés en la situación de la víctima en el proceso 
penal, aspecto que como refiere Silva Sánchez cada vez ocupa una mayor 
atención. Es este el objeto de mi participación, la que intentaré desarrollar 
con referencia a la situación actual de la víctima en nuestro procedimien- 
to penal federal, al que posteriormente me referiré. 



* Profesor de Derecho Penal en la Escuela Libre de Derecho. 
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VÍCTIMA Y PROCESO PENAL 

En el aspecto procesal penal los diversos enfoques de la situación de la 
víctima pueden ser referidos atendiendo a las fases por las que ha surcado 
según su estatus a lo largo de la historia. Así, en un primer momento se 
encuentra la época de la venganza o justicia privada en que la víctima jue- 
ga un papel preponderante; en esta era de justicia primitiva a la que se ha 
dado por llamar como la edad de oro de la víctima, el control del delito 
queda en manos de la misma por su protagonismo en el proceso penal, sin 
embargo, esta situación cede al sistema legal moderno o derecho penal de 
Estado originado por la llamada neutralización de la víctima, entendida en 
el sentido de la intervención procesal que se pretende dar a la víctima del 
delito, pues el derecho penal de Estado no se corresponde ya con el dere- 
cho penal primitivo que establecía una relación entre delincuente y vícti- 
ma, aceptando la posibilidad del acuerdo y de la compensación entre 
lesionador y lesionado. 

El control del delito deja de ser tarea de la víctima para pasar a ser com- 
petencia del Estado; la víctima se ve neutralizada en aras de la aplicación 
serena y objetiva de la ley al caso concreto que requiere de una interven- 
ción pública desapasionada e imparcial que queda en manos del Estado 
como exclusivo detentador del monopolio de la acción penal. Al Estado co- 
rresponde en forma exclusiva la reacción penal frente al ataque sufrido por 
la víctima a la que se prohíbe hacerse justicia de propia mano. Bajo este 
esquema, el delito se muestra como un conflicto formal y bilateral entre el 
Estado y el delincuente, la víctima no es considerada como un sujeto de 
derechos sino como objeto de la investigación criminal, que más que per- 
seguir el resarcimiento en beneficio de ésta por los hechos delictivos que 
ha sufrido, busca satisfacer la pretensión punitiva del Estado mediante el 
castigo al culpable. Se dice entonces que el delincuente contrae una deuda 
con el Estado por su delito, lo que queda desvinculado de la víctima, 
despersonalizándose así el conflicto entre delincuente y víctima neutrali- 
zando a esta última. 

El sistema legal sólo espera que el delincuente cumpla con la pena que 
le fue impuesta y si acaso, repare el daño causado. Esta neutralización re- 
presenta para la víctima escasas oportunidades de tutela e intervención 
efectiva en el proceso penal (no obstante que existan algunas instituciones 
jurídicas como la querella y denuncia que permitan su intervención) que 
demuestran su escaso papel protagónico en el proceso. 




PRIMERAS JORNADAS NACIONALES 



53 



Dado que el Estado es quien absorbe el conflicto y el problema, a decir 
de Nlis Christie, a la víctima se le roba el conflicto. En este sentido, la víc- 
tima es en expresión de Albin Eser tan sólo una figura marginal, mientras 
el papel central del procedimiento penal es el imputado al girar todo alre- 
dedor de su culpabilidad o inculpabilidad. En esta etapa, la víctima ha sido 
desplazada en gran medida por el Ministerio Público. 

En contra de la referida neutralización se habla del resurgimiento de la 
víctima también denominado como renacimiento o redescubrimiento de 
la víctima, sobre todo a partir de las guerras mundiales en que el sujeto pa- 
sivo de las violaciones de derechos humanos toma realce pasando a 
redimensionar la figura de la víctima del delito. Así se crea la Sociedad 
Mundial de Victimología, se prepara el terreno para la Declaración Univer- 
sal de los Derechos de las Víctimas del Delito y Abuso de Poder que aprueba 
la Asamblea General de Naciones Unidas en el año de 1985, de ahí para 
pasar a una nueva etapa de protagonismo de la víctima, pues al no bastar 
un mero redescubrimiento o renacimiento de la víctima, el reclamo de hoy 
es que ésta tenga en verdad un papel protagónico en el proceso penal, se 
quiere su participación de manera efectiva, dejando de ostentar en el mis- 
mo una posición marginal para tomar un papel, valga la redundancia, 
protagónico junto al inculpado. Así se pretende que la víctima adquiera un 
mayor y eficaz reconocimiento a sus intereses y derechos. 

En este sentido, como refiere Julio Maier, la víctima es un protagonista 
principal del conflicto social junto al autor y el conflicto nunca podrá pre- 
tender haber hallado solución integral, si su interés no es atendido, al me- 
nos si no se abre la puerta para que él ingrese al procedimiento. 

Como consecuencia del reclamo existente de que se permita un mayor 
protagonismo a la víctima en el proceso penal es que se habla de asisten- 
cia a la víctima, pues se pretende que para ello reciba apoyo al menos en 
lo que toca a su tutela dentro del propio proceso penal y por otro lado, a la 
búsqueda del resarcimiento de las consecuencias materiales y morales que 
le ha producido el delito. 



Victimiz ación secundaria 

Es importante señalar que dado el abandono que la víctima ha sufrido con 
el surgimiento del derecho penal estatal, se ha dado lugar a la aparición de 
un nuevo concepto identificado como victimización secundaria, éste es 
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precisamente resultante de la situación en que se encuentra la víctima en 
el proceso penal en el cual, la figura principal es el inculpado en contrapo- 
sición a la víctima que se encuentra marginada. 

La víctima además de haber soportado el hecho delictivo, reciente con 
frecuencia un menoscabo en sus derechos, mientras que el procedimiento 
penal tiene un carácter victimizador pues el aparato estatal en razón a la 
causa en que aquélla se ve afectada, agrega un plus negativo a la situación 
que debe de soportar; no recibe información respecto de sus derechos, ni 
atención jurídica que le pueda orientar como consecuencia de la situación 
procesal en que se encuentra, no es mediatizada en su problema y aún en 
casos de ciertos delitos como los sexuales o de violencia familiar, llega a 
recibir un tratamiento que le significa hondar en la afectación personal 
sufrida por el delito, con ello los operadores del sistema procesal penal le 
determinan sus condiciones de desamparo e inseguridad, reafirmándole así 
su sello o etiqueta de víctima. 



VÍCTIMA INDIVIDUAL Y VÍCTIMA COLECTIVA 

Hassemer y Muñoz Conde han considerado que el contraste entre delin- 
cuente y víctima está claramente atenuado en la moderna legislación penal, 
en que se incrimina cada vez más lo que la doctrina ha dado por denominar 
como delitos sin víctimas, pues es frecuente que del concepto individual de 
víctima se pase a una pluralidad por trascender el perjuicio hacia la propia 
sociedad en su conjunto como los delitos contra la salud, que carecen de 
un titular individualizado o delitos con víctimas difusas atendiendo en el 
sentido de Bustos, a aquellos delitos en que la víctima puede desaparecer 
en su determinación concreta en razón de la forma de protección, como 
el caso de los que protegen bienes jurídicos referidos al funcionamiento del 
sistema, como en algunos supuestos de delitos ecológicos o contra el con- 
sumo; pero de todos modos es procedente señalar siguiendo a Bustos, que 
aun en estos casos existe sujeto pasivo, como el colectivo general de ciu- 
dadanos o uno específico como los consumidores o el propio Estado. 

El derecho penal moderno se caracteriza por alejar a la víctima del de- 
recho penal material e ir sustituyendo la causación del daño por la puesta 
en peligro, los delitos de resultado por delitos de peligro abstracto, los bie- 
nes jurídicos individuales por universales. 
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Quién es la víctima en el proceso penal 

Nuvolone al referir al sujeto pasivo del delito en una perspectiva crimino- 
lógica señala que ello dio lugar a la llamada victimología, no siendo desde 
luego claro el sentido de la palabra víctima al ser muy amplio. 

Un concepto de víctima en un sentido victimológico implica el uso de 
un concepto de contenido más amplio que evidentemente no siempre se 
coincide en el plano sustantivo con la noción de sujeto pasivo y que en el 
terreno procesal sobre todo ahora refiriendo a nuestra legislación, necesita 
de ser precisado en sus alcances, pues al lado de la figura de la víctima se 
encuentra la del ofendido. Víctima y ofendido son entonces dos conceptos 
distintos, que no se implican, aunque pueden ser coincidentes. 

Víctima según el Diccionario de la Real Academia, es la persona que 
padece un daño por culpa ajena o causa fortuita. Por su parte, en la rela- 
ción delito-delincuente-víctima, según refiere Pavón Vasconcelos, ésta 
es quien sufre en forma directa y objetiva la lesión o destrucción de un 
bien jurídico objeto de tutela o reciente moralmente su afectación. Víc- 
tima puede ser entonces una persona física y así ocurre en la mayoría de 
los casos, pero puede serlo igualmente una persona moral o jurídica e 
incluso la comunidad. 

En sentido victimológico, la Declaración de la Sociedad Internacional de 
Victimología presentada en el Congreso Internacional de las Naciones 
Unidas en 1985, define a la víctima como toda aquella persona que ha su- 
frido una pérdida, daño o lesión, ya sea como individuo o integrante de un 
grupo o colectividad, incluso refiriendo el término persona a entidades le- 
gales, organizaciones, asociaciones, comunidades, el Estado como un todo. 

Es claro apreciar que la tipología de la víctima es amplia y variada lo que 
se puede constatar de los diferentes delitos catalogados en el Código Pe- 
nal (contra el patrimonio, contra la libertad sexual, ecológicos, contra el 
medio ambiente, contra la salud etcétera.) en ellos se pueden identificar a 
quienes sufren las consecuencias dañosas del delito según el bien jurídico 
que se proteja. Esta identificación de las víctimas del acto dañoso, desde 
el punto de vista de la victimología, debe realizarse con criterio amplio, 
considerando víctima no sólo al que es afectado por la acción delictiva sino 
también a aquellos que sin sufrir directamente el daño se ven indirectamente 
perjudicados (como serían los testigos, el inculpado, los familiares). 

Siguiendo este último concepto, será víctima el sujeto persona física o 
persona jurídica, grupo o colectividad de personas que padece directa 




56 



COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 



o indirectamente las consecuencias perjudiciales del delito. Además hay que 
considerar que puede suceder que las víctimas no estén plenamente identifi- 
cadas al suceder el hecho delictuoso como sucede en los delitos masa en que 
los efectos dañosos se producen en una pluralidad de personas que van apa- 
reciendo a lo largo del tiempo (como en los casos de contagio de VIH). 

Recuérdese como refieren Muñoz Conde y Hassemer, el derecho penal 
material debe suministrar al derecho procesal las cuestiones que deben ser 
discutidas en el proceso penal. 

En nuestro país no fue sino hasta 1993, que en el texto constitucional se 
incluyó la referencia a la víctima que no era mencionada ni siquiera en 
nuestros ordenamientos procesales penales con anterioridad, pues en éstos 
tan sólo se hacía alusión a la figura del ofendido. Por un lado, había quien 
identificaba al ofendido con la víctima entendiendo que se trataba exacta- 
mente de lo mismo; por otro lado y respecto del sujeto pasivo también se 
le identificó con el ofendido o bien, se entendió que se trataba de dos con- 
ceptos diferentes. 

El hecho es que cuando no existía la noción de víctima incorporada a 
nuestra legislación procesal, podíamos aceptar con facilidad que el suje- 
to pasivo del delito era uno y que el ofendido era otro, pero que en oca- 
siones podían coincidir en una misma persona. Con la inclusión de la 
víctima, podemos aceptar que en un caso concreto víctima y sujeto pasi- 
vo pueden coincidir pero que esto no necesariamente sucederá siempre, 
no son conceptos que se impliquen. Y entonces la pregunta sería ¿quién 
es el ofendido? 

Pavón Vasconcelos refiriendo a la doctrina señala que ésta ha conside- 
rado como ofendido por el delito al que resulta agraviado o perjudicado por 
él, a quien sufre en su propia persona la lesión jurídica, ya en su integridad 
física o en sus bienes tanto materiales como morales. 

Desde un punto de vista general resulta ofendido todo aquel que es re- 
ceptor de una ofensa en sus bienes jurídicos, cualquiera que sea la natura- 
leza de éstos, pues lo mismo es ofendido quien recibe una lesión o un daño 
en su integridad física, como quien la recibe en su honor al ser objeto de 
una injuria o de un ultraje o sufre un perjuicio económico. Es decir, ofen- 
dido será el titular del bien jurídico afectado por la acción antijurídica. 

Entonces tenemos que la víctima puede o no ser sujeto pasivo del hecho 
delictivo y por ello que las calidades de ofendido y víctima se pueden re- 
unir en una sola persona, luego entonces habrá que entender que ofendido 
es el titular del bien jurídico afectado con la acción delictuosa y que la 
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noción de víctima en el contexto victimológico es sumamente amplia para 
ser utilizada en el campo del derecho procesal penal, pues permite consi- 
derar como víctima a efectos del proceso penal a otras personas distintas 
(testigos, inculpado, sus familiares) que no considera el derecho penal cuya 
concepción restringida alude a la persona individual o natural y que en un 
proceso de definición del sistema penal como señala Bustos, bien se pue- 
de aceptar que igual refiere a la persona jurídica. 

Luego entonces, la noción de víctima aquí debe entenderse restringida 
y no en su concepto victimológico. 



Intervención de la víctima en el proceso 

Las normas de procedimiento penal emanan del texto constitucional ro- 
deándolo así de una serie de garantías que se expanden y afectan a todos 
los actos del proceso. Esas garantías no están simplemente ahí, exigen su 
observancia y con las particularidades que tiene cada uno de los que inter- 
vienen en el proceso penal, deben afectar a todos ellos, según su estatus 
procesal. 

Como he señalado, con el derecho penal de Estado, la víctima ha sido 
relegada a un segundo plano en el proceso penal, lo que no le ha permitido 
hacer valer sus derechos en el proceso al menos en condiciones que permi- 
tan garantizarle una verdadera satisfacción de sus intereses. Se le ha deja- 
do tan sólo como posibilidad la de formular querellas en delitos perseguibles 
a petición de parte expresamente determinados en la ley, formular denun- 
cias y a coadyuvar con el órgano de acusación, lo que sin duda ocurre en 
forma limitada. Al formular la denuncia ya no puede sustraerse al proce- 
dimiento iniciado, se le considera como un testigo de los hechos y por lo 
mismo se le niega la asistencia de un abogado. 

En numerosas ocasiones ocurre que la víctima no es informada de la si- 
tuación que guarda la investigación y en el proceso no recibe asesoría de 
ningún tipo que la mantenga orientada de lo que sucede, es abandonada por 
el investigador que olvida que la víctima tiene un papel preponderante en 
los hechos y no es llamada a coadyuvar en el impulso de la investigación; 
se le limita, si no es que se le niega la obtención de copias que obran en el 
expediente relacionado con la investigación, no obtiene pronta satisfacción 
del daño sufrido con motivo del delito ni siquiera que sea garantizado, se 
enfrenta a la insolvencia del delincuente, etcétera. 
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Debe entenderse que la función del Estado como garante de la paz y el 
orden público no se agota al penar al delincuente, sino que debe de igual 
forma incorporar la tutela y asistencia a la víctima del delito conforme al 
sistema penal en su conjunto y sus finalidades. 

A manera de ejemplo resultan particularmente ilustrativas las denomi- 
nadas Reglas Mínimas del Proceso Penal conocidas como Reglas de Ma- 
llorca, resultantes del trabajo de diversos juristas que a invitación del Go- 
bierno de las Baleares y por convocatoria del Instituto de Criminología de 
la Universidad Complutense de Madrid, se reunieron para dar vida a este 
proyecto cuyo fin era definir, establecer, fijar los instrumentos jurídicos 
necesarios para armonizar las exigencias de una justicia penal eficaz con 
el respeto efectivo de garantías de las personas cuyos derechos se ven afec- 
tados por el procedimiento penal. 

En estas reglas respecto de los derechos de la víctima se reconocen que 
en todo el procedimiento la víctima goce de ayuda necesaria, que los Es- 
tados adopten medidas necesarias para garantizar a la víctima un trato hu- 
mano y digno; tener derecho a ser oídas y asistidas por un abogado que in- 
cluso en casos graves puede ser designado de oficio. Se recomienda a los 
Estados crear fondos para la reparación a las víctimas y adoptar medidas 
que permitan una mejor defensa de sus derechos. 

Argumentos en favor de la intervención 

DE LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL 

1) Que la víctima tiene derecho a obtener el castigo del culpable. 

2) Que su intervención contribuye al éxito del proceso. 

3) Que su intervención prácticamente genera más bienes que males. 

Esta situación de la víctima en el terreno procesal con el surgimiento de 
esa nueva victimología ha propiciado que se busquen medidas que se orien- 
ten a una mayor protección de los derechos e intereses de la víctima, mis- 
mas que pueden corresponder al ámbito procesal o bien ser alternativas al 
mismo. 

A) En el ámbito procesal estas medidas se dirigen por un lado, a incre- 
mentar el protagonismo de la víctima en el procedimiento penal y por el 
otro a evitar la victimización secundaria. Dentro de las primeras encon- 
tramos: 
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1) Formular querellas por delitos que así lo ameritan y otorgar perdón 
haciéndolo más extensivo en cuanto a su procedencia en el procedi- 
miento, lo que puede facilitar la resolución del conflicto con satis- 
facción del interés de la víctima. 

2) Formular denuncias y ser tomado en consideración durante la inves- 
tigación a fin de que la víctima deje de tener, como muchas veces 
ocurre, un papel pasivo en la misma. 

3) Permitir que coadyuve con el Ministerio Público en todo momento 
del procedimiento. 

4) Derecho a inconformarse en contra de la resolución que desestime 
su querella o denuncia en un procedimiento preestablecido. 

5) Recibir asesoría jurídica efectiva, asistencia médica, psicológica, in- 
cluso, ayuda de otro tipo como la económica a través de un préstamo. 

6) Ser asistido por un abogado. 

7) Ser informado del contenido y naturaleza de cada acto procesal en 
que intervenga. 

8) A que se le restituya con prontitud en la situación jurídica previa al 
hecho producido por la conducta delictuosa. 

9) Ser informado en todo momento de la situación de la causa. 

10) Derecho a recibir un trato digno y respetuoso de parte de las autori- 
dades actuantes. 

11) Ser protegido en su integridad física, moral y en su familia. 

12) Derecho a la protección de sus testigos. 

13) En caso de mayores de edad y personas enfermas, a que se practi- 
quen las diligencias en sus domicilios. 

14) En caso de menores de edad, a ser acompañados en las diligencias 
en que van a intervenir, de una persona mayor cercana a ellos. 

15) A que el procedimiento se desarrolle con las formas legales y pun- 
tualidad dentro de los plazos de ley, pues de su resultado puede de- 
pender la reparación del daño que le fue causado. 

16) Derecho a ofrecer pruebas pertinentes. 

17) Derecho a interponer recursos. 

18) Derecho a interrogar en forma directa o por medio de su represen- 
tante. 

19) A minimizarle las molestias durante el procedimiento. 

20) A sufragarle el costo por traslado a los lugares en que deba de 
practicarse alguna diligencia ordenada por la autoridad. 

21) A ser tomado en consideración por el juzgador al sentenciar. 
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22) A ser garantizada la reparación del daño que le fue causado y desde 
luego a ser resarcido del mismo. 

23) A reconocer en el Estado la obligación de reparar el daño. 

Por otro lado, en cuanto a las medidas tendentes a buscar evitar la 
victimización secundaria producto del escaso tacto de los operadores del 
sistema, se habla de la posibilidad de que la víctima declare mediante vi- 
deo, salas separadas de los inculpados y familiares y amigos de éstos, pro- 
teger su vida privada en el interrogatorio, resarcirle los gastos que le han 
ocasionado los hechos de que fue víctima. 

Como se ve, las medidas propuestas tienden a garantizar el acceso de la 
víctima al proceso penal considerando un principio de igualdad. 

B) Respecto de las medidas alternativas al proceso penal se habla de la 
conciliación entre el infractor y la víctima para terminar el proceso. Dado 
que es el Estado quien absorbe el conflicto y el problema, las partes que- 
dan sin capacidad para resolverlo y por el contrario suele pasar que el mis- 
mo se prolonga. Maier ha propuesto la creación de un procedimiento es- 
pecial de conciliación en el sentido de que la víctima y el infractor puedan 
alcanzar un acuerdo para dar por terminado el conflicto, mismo que debe 
ser refrendado por el juez y que en todo caso evitaría la imposición de la 
pena (principio de oportunidad). La conciliación se ha planteado también 
como posibilidad sin intervención del juzgador. Este sistema de la conci- 
liación se ha criticado en razón del principio de la presunción de inocencia. 

Una tercera forma de ello es la conciliación previa al inicio del procedi- 
miento. 



Argumentos en contra de la intervención 

DE LA VÍCTIMA EN EL PROCESO PENAL 

En contra de la posibilidad de que la víctima intervenga en el proceso pe- 
nal, esencialmente se ha argumentado que: 

1 ) El interés individual de la víctima ya está comprendido en el interés 
público y por ello debidamente garantizado en el proceso. 

2) La acusación del Ministerio Público es suficiente para satisfacer los 
intereses y exigencias procesales de derecho y justicia. 




PRIMERAS JORNADAS NACIONALES 



61 



3) La admisión de la víctima a efectos del proceso acarrea inconvenien- 
tes prácticos. 

4) Su intervención da lugar a la manifestación de intereses espurios, 
como los pecuniarios o de venganza. 

5) Su participación hace peligrar la regularidad y brevedad que debe tener 
el proceso penal. 



Derechos de la víctima en el Código Federal 
de Procedimientos Penales 

En la reforma constitucional de septiembre de 1993, por primera vez se 
reconoce la importancia que la víctima tiene para los efectos del procedi- 
miento penal y se incorporan en el capítulo de Garantías Individuales diver- 
sos derechos fundamentales de la misma en el proceso; el artículo 20 fracción 
X, último párrafo, reconoce a la víctima o al ofendido los derechos a reci- 
bir asesoría jurídica, a que se le satisfaga la reparación del daño, a coadyuvar 
con el Ministerio Público, a que se le preste atención médica de urgencia 
de necesitarlo y demás que señalen las leyes (como se ha establecido en 
algunos Códigos el pago de gastos médicos en que se hubiere incurrido). 

A partir de esta reforma constitucional, las leyes procesales penales de 
los estados de la República, del Distrito Federal y en materia federal se han 
reformado, incluyendo en sus textos reconocimiento expreso de estos de- 
rechos a la víctima o el ofendido en nuestro procedimiento penal. 

Particularmente se han establecido normas que permitan un mejor tra- 
tamiento procesal a personas mayores de edad y enfermas, por igual se ha 
reconocido la coadyuvancia con el Ministerio Público, aunque generalmen- 
te limitada el proceso penal, se han generado áreas de atención de las víc- 
timas de ciertos delitos como los sexuales, así como que los exámenes 
médicos en estos delitos se practiquen por persona de igual sexo que el del 
ofendido, se han establecido áreas en las diversas procuradurías destinadas 
a brindar asesoría jurídica a la víctima o el ofendido, se ha permitido una 
mayor intervención de éstas dos figuras en los actos procesales permitién- 
dosele a algunos juzgadores, incluso, interrogar en forma directa; se ha 
reformado el texto constitucional en su artículo 21, permitiendo la impug- 
nación jurisdiccional en contra de resolución de no ejercicio de acción penal 
y algunos Códigos Procesales Penales Estatales se han establecido bases 
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normativas para este efecto; lo mismo ha ocurrido en casos de desistimiento 
de la acción penal. 

Al hablar de los derechos humanos de las víctimas en el procedimiento 
penal federal debemos acudir a la reforma constitucional del 2 1 de septiem- 
bre de 2000, que reestructuró el artículo 20 de la Carta Magna dividiéndo- 
lo en dos apartados “A” y ”B” para que las garantías individuales previs- 
tas inicialmente para el inculpado se contuvieran en el apartado “A” y las 
nuevas garantías establecidas con la reforma para la víctima y para el ofen- 
dido se previeran en el apartado “B”. 

Ante la diferencia apuntada con anterioridad en cuanto a los términos 
“ofendido” y “víctima”, en cuanto a que el primero representa al titular del 
bien jurídico y el segundo, quien resiente la acción típica, habrá de deter- 
minar a quién corresponde debidamente el disfrute de los derechos previs- 
tos en las seis fracciones del apartado “B” del artículo 20 constitucional. 

De cualquier manera, el texto constitucional no podrá por sí solo lograr 
el respeto de cierto derecho humano en cuanto que su efectiva garantía 
residirá necesariamente en el ámbito procesal. 

El actual texto del artículo 20 constitucional, continúa con una referen- 
cia de momento procedimental que ha sido objeto de cuestionamientos que 
han sido comentados en ejecutorias aisladas de la Suprema Corte, motivan- 
do la aclaración correspondiente a la reforma constitucional del penúltimo 
párrafo del aludido artículo, estableciendo el alcance de garantías previs- 
tas en ciertas fracciones. 

Del análisis de cada fracción del apartado “B” del artículo 20 constitu- 
cional, se infieren actuaciones que aluden a momentos procedimentales 
desde los cuales aplican las garantías alcanzando la fase investigadora, 
encontrando solamente en la fracción II, referencia explícita a la averigua- 
ción previa. Por tanto, debemos decir que desde la averiguación previa las 
garantías de la víctima u ofendido son aplicables, salvo la referente a la 
diligencia de careos cuyo desarrollo es propio ante la autoridad jurisdiccional. 

Pero aún así, cabe cuestionarse desde cuándo se deberá de considerar a 
alguien como víctima u ofendido del delito para que desde ese momento 
ejercite en su favor las garantías que se le reconocen en el apartado “B” del 
artículo 20 constitucional. 

Si decimos que los derechos humanos de las víctimas son los que se 
contienen en el apartado “B” del artículo 20 constitucional, deberíamos 
cuestionar si son todos éstos únicamente o también existen otros derechos 
no contemplados en dicho apartado, pero sí en el texto constitucional, así 
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como si existen otros que no se encuentren contemplados en el documento 
referido. 

En la “Declaración sobre los principios fundamentales de justicia rela- 
tivos a las víctimas de delitos y relativos a las víctimas del abuso de poder 
de la ONU”, se estableció en el artículo 4 en cuanto a los derechos de las 
víctimas; “las víctimas serán tratadas con compasión y respeto por su dig- 
nidad. Tendrán derecho al acceso a los mecanismos de la justicia y a una 
pronta reparación del daño que hayan sufrido, según lo dispuesto en la le- 
gislación nacional”. 

De los derechos que se establecen en la mencionada Declaración, se 
podría decir que algunos de ellos son establecidos de manera completa y/o 
parcial en el apartado “B” del artículo 20 constitucional, pero además en 
otro precepto. 

En cuanto al acceso a los mecanismos de justicia con referencia a la 
posibilidad de impugnar vía jurisdiccional la resolución del no ejercicio de 
la acción penal, se reconoce la existencia de una garantía individual de la 
víctima en el artículo 2 1 constitucional, lo que a continuación se acredita 
con la tesis jurisprudencial. 

ACCIÓN PENAL. LA GARANTÍA QUE TUTELA EL DERECHO DE 
IMPUGNAR LAS RESOLUCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO SO- 
BRE EL NO EJERCICIO O DESISTIMIENTO DE AQUÉLLA, NO SE 
ENCUENTRA SUJETA A QUE SE ESTABLEZCA EN LEY LA VÍA 
JURISDICCIONAL DE IMPUGNACIÓN ORDINARIA, POR LO QUE 
MIENTRAS ÉSTA NO SE EXPIDA, EL JUICIO DE AMPARO ES PRO- 
CEDENTE EN FORMA INMEDIATA PARA RECLAMAR TALES RE- 
SOLUCIONES. De la reforma al artículo 21, párrafo cuarto, de la Consti- 
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos que entró en vigor el 1 de 
enero de 1995 y de los antecedentes legislativos que le dieron origen, se 
desprende el reconocimiento en favor del querellante, denunciante, víctima 
del delito o de los familiares de ésta, del derecho de impugnar las resolucio- 
nes del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción 
penal, correspondiente al derecho de exigir al Estado la persecución de los 
delitos, lo que se traduce en el nacimiento de una garantía individual, cuyo 
respeto no puede considerarse postergado o sujeto a la condición suspensiva 
de que el legislador ordinario, en los diferentes fueros, emita las disposicio- 
nes legales que reglamenten el instrumento para impugnar por la vía ju- 
risdiccional ordinaria las determinaciones de mérito, puesto que ante la vi- 
gencia de la disposición constitucional relativa a la protección del derecho 
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garantizado es inmediata ya que en tal hipótesis, no se requieren medios ma- 
teriales o legales diferentes de los existentes para que la autoridad cumpla 
cabalmente y desde luego, con el mandato constitucional de investigar y 
perseguir los delitos. 

Siendo obvio que dentro del sistema constitucional mexicano, el medio para 
controlar directamente el cumplimiento de esas funciones es el juicio de 
amparo. Por consiguiente, la ausencia de ordenamientos legales que preci- 
sen la vía jurisdiccional ordinaria para impugnar por la vía de legalidad las 
resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de 
la acción penal, no impide que tales determinaciones puedan ser reclama- 
das de modo inmediato y en tanto se expidan las leyes ordinarias a través 
del juicio de amparo, dado que al estar regulada la actuación relativa de la 
representación social por la propia Constitución Política, entre otros de sus 
preceptos, en los artículos 14 y 16, bien puede y debe examinarse esa actua- 
ción en el juicio de garantías. Ambar a una postura que sobre el particular 
vede la procedencia del juicio de amparo, sería tanto como desconocer la 
existencia de la mencionada garantía individual y el objetivo y principios 
que rigen al juicio de amparo, que de acuerdo con lo dispuesto en los artí- 
culos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica- 
nos, es procedente contra leyes o actos de autoridad que violen garantías 
individuales. 

Amparo en revisión 32197. Jorge Luis Guillermo Bueno Ziaurriz. 21 de 
octubre de 1997. Once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Ar- 
mando Cortés Galván. 

Amparo en revisión 961197. Alberto Santos de Hoyos. 21 de octubre de 
1997. Once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Armando Cor- 
tés Galván. 

Novena Época 
Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: VI, Diciembre de 1997 
Tesis: P. CLXIV/97 
Página: 56 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el once de noviembre 
en curso, aprobó, con el número CLXIV/1997, la tesis aislada que antece- 
de y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. 
México, Distrito Federal, a once de noviembre de mil novecientos noven- 
ta y siete. 
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Aún así, existen derechos fundamentales que podrían no encuadrar de- 
bidamente en el texto del apartado “B” del artículo 20 constitucional, pero 
que en la legislación secundaria sí se regulan, como el trato digno y respe- 
tuoso a las víctimas de violación para que sean atendidos por personal fe- 
menino. 



Consideraciones con relación al ejercicio 

de los Derechos Humanos de las víctimas del delito 

Hecha la distinción entre los términos “ofendido” y “víctima”, cabe cues- 
tionarse a quién corresponde el ejercicio de los derechos consagrados en 
el apartado “B” del artículo 20 constitucional, cuando no coinciden en el 
mismo sujeto tales calidades. 

En la fracción I, en los delitos de querella podría haber exclusión de la 
víctima a ser infomada del desarrollo del procedimiento penal por la mera 
condición de testigo de cargo que asume. En los delitos de oficio, podría 
contemplarse la misma suerte. 

En la fracción II, que posibilita la coadyuvancia, ésta sería del titular del 
bien jurídico es decir, del ofendido excluyéndose así a la víctima quien sólo 
aportará como prueba su atestado de cargo. 

En la fracción III, la víctima que reciente la acción típica en forma di- 
recta sería a la que correspondería la atención médica de urgencia, exclu- 
yendo aquí al ofendido. 

En el caso de la fracción IV, si la víctima no sufrió afectación directa al 
bien jurídico para ser considerada también como ofendido, solamente a este 
corresponde la reparación del daño con exclusión de la víctima. 

En la fracción V, tratándose de un careo constitucional en casos de de- 
litos de violación o secuestro siendo el pasivo menor de edad; resulta ser 
el menor víctima y ofendido a la vez por lo que las calidades aquí coinci- 
den siendo equívoco que el Constituyente hubiese establecido diferencia. 

En la fracción VI, le corresponde generalmente a la víctima, siendo cues- 
tionable el derecho del ofendido para su seguridad y auxilio. 

En el ámbito procesal los principales derechos que la legislación aplicable 
en materia federal contempla a favor de la víctima u ofendido son: 

Derecho de la víctima u ofendido a tener acceso a la averiguación 
previa. 
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Derecho del ofendido a contar con intérprete (no habla de la víctima). 
Derecho a formular denuncias y querellas. 

Derecho del querellante a otorgar perdón. 

Derecho del ofendido a pedir embargo precautorio. 

Derecho a coadyuvar y ofrecer pruebas. 

Derecho a ser explorada la mujer por personal femenino. 

Derecho a recibir atención medica y psicológica. 

Derecho a interponer apelación en casos relacionados con la repara- 
ción del daño. 

Derecho a interponer denegada apelación. 

Derecho a la reparación del daño. 



Reparación del daño 

No se han establecido las medidas para agilizar la garantía de la reparación 
del daño causado, no existen bases para determinar los alcances de la re- 
paración del daño moral convirtiendo al texto correspondiente en verdadera 
letra muerta, no se vela por el cumplimiento cabal del inculpado cuando 
debe reparar el daño y este consista en tratamientos curativos o psicotera- 
peúticos a favor de la víctima o el ofendido. 

Tampoco se han dado los espacios suficientes a las personas jurídicas que 
como pasivos del delito tienen también derechos que hacer valer, ni se ha 
hecho efectiva la reparación del daño exigióle al Estado por conductas 
delictivas de sus servidores públicos, supuesto importante pues para ello 
en el presupuesto de egresos de la federación o de los estados o del Distri- 
to Federal debe preverse la partida correspondiente. 

Como he referido, se observa en nuestro país una tendencia a mitigar la 
situación que guarda la víctima en nuestro procedimiento penal con las 
medidas que se han venido adoptando, se ayuda a evitar o al menos a dis- 
minuir que la víctima no sea doblemente victimizada por el sistema aun- 
que todavía nos falta camino por recorrer en el que quizá, la tarea más 
importante que habremos de enfrentar habrá de ser de una vez y por todas 
el abandono del procedimiento que mantenemos a pesar de lo que diga la 
ley, si, como vemos, en numerosas ocasiones ni siquiera respeta los dere- 
chos del inculpado, menos así ocurre con los de la víctima. 

La construcción del sistema de garantías en el proceso penal se ha he- 
cho fundamentalmente pensado en la figura del inculpado, quizá con base 
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al principio de presunción de inocencia; claro está, ello ha dejado en el 
olvido a la víctima del delito. 

Sin embargo, como se ha podido constatar en esta breve exposición, hoy 
se mira en forma importante a la víctima con marcada preocupación por la 
situación que guarda dentro del proceso penal adjudicándole mayores de- 
rechos a efecto de la contienda procesal, al grado que hay quien se ha ma- 
nifestado por la generación de un derecho de víctimas. En todo caso no debe 
perderse de vista que el hecho de otorgar mayor protagonismo a la víctima 
del delito no puede ser entendido a costa de los derechos del inculpado, sino 
más bien desde una perspectiva de la posibilidad de diferentes expectati- 
vas y cargas dentro del proceso. 




LOS ORGANISMOS NO GUBERNAMENTALES 
EN LA ATENCIÓN A LAS VÍCTIMAS DEL DELITO 

Francisco Javier Acuña Llamas* 



En nuestro país, el desarrollo de las Organizaciones No Gubernamentales 
(ONG) ha venido tomando una fuerza tal que en pocos años, en una déca- 
da para decirlo así, de una manera más precisa, el desarrollo del movimiento 
de las ONG ha venido tomando el pulso nacional y abriéndose espacios 
entre la maleza de un régimen autoritario, de comportamientos eminente- 
mente autoritarios que impedían los controles sociales que tanto los medios 
de comunicación como las ONG tienen confiados en las democracias por- 
que son diseñados precisamente para ello; porque en el espectro del desa- 
rrollo de la democracia moderna son insustituibles, imprescindible el pa- 
pel de los medios y de las ONG en la denuncia, en el seguimiento y en la 
comunicación directa de los asuntos vitales para la sociedad. 

Los medios de comunicación y las ONG se han visto favorablemente 
interesadas por construir un nivel importante con respecto al tema de las 
víctimas del delito, pero como no podría serlo en un país como el nuestro 
en donde tenemos una sociedad victimizada en muchos sentidos, una so- 
ciedad en general víctima de situaciones en las que no es el caso encontrar- 
les culpables específicos sino que son parte de los ejercicios lastrados en 
el tiempo del gobierno desordenado, discrecional, durante largas décadas, 
basado siempre en el principio de oportunidad y no en el principio de le- 
galidad como lo exige la democracia constitucional a la que aspiramos 
formalizar de una manera clara en México. 

La alternancia en el poder es solamente un paso más, pero no resuelve los 
enormes lastres y rezagos que tiene nuestro ordenamiento jurídico y que 
además que éste despierte en todos sus efectos para que cobre eficacia y 
entonces podamos sentir los mexicanos que tenemos el cobijo de la protec- 
ción del Estado y que podamos adivinar que el bien común no es solamente 



* Comisionado de Justicia y Paz de la Arquidiócesis Primada de México. 
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una alegoría expuesta a los cuatro vientos cardinales sino que realmente es 
un bienestar; entonces podremos decir que del Estado del malestar podamos 
haber llegado al Estado del bienestar, que significa que estar bien en térmi- 
nos genéricos, tener unos niveles de calidad de vida sostenibles y sustentables 
que sean verdaderamente apreciables, que no sean objeto de esas expresio- 
nes del discurso político al que estamos acostumbrados esencialmente los 
latinoamericanos, a la oratoria inflamada de enorme contenido retórico y que 
finalmente no nos ha dejado ver en la realidad su demostración. 

Finalmente el despertar de la democracia del 68 para acá, para hacer un 
corte de tiempo, ha venido generando la apertura gradual, lo que llaman los 
politólogos procesos de liberalización política, que han venido como aflo- 
jando las botas que apretaban la relación social entre la autoridad respecto 
del ciudadano. Y ese proceso de democratización que se compone de mu- 
chos procesos pequeños, han venido a formar como una especie de bola de 
nieve que ha crecido constantemente y va generando procesos indetenibles. 

La sociedad ha venido exigiendo a través de su actuación organizada 
solvencia de la fe en el voto, como un mecanismo de confianza en el su- 
fragio, ahora pedimos a la sociedad que se sume a realizar la denuncia ante 
el delito, ante la corrupción, ante los mecanismos que obstruyen o inhabi- 
litan al ciudadano común de ese acceso directo a los bienes públicos a que 
tiene derecho, al bien público de la información, etcétera. 

Para empezar, el ciudadano común desconoce esencialmente los datos 
reales que existen detrás de cada acto de gobierno. Hemos crecido los 
mexicanos y digo los latinoamericanos, bajo el influjo de ese poderoso 
dogma que decía, la obra del gobierno es un asunto reservado para la clase 
política, para quienes detentan el poder, el pueblo vil no tiene por qué imagi- 
narse, menos enterarse qué ocurre con las cosas públicas; incluso durante 
muchas épocas los políticos viejos nos aconsejaban: “miren no se compli- 
quen, esas cosas no son para ustedes, las cosas del gobierno son para noso- 
tros, nosotros sabemos cómo hacer política que es de formas y de fondos”. 

Esa visión sátrapa en parte y encantadora nos demuestra ese estilo de hacer 
gobierno en la obscuridad, en los sótanos de los edificios públicos, de mante- 
ner la información publica que a todos nos concierne ahí abajo, en laboratorio. 

Toco el tema de la información, porque es uno de los que tienen que ver 
con la manera en la que el ciudadano despierta, aquí hay un proceso de 
despertar de una durmición colectiva que tiene que ver mucho con el atur- 
dimiento de un discurso que estaba dándonos una realidad que no era tal y 
un somnífero. 
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Y por otro lado, ya que las sociedades en proceso de democratización 
viven en un adormecimiento en cuanto a que están demasiado ocupados en 
su desgracia. La población tiene una problemática real directa, diaria, tre- 
menda, desgastante, que difícilmente tiene reposo y conciencia para que al 
final de la jornada tremenda, amarga, ponerse a conjeturar si el gobernan- 
te tal está tomando las medidas adecuadas para prevenir asuntos que ten- 
drían que prevenirse de aquí a 20 o 30 años, que si el Estado esta tomando 
las decisiones correctas, que si se están deliberando correctamente las le- 
yes en el parlamento, que si el juez que está allá en su torre de marfil está 
juzgando debidamente, en fin, todos esos procesos se hacían distantes, aje- 
nos al ciudadano, éste estaba enajenado porque estaba aislado, tan absorto 
en sí mismo que se hacia ajeno a lo que también es suyo, en este caso al 
derecho esencial de la información, a conocer qué pasaba. Nuestros infor- 
mes por parte del INEGI sobre los datos de la estadística nacional han sido 
tradicionalmente cuestionados, siempre se nos dice que cuando mandamos 
un informe al Banco de México o a uno de los fondos internacionales da- 
mos unas cuentas estadísticas, pero cuando las mandamos ante la UNESCO, 
la FAO u otra organización para conseguir ayuda para una región damos 
otro registro. Entonces México junto con otros Estados como Turquía, la 
India y Tailandia son de los países estrella a los que la UNESCO y otros 
organismos filiales no les creen nada, en términos de datos estadísticos. 

Por ello era necesario que surgieran ONG, que surgiera un movimiento 
social que no supliera la acción individual de cada quien, que no están crea- 
das como artificio para inhibir a que el ciudadano común en lo aislado, 
eventualmente se disponga y se decida ir a dar una postura, a tocar la puer- 
ta al gobierno y exigirle cuentas sobre actos concretos. Sino que las ONG 
han venido construyendo una estructura social que se ha ido vertebrando 
en torno a propuestas y a casos. El ecologismo creo que todavía está por 
despertar en las dimensiones que lo necesitamos como país, pero por for- 
tuna el tema de los derechos humanos si ha brotado, ha generado una cons- 
telación de ONG dentro de las cuales hay muchas admirables, que han 
hecho un trabajo de persistencia en sus causas, de señalamiento y de obser- 
vación crítica sobre los comportamientos indebidos o incorrectos de las 
autoridades e incluso de las propias Comisiones de Derechos Humanos que 
han nacido dentro de este proceso democratizador, que están colocadas 
dentro del ojo del huracán en este natural reacomodo de las fuerzas socia- 
les, políticas, económicas de un país en transición, pero que ha consegui- 
do en ocasiones colaborar con esta CNDH y las comisiones locales, este 




72 



COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 



sistema de 33 instituciones similares, y así han venido a encajar en este 
proceso democratizador y estas instituciones son recipientes naturales de 
quejas ciudadanas, de señalamientos y de permanentes observaciones de las 
ONG. 

En el sistema de la democracia es un juego de muchas pistas en donde 
hay toda clase de coordenadas y posiciones en el cual todo mundo contro- 
la a todo el mundo porque en el Estado democrático moderno no hay cargos 
libres de culpa, aquí todos asumimos una responsabilidad, el actor social, 
el actor político, el actor central de la autoridad y el observador. Entonces 
cuando las Comisiones de Derechos Humanos en la realización de su tra- 
bajo cotidiano que es todavía desconocido por parte de la población y que 
a veces no consideramos debidamente, detrás de los Ombudsman hay un 
trabajo importante y formidable que las Comisiones de Derechos Huma- 
nos se han visto en la necesidad solidaria de darle respuesta a una sociedad 
emproblemada, empobrecida, ignorante en muchos sentidos temerosa de 
levantar la mano y pedir lo que le es correcto, solicitar no es dádiva, pero 
bajo esa idea del servilismo que durante mucho tiempo nos precedía se en- 
tendía que la petición al gobernante era una clase de favor cuando era una 
exigencia entendible, todavía tenemos en nuestra sociedad comportamien- 
tos de miedo a lo que no debe ser temor sino simplemente pedir cuentas, 
exigir que se te explique porque sí y porque no, la fundamentación de los 
actos es eso y entonces en ese camino las armas de valentía eran puestas 
en parte por las ONG pero también la CNDH y las comisiones locales se 
han visto en la necesidad de considerar que aunque a un Ombudsman en 
esencia no le tocaría ver asuntos entre particulares porque de hecho no 
puede conocer de ellos para efectos de emitir una Recomendación, siem- 
pre ha sido una característica de los países del tercer mundo, de los países 
emergentes como se nos llama a nosotros, que además hay que decirlo que 
no estamos tan mal como otros vecinos que también están pasando momen- 
tos mas duros que los que nuestro país esta viviendo. 

Las Comisiones de Derechos Humanos tomaron en conciencia este dato, 
de hecho las ONG se lo pidieron y las primeras han respondido con un sí y 
han implementado unos programas decididos o dedicados a dar orientación 
y atención a las víctimas del delito. 

En nuestra sociedad por lastres del pasado, ignorancia, temores, en fin, 
no se denuncian de manera debida los delitos que se cometen, incluso ante 
el proceso penal concretamente que es donde nos situamos imaginariamen- 
te cuando hablamos de las víctimas del delito olvidando otras situaciones. 
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Revisé una nota en relación a una sentencia, de estas audaces, de los paí- 
ses más desarrollados en materia de democracia, en la que se hablaba del 
principio de presunción de inocencia como un principio categórico del Es- 
tado democrático de derecho pero no solamente frente a la jurisdicción o 
sea no solamente frente al juez sino a la actuación de cualquier autoridad 
del Estado. La presunción de inocencia se debe entender como una cate- 
goría que robustece la condición del ciudadano común que lo hace ser ante 
cualquier autoridad administrativa y ante las propias Comisiones de Dere- 
chos Humanos, sujeto de confianza en su presunción de inocencia como de- 
recho, desde luego tiene que haber en paralelo como le llaman allá una mí- 
nima actividad probatoria. 

Al respecto, debe existir una manera de tasar que no haya evidencias de 
responsabilidad que no recaigan solamente en el juez cuando presume la 
culpabilidad. Sino que el administrador público cuando llama a los con- 
tribuyentes que no han enterado fiscalmente lo que les corresponde, hay 
mecanismos que tenemos que llevar a nuestras leyes para que le de al 
ciudadano común la condición de presunción de inocencia respecto a res- 
ponsabilidades hacia el Estado, hacia la sociedad o en el caso concreto a 
responsabilidades de corte penal que son las que más nos asustan en Méxi- 
co, porque son las que más hemos podido visualizar. 

No se puede hablar de una sociedad que no tenga comportamientos de 
víctima, en muchos sentidos me refiero en genérico cuando hay una des- 
igualdad social espantosa, cuando hay un acceso incierto a todos los me- 
canismos de la justicia jurisdiccional, el amparo es verdaderamente una 
fórmula estupenda, pero no es accesible al ciudadano común, éste no arri- 
ba a él fácilmente para obtener la suspensión del acto que reclama, para ob- 
tener los beneficios del amparo de la justicia con medidas cautelares efec- 
tivas. 

Las Comisiones de Derechos Humanos han venido a sumarse a esa red 
protectora del ciudadano común para paralizar el acto despótico que ven- 
ga a aplastar irremisiblemente las consecuencias en perjuicio de perso- 
nas, pero hay muchas otras víctimas ordinarias dentro de los procedimien- 
tos ordinarios administrativos. Por ejemplo, el paciente que se encuentra 
en un hospital psiquiátrico que es en México uno de los casos mas alar- 
mantes donde están sujetos a toda clase de experimentalismo y de dis- 
crecionalidad en términos del dopaje o de los mecanismos a través de los 
cuales se le mantiene ausente prácticamente para que no de conflicto o 
molestia. 
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Volvemos a los casos de nuestra realidad, donde hay pocos recursos, no 
hay cuidadores efectivos, enfermeros capacitados para controlar o en su 
caso desactivar una crisis del enfermo, pero lo peor es que las medidas 
impactan a los familiares de esta persona, en este caso estoy hablando de 
una situación social pensando que el psiquiátrico sea una clínica privada, 
el Estado otorgó la concesión o la autorización para que éste exista. Otro 
ejemplo es de los miles y miles de ciudadanos que diariamente como fa- 
miliares de enfermos hospitalizados en clínicas públicas y privadas son 
víctimas de desplantes, maltratos, desatenciones, groserías, altanerías y que 
no tenemos manera de reclamar porque más vale que lo traten bien, deci- 
mos de inmediato, aguántate, porque después se desquitan con él. 

No estoy hablando del caso de negligencia médica, que es más grave, 
sino solamente de maltrato, de irreverencia, de desinformación, de obstruc- 
ción de los mínimos que en cualquier sociedad democrática tendríamos 
derecho. Y así a todos los peticionarios de los servicios públicos. 

La presunción ciudadana que tenemos sobre la manera en que las auto- 
ridades en general se van a conducir en México es 80/20; 80% que no van 
a atendernos, que nos van a resolver mal, que va a ver corruptela de paso, 
mordida obligatoria, que van a otorgar la sentencia en contra y el 20% es- 
tán confiados porque saben que tiene relaciones, amigos, dinero y que se- 
guramente se va a resolver el problema por esa vía, no por la legalidad, no 
porque los mecanismos actúen bien. 

Las ONG hacen mucha falta en el país, y en todos los ámbitos de la 
expresión de la vida diaria, necesitamos ONG ecologistas de todos los 
ámbitos, suelos, agua, mares, todo nuestro entorno está en peligro latente, 
nuestra corteza social está muy agraviada, muchos hemos perdido la con- 
fianza en el Estado, hay un desencanto popular que tiene fundamento, no 
ha habido la sensación de que la casa común, la polis esté al servicio de los 
moradores, a veces nos sentimos bajo el esquema del siervo aquel que 
contestaba a la voz del amo: “quién anda ahí, no es nadie señor soy yo”. 

Ante esa ausencia de certidumbre que el Estado democrático tiene que 
dar, las ONG realizan un trabajo insustituible y en ese sentido no solamente 
son nuestras víctimas a las que atienden estos fondos, programas y centros 
creados especialmente para orientar no para atender directamente a las 
víctimas porque la Comisión tiene un trabajo amplio y grande en las labo- 
res de difusión y de capacitación de los derechos humanos y en las de pro- 
tección efectiva y directa ante casos de problemas entre ciudadanos y el 
Estado. A las Comisiones les toca recibir una gran cantidad de quejas, a 
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pesar de que la gente sabe cual es la competencia de un Ombudsman se si- 
guen recibiendo problemas entre particulares y los tiene que desechar por- 
que no es procedente por esa vía, la Comisión se percata que no puede dejar 
en la indiferencia esas situaciones, porque a lo mejor hubo irregularidades 
del Ministerio Público y otras situaciones más que por desgracia esta Ins- 
titución se encarga permanentemente de ilustrar y llevar por la vía de la le- 
galidad moderna a los agentes de la procuración de la justicia. 

No obstante, bajo circunstancias adversas en el proceso, por violencia 
familiar se está doblemente condenado porque se castiga al marido que era 
el que llevaba el sustento de la casa, ella que ya tenía que trabajar, lo tiene 
que hacer fuera de casa y los hijos van ahí navegando en la penuria y en el 
peligro de caer insertos en la drogadicción, en todos los males que nos 
acosan como sociedad y sobre todo a los mas pobres. Mi abuelo decía un 
dicho, “pobre del pobre que al cielo no va, lo friegan aquí y lo friegan allá”. 

En el sentido más riguroso hay que tener conciencia de esto porque fi- 
nalmente va por ahí la cosa, todavía más grave para ellos, porque no quie- 
ro decir que el dinero resuelva todo en la vida, pero vaya que cuando falta 
es tremendamente difícil. 

En esta composición social que tenemos, madres solteras, familias com- 
puestas en donde viven por tradición y por limitaciones de recursos en el 
mismo lugar, los suegros, las nueras, los yernos, la abuela y los hijos, lo que 
nos obliga a tener sensibilidad ciudadana, a crear y construir políticas so- 
ciales cuando los programas de víctimas pudieran llegar a ser prescindi- 
bles, ya que no es lo mismo un programa de víctimas al Ombudsman en 
sí mismo. 

Los programas de víctimas podrían dejar de ser tan importantes o tan 
urgentes cuando tuviéramos otro nivel de vida en general y que el acceso 
a la educación eficaz de primer nivel, una institución de descargo de resen- 
timiento y rebeldía que con mucha razón muchos profesores expresan tan 
bien, porque los pobres viven una patética experiencia como tales. 

Accesos a la atención médica, no el derecho a la salud, este último es 
hasta cierto punto aleatorio, ya que puedes nacer con salud y perderla por 
un accidente, pero también puedes nacer sin salud y recuperarla, en cam- 
bio la atención médica eficaz y oportuna es la que no tenemos en México. 

Revisemos nuestro hogar, veamos si tenemos botiquín, revisemos si en 
el coche traemos toda la herramienta y los mecanismos mínimos necesarios 
para una emergencia y comparemos así al país con una lupa grande, pon- 
gámosla encima y veremos que somos despreocupados, colectiva e indi- 
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vidualmente sobre grandes peligros, los ríos se contaminan diariamente, 
estaciones de gas y gasoductos están surcando y atravesando poblados y 
ciudades, pero somos hasta cierto punto parte de la expresión aventurera 
de a mi no me va pasar nada. 

Las víctimas de una sociedad injusta en sus ingresos, atenciones, bienes 
colectivos, acceso a la educación, a la salud, al trabajo y a los dividendos 
de la economía en todos sus sentidos no van a llegar pronto, porque eso es 
tan evidente y es por ello que tiene que ser más pertinaz, más urgente que 
entendamos el trabajo reconocido, sufrido muchas veces, incomprendido 
de las ONG, que desde linderos distintos sin ser visibles, a veces sí haciendo 
uso del discurso agresivo y fuerte, sobre todo cuando el régimen era impo- 
sitivo y las perseguía y las golpeaba y hay que decirlo, muchos periodistas 
y muchos activistas de derechos humanos sobre todo en este país, han pe- 
recido víctimas de la injusticia, persecución, acoso y sofocación con que 
los gorilas autoritarios acallaban que se dijera la verdad. 

Alguna vez un sabio clásico dijo, “¿cuánta dosis de verdad es capaz de 
soportar un hombre?” y esa es quizá la lógica con la que hay que entender 
este problema, es una verdad precisa y como lo decía Sabines: “yo la luna 
la tomo en dosis precisas y controladas”. 

En cuanto a la sinergia que debe existir entre las Comisiones y las ONG, 
el Ombudsman, han dicho los teóricos que las ONG, el Ombudsman y los 
medios de comunicación van a tener una relación compleja y normalmen- 
te no imprevista de accidentes, de contactos excesivos, inevitables, las ONG 
siempre le van a exigir al Ombudsman más de lo que éste puede dar en un 
determinado momento. 

El Ombudsman como institución especializada para reconocer si ha 
habido o no violación a los derechos humanos de un colectivo concreto y 
en su caso emitir la Recomendación correspondiente, siempre se va a ver 
encorsetado a que sus Recomendaciones y sus señalamientos tendrán siem- 
pre que ser fundamentados en derecho, ser inobjetables, ser irrefutables, el 
Ombudsman se juega su prestigio cada vez que emite una Recomendación. 
Las ONG no tienen ese predicamento, ellas pueden exigirle todo aquello 
que saben que el Ombudsman no puede reconocer, las ONG le van a pe- 
dir que les resuelva el problema al siguiente día, le van a aturdir por los me- 
dios de comunicación aludiendo que se le ve parcial si no responde pron- 
to, se sospecha que está coludido con el gobernante al que quiere cobijar 
con una Recomendación media nebulosa. Las ONG tienen la obligación de 
ser críticas y duras, deben tener capacidad de ser pertinaces, pero también 
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es porque ante la violación a derechos humanos, a la ecología, causas pro- 
fundas que las ONG toman por filantropía, se presume con limitaciones, 
con recursos que vienen de afuera, que se tasan con milímetros, que están 
recortándose para países como México, las ONG tienen que demostrar ante 
las fundaciones que les apoyan y que les suministran sus ingresos, cómo 
lo están determinando, qué cursos están dando, que acciones están 
implementando, cómo se están oponiendo de manera abierta y sistemáti- 
ca a políticos contra su causa. Es un trabajo arduo e incomprendido de las 
ONG y aplica la lógica gubernativa antigua de “no mano, de todo gritan, 
de todo pillan, de todo dicen, no nos digan, déjenos trabajar, déjenos ha- 
cer gobierno, ustedes tranquilos ciudadanos, dediqúense a vivir”. 

Como les decíamos a los niños, tú dedícate a jugar, déjame a mí ser 
mayor y resolver los problemas de la casa. 

Entonces es natural que exista siempre ambivalencia, yo digo que la me- 
jor relación entre el Ombudsman y las ONG es la que existe, la peor es la que 
no existe, el riesgo que tienen las ONG y el Ombudsman mutuamente es 
romper su comunicación, es la piel delgada que todos tenemos, unas y otros 
para que en un momento determinado entre las acusaciones y choques de 
opinión se diga, dejo de hablar con ustedes, son insoportables, incorregibles. 

Siempre entre las ONG y el Ombudsman hay una relación intensa y 
fluctuante y los medios de comunicación que también tienen su propia 
característica, de ponerle un poco de problema, de morbo para que haya 
nota. Entonces es inevitablemente que una declaración del Ombudsman y 
la replica de las ONG generen desencuentros. Pero por esa razón es vital 
que una sociedad madura no prescinda de unas y de otras, donde jugamos 
todos y la tolerancia nos obliga a aprender a entendernos no a soportarnos, 
es aprender simplemente que a quienes no comprendemos, con los que no 
coincidimos, tienen el mismo derecho que yo a pensar distinto, un compli- 
cado ejercicio que parece sencillo. 

Hay que entender que las sociedades tienen a los gobernantes y por des- 
gracia a los delincuentes que han construido al cobijo de esos malos diri- 
gentes. Las personas que se apartan de la ley de manera deliberada por las 
causas ya conocidas, como el abandono, el desamor y todas las considera- 
ciones que debemos reconocer. 

El punto concreto es que nadie puede pedir una relación idílica, si el 
Ombudsman quiere coptar a las ONG se va a equivocar profundamente, si 
las ONG se prestan a caer en sus brazos en una relación amorosa de alian- 
za mal entendida van a equivocarse y van a perder todo su aval social. 
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Es necesario hacer alianzas estratégicas sobre temas concretos, le tienen 
que decir, Ombudsman en este caso concreto te exigimos esto y te recono- 
cemos que hiciste aquello y sobre este tema estamos contigo y te vamos a 
apoyar, pero en este otro caso no has dicho nada. 

Pueden y deben trabajar conjuntamente porque finalmente la causa es la 
misma, la denuncia, la protección eficaz de los derechos humanos nos 
importa a todos y debemos de resolver desde donde estemos y ahí las ONG, 
el Ombudsman y también los jueces desde la posición del amparo y desde 
la acción de la inconstitucionalidad tienen que ser sensibles y emociona- 
dos contribuyentes, pero en ese tema tenemos aún pendientes, todavía los 
jueces están reticentes a entender a las ONG y al Ombudsman. 

Nuestro país que tiene un problema de regulación infraconstitucional, el 
surgimiento de las ONG está directamente enumerado dentro de los dere- 
chos de expresión y de asociación, que son la base jurídica para entender 
que los ciudadanos se pueden asociar para expresar sus ideas por causas que 
no sean ilícitas, que no contravengan la ley y a esta base jurídica se agre- 
ga la del octavo constitucional, que se refiere al derecho de petición, es 
decir una triangulación que desarrolle estos preceptos de la Constitución. 
El constituyente los construyó pero no ha habido los consensos, los acuerdos 
básicos para legislar sobre las leyes reglamentarias de estos artículos, en- 
tonces en base ellos en genérico y los Códigos Civiles y de otras materias, 
reconocen la constitución de fundaciones y de asociaciones civiles que es 
la continuación. 

Desde la visión constitucional estaría la libertad de expresión, el dere- 
cho de asociación y el derecho de petición que luego las enmarca dentro 
del Código Civil dentro de la planeación, lo que permite que las personas 
se reúnan y hagan sus asociaciones civiles con un objeto social determinado 
que no sea ilícito y que para esa razón estén registradas y reconocidas 
internacionalmente, con un trámite especifico. 

El marco jurídico que tenemos es estrecho, hay que entender que en una 
reglamentación de estos artículos de la Constitución, deberían tener previsión 
más amplia y una resolución clara para hacerlas a estas coadyuvantes y alia- 
das naturales de la defensa de los principales baluartes de un Estado como 
este, son su patrimonio histórico, cultural, su territorio, los bienes natura- 
les y por supuesto, la corteza social que es la humanidad en su conjunto. 

En cuanto a la referencia fiscal para completar este régimen mediante 
la autorización, debe existir la verificación de reconocer a una asociación 
filantrópica, los recursos que se canalicen por medio de ésta, el estímulo 
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fiscal de un deducible y un mecanismo para verificar permanentemente a 
las ONG. Hay que ser todos agentes de denuncia de las ONG constituidas 
irregularmente, las verdaderas ONG van y descaran a las que no lo son. 

Tiene que haber mecanismos del Estado para controlar acciones irregu- 
lares como las que teníamos, por ejemplo, el Estado tocaba por la vía fis- 
cal o por la verificación probable y posible a una oficina de una ONG, era 
una expresión de autoritarismo e intolerancia del Estado por la que pagaban 
muchos de los centros de derechos humanos más reconocidos del país; 
seguidamente eran asaltadas sus instalaciones, robados sus materiales, prue- 
bas, archivos, delitos verdaderamente orquestados por la Secretaría de Go- 
bernación. 

Es necesario que exista un catálogo de las ONG reconocidas de manera 
nacional e internacional y que sea respetado su trabajo. 




EFECTIVA REPRESENTACIÓN DEL OFENDIDO 
Y LA VÍCTIMA EN EL PROCEDIMIENTO 
PENAL MEXICANO 



Victoria Adato Green 



El sistema jurídico mexicano se ha producido en forma abundante respec- 
to de la creación de garantías y derechos para las personas a quienes se les 
imputa la comisión de un delito y se le sigue un procedimiento penal, así, 
desde la original Constitución de 1917, se establecieron una serie de garan- 
tías para el inculpado y en años posteriores se han creado instituciones a 
cargo del erario público, que tienen por objeto asegurar que no se ataquen 
los derechos humanos, la dignidad del presunto autor del delito y mucho 
menos que la autoridad abuse de éste. Sin embargo, el ofendido y la víctima 
del delito han sido los personajes olvidados del drama penal, este secular 
abandono del ofendido se presentó desde que el sistema penal sustituyó la 
venganza privada por una intervención pública e institucional, ecuánime 
y desapasionada para resolver los conflictos generados por la infracción de 
la ley penal, este sistema dio como resultado que la dogmática penal de- 
gradara al ofendido a la condición de sujeto pasivo y en el ámbito consti- 
tucional y procesal a la calidad de simple coadyuvante del Ministerio Pú- 
blico, siempre que éste y el juez le reconocieran tal calidad. 

En otro aspecto, el ofendido por el delito y la víctima sufren no sólo el 
impacto del delito en sus diversas dimensiones, sino también el silencio del 
sistema jurídico y la indiferencia del poder del Estado e incluso en la ma- 
yoría de los casos, la ausencia de solidaridad de la sociedad que presenta 
actitudes oscilantes entre la compasión y la demagogia respecto de los 
ofendidos por el delito, frente a una franca actitud protectora para los in- 
culpados. Escapa a la consideración de los juristas y de legisladores que las 
personas a quienes se les lesiona bienes jurídicos de las que son titulares 
generalmente son sujetos honestos, productivos, que viven en sociedad 
cumpliendo en la mayoría de los casos, con todas las obligaciones que les 
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impone el sistema normativo nacional. Asimismo, que al Estado dentro de 
sus facultades, le corresponde proveer la seguridad pública (párrafo 50 del 
artículo 21 constitucional) y que dentro de éstas se encuentran las relati- 
vas a la prevención del delito y que estas atribuciones específicas del Es- 
tado no se han cumplido a cabalidad. Por otra parte, el Ministerio Público 
no ha desplegado acciones eficientes para realmente tutelar al ofendido y 
a la víctima del delito. 

En suma, en la Constitución se establecen garantías para el presunto autor 
del delito, para evitar que este sufra un menoscabo en sus derechos y se ha 
descuidado la protección de los derechos de las personas que sufren el de- 
lito, es decir, de los ofendidos y las víctimas, lo cual genera una situación 
de desigualdad que no es congruente con la garantía de igualdad, que en 
la propia Constitución, se establece para todos los mexicanos. 

En la Constitución desde 1993, se incorporaron en forma tímida e insu- 
ficiente algunas disposiciones que se refieren parcialmente a la protección 
del ofendido y de la víctima del delito; son las contenidas en el párrafo 5 1 
de la fracción X del artículo 20, la del párrafo 40 del artículo 21 y que 
concretamente se referían a que la víctima y el ofendido por el delito tie- 
nen derecho a: 

1. Recibir asesoría jurídica; 

2. Que se le satisfaga la reparación del daño cuando proceda; 

3. Coadyuvar con el Ministerio Público; 

4. Que se le preste atención médica de urgencia cuando lo requiera; 

5. Impugnar las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejerci- 
cio y desistimiento de la acción penal. 

La reforma constitucional de 1993, no resolvió a cabalidad la efectiva 
protección del ofendido y de la víctima y generó el 2 1 de septiembre del 
año 2001, una nueva reforma constitucional que en síntesis consistió en 
ordenar sistemáticamente el artículo 20, para incorporar un apartado B al 
texto constitucional en el cual se precisarán las garantías que le correspon- 
den al ofendido y a la víctima del delito. Es necesario destacar que el cons- 
tituyente permanente, con la nueva sistemática que le imprimió al artículo 
20, pretendió otorgarle el mismo rango al inculpado, al ofendido y a la víc- 
tima del delito presentando en forma por demás aparente la garantía de 
igualdad, en virtud de que el enunciado de dicha norma señala “en todo 
proceso del orden penal el inculpado, la víctima o el ofendido tendrán las 
siguientes garantías”. 
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Sin embargo, la garantía de igualdad no se actualizó con la redacción del 
nuevo contenido normativo de la reforma de septiembre del año 2000. 

La reforma del año 2000 en relación al anterior texto de 1993, presenta 
adiciones que constituyen las siguientes novedades: 

1. Se precisa en un apartado independiente, el “B”, las garantías de la 
víctima o del ofendido. 

2. La garantía de ser informado de los derechos que en su favor estable- 
ce la Constitución, que es igual a la garantía que al inculpado le correspon- 
de, contenida en la fracción IX del apartado A del artículo 20. 

3. La garantía de ser informado del desarrollo del procedimiento penal; 

4. A que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que 
cuente tanto en la averiguación previa como en el proceso y a que se des- 
ahoguen las diligencias correspondientes. 

Esta garantía es semejante a la que se refiere la fracción V del apartado 
A correspondiente al inculpado, la única diferencia que se advierte es que 
la garantía para el inculpado es mas amplia que la del ofendido y la vícti- 
ma, en virtud de que para aquel la Constitución prevé que se le auxiliará 
para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite 
siempre que se encuentren en el lugar del proceso y que se le concederá el 
tiempo que la ley estime necesario para ello. 

Por lo cual resulta evidente una vez más, que no hay trato igual para el 
ofendido y la víctima, frente al inculpado. 

5. La garantía de que en el caso de que el ofendido y/o la víctima solici- 
ten la práctica de una diligencia y el Ministerio Público estime que esta 
diligencia no es necesaria, deberá actuar en forma fundada y motivada res- 
pecto de su negativa. 

6. A recibir desde la comisión del delito atención médica y psicológica 
de urgencias. 

7. Garantía de que se le repare el daño. En la redacción de esta garantía 
para el ofendido y la víctima del delito el constituyente permanente olvidó 
un aspecto que se debe cubrir al ofendido y a la víctima del delito y que es 
adicional a la reparación del daño, que son los perjuicios causados al ofen- 
dido, en los términos que sí lo estableció para el inculpado, en el párrafo 
2o. de la fracción I del apartado A del artículo 20, que se refiere a los ele- 
mentos que se deben considerar para fijar la caución al inculpado para el 
disfrute de su libertad provisional. 

8. La garantía de que el Ministerio Público estará obligado a solicitar la 
reparación del daño en los casos en que sea procedente. 
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Advertimos que nuevamente el constituyente permanente olvidó referir 
además los perjuicios y precisar que la solicitud del Ministerio Público debe 
ser fundada y motivada para ser realmente determinante de una condena por 
dichos conceptos. 

9. La garantía de que el juzgador no podrá absolver al sentenciado de la 
reparación del daño si ha emitido una sentencia condenatoria. 

La redacción del contenido normativo que establece esta garantía de 
condena a la reparación del daño en el supuesto de sentencia condenatoria, 
es poco afortunada dentro de los términos del propio texto constitucional, 
toda vez que el juez tiene el imperativo constitucional de motivar y fundar 
todas sus resoluciones y en el supuesto de que el Ministerio Público úni- 
camente solicite el pago de la reparación del daño sin aportar datos o 
pruebas que determinen su existencia y su monto, el juez se encontrará en 
un grave problema, en virtud de que si se presenta el caso de que el Minis- 
terio Público no aportó el acervo probatorio necesario para establecer la 
existencia del daño y su monto, el juez de todas formas debe condenar para 
cumplir con el mandato constitucional y para no caer en la falta de no 
motivar y fundar y si advierte la omisión del Ministerio Público en su ac- 
tividad probatoria durante la instrucción respecto de la reparación del daño, 
deberá el juez oficiosamente recabar las pruebas pertinentes para condenar 
a la reparación del daño si avizora la emisión de una sentencia condenato- 
ria, lo cual es irregular porque está anticipando su resolución con lo cual 
el procedimiento penal mexicano, sería de carácter puramente inquisitivo 
habida cuenta de que el juez también tiene la obligación de suplir la defi- 
ciencia de la defensa. 

10. La garantía de que la ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar 
las sentencias en materia de reparación del daño respecto a esta garantía, al 
día de la fecha el órgano legislativo no ha dado cumplimiento al mandato 
constitucional y no se ha presentado en los Códigos de Procedimientos de 
la materia las reformas o adiciones que determinen esos procedimientos 
ágiles para ejecutar la sentencia en lo que a la reparación del daño se re- 
fiere que se ordenó en la Constitución, por tanto esta garantía no es de apli- 
cación efectiva. 

1 1 . La garantía para los ofendidos menores de edad en los casos de los 
delitos de violación o secuestro, al no estar obligados a carearse y que sus 
declaraciones se llevarán a cabo en las condiciones que establezca la ley. 

A la fecha no se han dado las reformas conducentes en los Códigos de 
Procedimientos, para hacer efectiva esta garantía. 
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12. La garantía de estar en posibilidad de solicitar las medidas y provi- 
dencias que prevea la ley para su seguridad y auxilio. 

En la hora actual no se han producido en la ley secundaria las reformas 
y adiciones para que se haga efectiva esta garantía. 

Análisis de las disposiciones del Código de Procedimientos Penales del 
Distrito Federal y el Código Federal de Procedimientos Penales en relación 
a la protección del ofendido y la víctima del delito. 

En el Código Procesal del Distrito Federal las garantías del ofendido y 
la víctima del delito se regulan en el capítulo 1 bis del Título Primero que 
se denomina “De las Víctimas o los Ofendidos” por algún delito en el ar- 
tículo 91 y del estudio de dicho precepto se puede concluir lo siguiente: 

1. El contenido normativo del artículo 9o. guarda correspondencia con el 
contenido del precepto constitucional de 1993 y aún al día de la fecha 
no se han producido las adecuaciones correspondientes a las nuevas ga- 
rantías que para el ofendido y la víctima se establece en el apartado B 
del artículo 20 constitucional de fecha 9 de septiembre del año 2000. 

2. Fa asesoría jurídica al ofendido y a la víctima del delito será a cargo 
de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. 

Respecto de la legislación federal en materia procesal, las garantías de 
la víctima o del ofendido se desarrollan en el artículo 141, que se ajusta a la 
norma constitucional de 1993 y al día de la fecha no se ha actualizado en 
términos de lo dispuesto por el apartado B del artículo 20 constitucional. 



Conclusiones 

1 . El panorama para los ofendidos y las víctimas del delito sigue siendo 
obscuro ya que contamos con garantías que fueron redactadas por el 
constituyente permanente en términos de insuficiencia y en algunos 
casos en forma contradictoria con todo el contexto constitucional, por 
otra parte, la legislación secundaria derivada del texto constitucional 
del 21 de septiembre de 2000, aún no se ha producido por el órgano 
legislativo. 

2. El Ministerio Público ha demostrado a lo largo de los años que no ha 
representado de manera eficiente a los ofendidos y a las víctimas del 
delito, en virtud de que las facultades constitucionales que le corres- 




86 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

ponden de manera exclusiva de investigación y persecución del deli- 
to, lo rebasan. 

3. La asesoría jurídica que se debe prestar al ofendido y a la víctima del 
delito no debe realizarla el Ministerio Público, por tanto debe elimi- 
narse a este órgano esta facultad. 

4. Debe crearse una institución autónoma e independiente del Ministe- 
rio Público, que debe ser garante de la protección de los derechos de 
los ofendidos y las víctimas del delito, con igual rango e importancia 
que la defensoría de oficio para dar cumplimiento a la garantía de 
igualdad, por lo que se impone la creación de la Asesoría Pública de los 
Ofendidos y de las Víctimas del Delito que asesore en forma gratui- 
ta, profesional y adecuada a éstos. 

Por lo que se propone revisar el texto del artículo 20 constitucional en 
el apartado “B” e incorporar en la Constitución la garantía para los ofendi- 
dos por el delito en los siguientes términos: 

Recibir asesoría jurídica adecuada, profesional y gratuita del organismo 
denominado “Asesoría Pública de los Ofendidos y las Víctimas del delito”, 
así como ser informado de los derechos que en su favor establece esta Cons- 
titución y cuando lo solicite el desarrollo de la averiguación previa o del 
proceso. Si el ofendido o la víctima no quiere o no puede nombrar a quien 
lo represente, el juez le designará un asesor público. 




EL PAPEL DE LA VÍCTIMA EN LA JURISDICCIÓN 
INTER AMERICAN A DE DERECHOS HUMANOS 

Mauricio Iván del Toro Huerta* 



I. A MANERA DE INTRODUCCIÓN 

En la actualidad tanto en el ámbito del derecho interno como en el interna- 
cional se ha dado importancia creciente a los derechos de las víctimas dentro 
de los sistemas de justicia. En el ámbito internacional la Declaración so- 
bre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y 
del abuso del poder, adoptada el 29 de noviembre de 1985, como resulta- 
do de los debates del Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Pre- 
vención del Delito y Tratamiento del Delincuente, así como los trabajos 
realizados en el seno de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones 
Unidas en torno a los principios y directrices básicos sobre el derecho de 
las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos hu- 
manos y del derecho internacional humanitario a interponer recursos y 
obtener reparaciones, 1 reflejan la preocupación por el respeto de los dere- 
chos fundamentales de las víctimas y su efectivo acceso a la jurisdicción 
nacional e internacional. 

En este sentido, los sistemas de protección internacional de los derechos 
humanos, complementarios de los sistemas nacionales, resultan fundamen- 
tales para garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las víctimas de 
violaciones a los derechos humanos y su reparación. La justicia internacio- 
nal en esta materia ha desarrollado una considerable jurisprudencia y ha 
sentado principios de fundamental importancia respecto del rol de los in- 
dividuos en los procedimientos internacionales. La evolución del papel del 



* Profesor de Derecho Internacional Público de la Facultad de Derecho de la UNAM. 

1 Cfr. Comisión de Derechos Humanos, Informe final del Relator Especial, Sr. M Cherif 
Bassiouni, presentado en virtud de la resolución 1999193 de la Comisión, E/CN.4/200/62, del 
18 de enero de 2000. 
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individuo frente a los diferentes mecanismos establecidos con el objeto de 
fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones de los Estados al ratificar los 
instrumentos internacionales en materia de protección de los derechos 
humanos, es una de las manifestaciones más significativas del desarrollo 
progresivo del derecho internacional. Por ello se dice que el reconoci- 
miento de la capacidad procesal del individuo en el ámbito internacional 
a través del derecho de petición individual es la piedra angular del sistema 
de protección internacional. 

El objeto del presente trabajo es exponer, brevemente, algunas de las 
consideraciones que a través de su jurisprudencia ha hecho la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos respecto de la participación de la víc- 
tima en el proceso contencioso, así como de la evolución jurisprudencial 
que la propia noción de víctima ha tenido. El conocimiento de esta juris- 
prudencia adquiere mayor relevancia si se considera que México reconoció 
a finales de 1998, la competencia contenciosa de la Corte, abriéndose con 
ello nuevos mecanismos para la protección internacional de los derechos 
humanos de las víctimas que, por tanto, es indispensable conocer. 



II. La naturaleza particular de los tratados 

EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS 
Y EL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD 
INTERNACIONAL DEL INDIVIDUO 

En principio, para tener una visión general de los fines de la protección 
internacional de los derechos humanos, es preciso distinguir la naturaleza 
propia de los tratados internacionales en esta materia respecto de los demás 
tratados internacionales celebrados por los Estados. 

Sobre el particular la Corte Interamericana ha reiterado que: “La Con- 
vención Americana, así como los demás tratados de derechos humanos, se 
inspiran en valores comunes superiores (centrados en la protección del ser 
humano) dotados de mecanismos específicos de supervisión, se aplican de 
conformidad con la noción de garantía colectiva, consagran obligaciones 
de carácter esencialmente objetivo y tienen una naturaleza especial que 
los diferencian de los demás tratados, los cuales reglamentan intereses re- 
cíprocos entre los Estados Partes y son aplicados por éstos con todas las 
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consecuencias jurídicas que de ahí derivan en los ordenamientos jurídicos 
internacional e interno.” 2 

En su Opinión Consultiva OC-2/82 de 24 de septiembre de 1982, deno- 
minada El Efecto de las Reservas Sobre la Entrada en Vigencia de la Con- 
vención Americana (artículos 74 y 75), la Corte señaló que: 

... los tratados modernos sobre derechos humanos, en general, y, en parti- 
cular, la Convención Americana, no son tratados multilaterales del tipo tra- 
dicional, concluidos en función de un intercambio recíproco de derechos, 
para el beneficio mutuo de los Estados contratantes. Su objeto y fin son la 
protección de los derechos fundamentales de los seres humanos, indepen- 
dientemente de su nacionalidad, tanto frente a su propio Estado como fren- 
te a los otros Estados contratantes. Al aprobar estos tratados sobre derechos 
humanos, los Estados se someten a un orden legal dentro del cual ellos, por 
el bien común, asumen varias obligaciones, no en relación con otros Esta- 
dos, sino hacia los individuos bajo su jurisdicción . 3 

Tales criterios coinciden con la jurisprudencia de otros órganos jurisdic- 
cionales internacionales. 4 



2 Corte I.D.H., Caso Ivcher Bronstein, Competencia. Sentencia de 24 de septiembre de 1999. 
Serie C No. 54. párr. 42 Caso del Tribunal Constitucional Competencia. Sentencia de 24 de 
septiembre de 1999. Serie C No. 55, párr. 41. 

3 El efecto de las reserx’as sobre la entrada ett vigor de la Convención ( arts. 74 y 75 ), Opi- 
nión Consultiva OC-2/82 del 24 de septiembre de 1982. Serie A. N’ 2, párr. 29. En el mismo 
sentido Caso Iveher Bronstein, Competencia, cit., párr. 43 y Caso del Tribunal Constitucional, 
Competencia, cit., párr. 42 

4 “Al respecto, la Corte Internacional de Justicia, en su Opinión Consultiva relativa a Resen’as 
a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de Genocidio (195 1), afirmó que “en 
este tipo de tratados, los Estados contratantes no tienen intereses propios; solamente tienen, por 
encima de todo, un interés común: la consecución de los propósitos que son la @n de ser de la 
Convención” [ ] La Comisión y Corte Europeas de Derechos Humanos (en adelante “Comisión 
Europea” y “Corte Europea”, respectivamente), a su vez, se han pronunciado en forma similar. 
En el caso Australia vs. Italia (1961), la Comisión Europea declaró que las obligaciones asu- 
midas por los Estados Partes en la Convención Europea de Derechos Humanos (en adelante 
“Convención Europea”) “son esencialmente de carácter objetivo, diseñadas para proteger los 
derechos fundamentales de los seres humanos de violaciones de parte de las Altas Partes Con- 
tratantes en vez de crear derechos subjetivos y recíprocos entre las Altas Partes Contratantes” 
[... 1. En igual sentido, la Corte Europea afirmó, en el caso Irlanda vs. Reino Unido (1978), que: 
a diferencia de los tratados internacionales del tipo clásico, la Convención comprende más 
que simples compromisos recíprocos entre los Estados Partes. Crea, por encima de un conjunto 
de compromisos bilaterales, mutuas, obligaciones objetivas que, en los términos del Preámbulo, 
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En este sentido, el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
como señala el profesor Héctor Faúndez-Ledesma, “genera obligaciones 
objetivas para los Estados — distintas de los derechos subjetivos y recípro- 
cos propios del Derecho Internacional clásico — , y confiere al individuo la 
condición de titular de derechos que derivan directamente del ordenamiento 
jurídico internacional .” 5 

El reconocimiento de la personalidad internacional del individuo, esto 
es de la capacidad para ser titular de derechos y obligaciones lo sitúa en una 
doble posición frente al derecho internacional; por un lado como sujeto 
activo de conductas que pueden llegar a considerarse contrarias al derecho 
internacional y, por el otro, como sujeto pasivo de conductas violatorias a 
sus derechos reconocidos por el mismo sistema, ambas situaciones gene- 
ran consecuencias distintas tanto en el ámbito interno como en el interna- 
cional. 

Como lo ha señalado la Corte Interamericana, “el Derecho Internacio- 
nal de los Derechos Humanos tiene por fin proporcionar al individuo medios 
de protección de los derechos humanos reconocidos internacionalmente 
frente al Estado (sus órganos, sus agentes y todos aquellos que actúan en 
su nombre). En la jurisdicción internacional las partes y la materia de la con- 
troversia son, por definición, distintas de las de la jurisdicción interna .” 6 

Por ello, en virtud de que el procedimiento ante la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, como en todo tribunal internacional, presenta parti- 
cularidades y características propias por lo cual no le son aplicables, automá- 
ticamente, todos los elementos de los procesos ante tribunales internos, es 
necesario distinguir entre la jurisdicción internacional en materia de dere- 
chos humanos a la jurisdicción penal nacional o internacional. 

Como ha señalado la Corte Interamericana, “la protección internacional 
de los derechos humanos no debe confundirse con la justicia penal. Los 



cuentan con una garantía colectiva [ ]. Igualmente, en el caso Soering vs. Reino Unido (1989), 
la Corte Europea declaró que la Convención Europea “debe ser interpretada en función de su 
carácter específico de tratado de garantía colectiva de derechos humanos y libertades fundamen- 
tales, y que el objeto y fin de este instrumento de protección de seres humanos exigen comprender 
y aplicar sus disposiciones de manera que haga efectivas y concretas aquellas exigencias [...].” 
Idem, párrs. 44 y ss. 

5 Faúndez-Ledesma. Héctor, El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos 
Humanos. Aspectos institucionales y procesales, 2a. ed., Instituto Interamericano de Derechos Hu- 
manos, San José, Costa Rica, 1999, p. 37. 

6 Caso Cesti Hurtado, Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de enero de 1999. Serie 
C No. 49, párr. 47. 
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Estados no comparecen ante la Corte como sujetos de acción penal. El 
Derecho internacional de los derechos humanos no tiene por objeto impo- 
ner penas a las personas culpables de sus violaciones, sino amparar a las 
víctimas y disponer la reparación de los daños que les hayan sido causados 
por los Estados responsables de tales acciones .” 7 

Desde esta perspectiva es fundamental distinguir, por un lado, que para 
establecer si se ha producido o no una violación de los derechos consagra- 
dos en la Convención, no se requiere determinar la culpabilidad de sus 
autores o su intencionalidad y tampoco es preciso identificar individualmen- 
te a los agentes a los cuales se atribuye tales hechos. Es suficiente, ha di- 
cho la Corte, “la demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del 
poder público en la infracción de los derechos reconocidos en la Conven- 
ción” o que el “Estado no realice las actividades necesarias, de acuerdo con 
su derecho interno, para identificar y, en su caso, sancionar a los autores 
de las propias violaciones .” 8 

Por otra parte, la Corte no está facultada para pronunciarse, de ser el caso, 
sobre la culpabilidad, naturaleza y gravedad de los delitos atribuidos a las 
presuntas víctimas . 9 En ciertos casos en que los Estados demandados han 
alegado, para justificar determinadas violaciones a los derechos consagra- 
dos en la Convención, la participación de las víctimas en delitos conside- 
rados graves, tales como narcotráfico o terrorismo, entre otros, la Corte ha 
reiterado que el aspecto sustancial de la controversia no es si la supuesta 
víctima violó la ley del Estado, sino si éste ha violado las obligaciones in- 
ternacionales que contrajo al constituirse en Parte en la Convención Ame- 
ricana . 10 “El deber de adoptar una decisión respecto de la inocencia o cul- 



7 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 134, 
Caso Godínez Cruz . Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párr. 140. Caso Fairén 
Garbi y Solís Corrales. Sentencia de 15 de marzo de 1989. Serie C No. 6, párr. 136. En el mis- 
mo sentido Caso Bámaca Velásquez, Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, 
párr. 98, Caso Villagrán Morales y otros ( Caso de los “Niños de la Calle '), Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 75; Caso Paniagua Morales y otros, Sentencia de 8 
de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 91, Caso Cantoral Benavides. Sentencia sobre fondo. 
Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 46 y Caso Durand y Ugarte. Senten- 
cia sobre fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 46; Caso Suárez Rosero, 
Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 37 

8 Caso Paniagua Morales y otros. Sentencia de 8 de marzo de 1998. Serie C No. 37, párr. 91. 

9 Caso Castillo Petruzzi. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párt. 89. 

10 Cfr. Caso Cesti Hurtado, Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de enero de 1999. 
Serie C No. 49, párr. 47 
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pabilidad de la presunta víctima recae exclusivamente en los tribunales 
internos, pues la Corte no es un tribunal penal ante el cual se pueda discu- 
tir la responsabilidad de un individuo por la comisión de delitos .” 1 1 La Corte 
sólo está llamada a pronunciarse acerca de violaciones concretas a las dis- 
posiciones de la Convención, en relación con cualesquiera personas e in- 
dependientemente de la situación jurídica que éstas guarden y de la licitud 
o ilicitud de su conducta desde la perspectiva de las normas penales que 
pudieran resultar aplicables conforme a la legislación nacional . 12 La fun- 
ción de ésta es proteger a las víctimas y determinar la reparación de los 
daños ocasionados por los Estados responsables de tales acciones . 13 

Lo anterior no implica desconocer la gravedad de ciertas acciones por 
parte de los individuos sujetos a la jurisdicción estatal. La Corte reiterada- 
mente ha señalado que un Estado tiene el derecho y el deber de garantizar 
su propia seguridad, aunque debe ejercerlos dentro de los límites y conforme 
a los procedimientos que permiten preservar tanto la seguridad pública 
como los derechos fundamentales de la persona humana. 

Tal como lo ha señalado este Tribunal, está más allá de toda duda que el 
Estado tiene el derecho y el deber de garantizar su propia seguridad. Tam- 
poco puede discutirse que toda la sociedad padece por las infracciones a su 
orden jurídico. Pero por graves que puedan ser ciertas acciones y por cul- 
pables que puedan resultar los reos de determinados delitos, no cabe admitir 
que el poder pueda ejercerse sin límite alguno o que el Estado pueda va- 
lerse de cualquier procedimiento para alcanzar sus objetivos, sin sujeción 
al derecho o a la moral. Existe un amplio reconocimiento de la primacía de 
los derechos humanos, que el Estado no puede desconocer sin violentar . 14 



1 1 “Caso Suárez Rosero. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No.35,párr. 37. 

12 Caso Castillo Petruzzi, Excepciones Preliminares. Sentencia de 4 de septiembre de 1998. 
Serie C No. 4 1, párt. 83. 

13 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros, párr. 90; Caso Paniagua Morales y otros, párr. 71; 
Caso Suárez Rosero. 

Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 37; Caso Fairén Garbi y Solís 
Corrales. Sentencia de 15 de marzo de 1989. Serie C No. 6, párr. 136; Caso Godínez Cruz. 
Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5; párr. 140; y Caso Velásquez Rodríguez. Sen- 
tencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 134. 14 

14 Cfr. Caso Castillo Petruzzi. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 204. 
En el mismo sentido Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de fondo, párr. 154 y Caso Godínez 
Cruz, Sentencia de fondo, párr. 162; Caso Neira Alegría y otros. Sentencia de 19 de enero de 
1995. Serie C No. 20, párr. 75; Caso Durandy Ugarte. Sentencia sobre fondo. Sentencia de 16 
de agosto de 2000. Serie C No. 68, párr. 69 
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Ahora bien, lo anterior no conduce a justificar la violencia terrorista o 
cualquier otra que lesione a los individuos y al conjunto de la sociedad y 
que, como lo ha dicho la Corte “merece el más enérgico rechazo.” 15 De ahí 
la importancia de comprender la relación complementaria entre el derecho 
internacional y el derecho interno. 

La protección internacional en materia de derechos humanos, tiene un 
carácter subsidiario o complementario al derecho estatal, tal como lo señala 
el preámbulo de la Convención Americana; por ello, los Estados se com- 
prometen, de conformidad con el artículo 2 de la misma, a adoptar , con 
arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta 
Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren nece- 
sarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 



III. LOS DEBERES DEL ESTADO 

Y SU RESPONSABILIDAD INTERNACIONAL 

Es un principio básico del derecho de la responsabilidad internacional del 
Estado, recogido por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, 
que todo Estado es intemacionalmente responsable por todo y cualquier acto 
u omisión de cualesquiera de sus poderes u órganos en violación de los 
derechos internacionalmente consagrados. El artículo 1.1 de la Convención 
Americana es de importancia fundamental en ese sentido. 16 Este artículo 
contiene las obligaciones contraídas por los Estados Partes en la relación 
con los derechos protegidos, al señalar que dichos Estados “se comprometen 
a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre 
y pleno ejercicio a toda persona sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 
alguna.” 

Por tal motivo, la Corte ha establecido que: 

el artículo 1.1 es fundamental para determinar si una violación de los dere- 
chos humanos reconocidos por la Convención puede ser atribuida a un Es- 
tado Parte. En efecto, dicho artículo pone a cargo de los Estados Partes los 
deberes fundamentales de respeto y de garantía, de tal modo que todo me- 



15 Caso Castillo Petruzzi. Sentencia de 30 de mayo de 1999, cit., párr. 204 

16 Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Calle"), Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 220. 
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noscabo a los derechos humanos reconocidos en la Convención que pueda 
ser atribuido, según las reglas del Derecho internacional, a la acción u omi- 
sión de cualquier autoridad pública, constituye un hecho imputable al Es- 
tado que compromete su responsabilidad en los términos previstos por la 
misma Convención. 

Conforme al artículo 1.1 — continúa la Corte — es ilícita toda forma de 
ejercicio del poder público que viole los derechos reconocidos por la Con- 
vención. En tal sentido, en toda circunstancia en la cual un órgano o funcio- 
nario del Estado o de una institución de carácter público lesione indebida- 
mente uno de tales derechos, se está ante un supuesto de inobservancia del 
deber de respeto consagrado en ese artículo. 

Esa conclusión es independiente de que el órgano o funcionario haya 
actuado en contravención de disposiciones del derecho interno o desbor- 
dado los límites de su propia competencia, puesto que es un principio de 
Derecho internacional que el Estado responde por los actos de sus agentes 
realizados al amparo de su carácter oficial y por las omisiones de los mis- 
mos aun si actúan fuera de los límites de su competencia o en violación del 
derecho interno . 17 

Así, conforme al criterio constante de la Corte, adoptado desde sus pri- 
meras sentencias, la primera obligación del Estado es la de respetar los 
derechos reconocidos y la segunda, es la de garantizar su libre y pleno 
ejercicio, lo que a su vez implica que el Estado está en el deber jurídico de 



17 Caso Baena Ricardo y otros, Excepciones Preliminares. Sentencia de 18 de noviembre 
de 1999. Serie C No. 61, párr. 178. En el mismo sentido. Caso Caballero Delgado y Santana. 
Sentencia de 8 de diciembre de 1995. Serie C No. 22, párr. 56; Caso Godínez Cruz. Sentencia 
de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párrs. 173, 178 y 179; y Caso Velásquez Rodríguez. 
Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrs. 164, 169 y 170. Además, la Corte ha se- 
ñalado que en principio, “es imputable al Estado toda violación a los derechos reconocidos en 
la Convención cumplida por un acto del poder público o de personas que actúan prevalidas de 
los poderes que ostentan por su carácter oficial. No obstante, no se agotan allí las situaciones 
en las cuales un Estado está obligado a prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los 
derechos humanos, ni los supuestos en que su responsabilidad puede verse comprometida por 
efecto de una lesión a esos derechos. En efecto, un hecho ilícito violatorio de los derechos hu- 
manos que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por ejemplo, por ser obra 
de un particular o por no haberse identificado al autor de la agresión, puede acarrear la respon- 
sabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por falta de la debida di- 
ligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos requeridos por la Convención”. 
Caso Velásquez, párr. 172 y. Caso Godínez, párr. 181. 
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prevenir, razonablemente, las violaciones de los derechos humanos, de 
investigar seriamente con los medios a su alcance las violaciones que se 
hayan cometido dentro del ámbito de su jurisdicción a fin de identificar a 
los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de asegurar a la 
víctima una adecuada reparación. 18 

El deber de respeto implica reconocer que el ejercicio de la función 
pública está limitada por la salvaguarda a los derechos humanos que el 
Estado no debe vulnerar. Por otra parte, el deber de prevención, ha dicho 
la Corte, abarca todas aquellas medidas de carácter jurídico, político, ad- 
ministrativo y cultural que promuevan la salvaguarda de los derechos hu- 
manos y que aseguren que las eventuales violaciones a los mismos sean 
efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito que, como tal, 
es susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa, así como la 
obligación de indenmizar a las víctimas por sus consecuencias perjudi- 
ciales. 19 

El Estado está, por otra parte, obligado a investigar toda situación en la 
que se hayan violado los derechos humanos protegidos por la Convención. 
Si el aparato del Estado actúa de modo que tal violación quede impune y 
no se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima en la plenitud de sus 
derechos, puede afirmarse que ha incumplido el deber de garantizar su li- 
bre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción. Lo mismo es 
válido cuando se tolere que los particulares o grupos de ellos actúen libre 
o impunemente en menoscabo de los derechos humanos reconocidos en la 
Convención. 20 

Este deber de investigar guarda estrecha relación con la obligación con- 
tenida en el artículo 2 de la Convención, que establece el deber a cargo de 
los Estados de adoptar con arreglo a sus disposiciones constitucionales y 
de la Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 
necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en la Convención. 

Al respecto, la Corte ha dicho que en el derecho de gentes, “una norma 
consuetudinaria prescribe que un Estado que ha celebrado un convenio 
internacional, debe introducir en su derecho interno las modificaciones 



18 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 174; 
Caso Godínez Cruz. Sentencia de 20 de enero de 1989. Serie C No. 5, párr. 184. 

19 Idem, párr. 175 y párr. 185. 

20 Ibídem, párr. 176 y párr. 186. 
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necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones asumidas. Esta 
norma aparece como válida umversalmente y ha sido calificada por la ju- 
risprudencia como un principio evidente. 21 En este orden de ideas, la Con- 
vención Americana establece la obligación de cada Estado Parte de adecuar 
su derecho interno a las disposiciones de dicha Convención, para garanti- 
zar los derechos en ella consagrados. “El deber general del artículo 2 de la 
Convención Americana implica la adopción de medidas en dos vertientes. 
Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier natura- 
leza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. Por 
la otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes 
a la efectiva observancia de dichas garantías.” 22 

El carácter complementario se expresa en el hecho de que, de acuerdo 
con el derecho internacional, la Corte Interamericana no tiene el carácter 
de tribunal de apelación o de casación de los organismos jurisdiccionales de 
carácter nacional y sólo puede señalar las violaciones de los derechos con- 
sagrados en la Convención y, en consecuencia, determinar las formas de 
reparación. 23 

Establecidos los criterios generales para determinar la responsabilidad 
internacional del Estado, conviene entonces precisar cuales son los derechos 
de las víctimas respecto de los correlativos deberes del Estado en el ámbito 
internacional que necesariamente tienen repercusión en el ámbito intemo. 



IV. La noción ampliada de la víctima 

EN EL PROCESO INTERNACIONAL 

Conviene ahora hablar del concepto de víctima de violaciones a los dere- 
chos humanos reconocidos en la Convención, asunto que como señala el 
jurista y juez de la Corte Interamericana Sergio García Ramírez “reviste 
fundamental importancia en el derecho internacional de los derechos hu- 
manos, tanto en sus aplicaciones sustantivas — para identificar el sujeto 



21 Caso Gañido y Baigorria. Reparaciones. Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 
39, párr. 68 y Caso Durandy Ugarte. Sentencia sobre fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. 
Serie C No. 68, párr. 136. 

22 Caso Castillo Petruzzi y otros. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52, párr. 
207 y Caso Durandy Ugarte. Sentencia sobre fondo. Sentencia de 16 de agosto de 2000. Serie 
C No. 68, párr. 137. 

23 Cfr. Caso Genie Lacayo. Sentencia del 29 de enero de 1997, párr. 94. 
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pasivo de la lesión, titular de los derechos afectados y de aquellos otros que 
genera la conducta violatoria — , como por sus consecuencias procesales, 
para precisar la legitimación y la correlativa capacidad de actuación en di- 
versos momentos del proceso .” 24 

En el desarrollo doctrinario y jurisprudencial, a partir de una interpre- 
tación evolutiva de los tratados de derechos humanos a la luz del principio 
pro homine , 25 se ha llegado a considerar un concepto amplio de la víctima; 
por lo que conviene distinguir la noción de víctima directa de las nociones 
ampliadas de víctima indirecta y víctima potencial. 

La víctima directa como titular del derecho afectado — siguiendo al doc- 
tor García Ramírez — , sería “la persona que sufre menoscabo de sus dere- 
chos fundamentales como efecto inmediato de la propia violación; entre ésta 
y aquél existe una relación de causa a efecto en su sentido jurídico, sin in- 
termediario ni solución de continuidad.” En cambio, víctima indirecta como 
titular de un derecho asimismo afectado, “sería quien experimenta el me- 
noscabo en su derecho como consecuencia inmediata y necesaria, confor- 
me a las circunstancias del daño que sufrió la víctima directa. En tal hipó- 
tesis, la afectación ocasionada a ésta última sería la fuente del menoscabo 
que experimenta la víctima indirecta.” 

La distinción técnica entre ambas categorías — considera el doctor García 
Ramírez — no implica que alguna de ellas revista mayor jerarquía para los 
fines de la tutela jurídica. “Ambas se hallan igualmente tuteladas por la 
Convención y pueden ser atendidas en la Sentencia, tanto para considerar- 
las, sustantivamente, como sujetos pasivos de una violación, acreedores a 
reparaciones, como para atribuirles legitimación procesal, de manera ge- 
nérica e indistinta .” 26 



24 Cfr. Voto Razonado Concurrente del Juez Sergio García Ramírez a la Sentencia de Fon- 
do de 23 de noviembre de 2000, en el Caso Bámace Velásquez versus Guatemala 

25 La interpretación pro homine está orientada a la condición más favorable para las vícti- 
mas. La propia Corte Interamericana de Derechos Humanos en el Asunto de Viviana Gallardo 
y otras, ha señalado que el equilibrio en la inteipretación de la Convención Americana “se obtiene 
orientándola en el sentido más favorable al destinatario de la protección internacional.” (Asun- 
to de Viviana Gallardo y otras. Decisión del 13 de noviembre de 1981, serie A, N, G 10 1/8 1, 
párr. 16.) En otra ocasión la Corte Interamericana señaló que “si a una misma situación son 
aplicables la Convención Americana y otro tratado internacional, debe prevalecer la norma más 
favorable a la persona humana.” ( La colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de no- 
viembre de 1985. Serie A, No 5. 

26 Ibídem, párr. 5. 
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A manera de ejemplo, en ciertos casos sobre desapariciones forzadas de 
personas o muerte de las víctimas, la Corte ha extendido la noción de víc- 
tima a sus familiares. De esta forma, la Corte ha señalado en diversas opor- 
tunidades que los familiares de las víctimas de violaciones de los derechos 
humanos pueden ser, a su vez, víctimas. 27 La Corte incluso llegó a afirmar, 
en el caso de los “ Niños de I a Calle ”, que las madres de las víctimas sufrie- 
ron por la negligencia de las autoridades para establecer la identidad de 
aquéllas; porque dichos agentes estatales “no hicieron esfuerzos adecuados 
para localizar a los parientes inmediatos” de las víctimas y notificarles sus 
muertes, postergando la oportunidad de darles “sepultura acorde con sus tra- 
diciones”; porque las autoridades públicas se abstuvieron de investigar los 
delitos correspondientes y de sancionar a los responsables de éstos. El su- 
frimiento de los familiares de las víctimas responde además, en este caso, 
al tratamiento que se les dio a los cadáveres ya que éstos aparecieron des- 
pués de varios días, abandonados en un paraje deshabitado con muestras de 
violencia extrema, expuestos a las inclemencias del tiempo y a la acción 
de los animales. Este tratamiento a los restos de las víctimas, “que eran sa- 
grados para sus deudos y, en particular, para [sus madres], constituyó para 
éstas un trato cruel e inhumano.” 28 

En los casos Blake y Bámaca Velásquez sobre desapariciones, el Tribu- 
nal afirmó que “la violación de la integridad psíquica y moral de dichos 
familiares es una consecuencia directa, precisamente, de la desaparición 
forzada. En particular, la Corte consideró que las circunstancias de dicha 
desaparición generan sufrimiento y angustia, además de un sentimiento de 
inseguridad, frustración e impotencia ante la abstención de las autoridades 
públicas de investigar los hechos.” 29 

De igual manera, respecto de las garantías judiciales contenidas en los ar- 
tículos 8.1 y 25 de la Convención, la Corte ha mencionado que tanto las 
víctimas de las violaciones de los derechos humanos como sus familiares, 
deben contar con amplias posibilidades de ser oídos y actuar en los respec- 



27 Cfr. Caso Villagrán Morales y otros {Caso de los “Niños de la Calle”), párr. 175; Caso 
Castillo Páez , resolutivo cuarto; Caso Castillo Páez, Reparaciones, párr. 59; y Caso Blake, párr. 
115. 

28 Cfr. Caso Villagrán Morales y otros (Caso de los “Niños de la Calle"), párr. 174; Caso 
Bámaca Velásquez, párr. 161. 

29 Cfr. Caso Bámaca Velásquez, párr. 160 y Caso Blake, párr. 1 14. 
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tivos procesos, tanto en el esclarecimiento de los hechos y del castigo de 
los responsables, como en busca de una debida reparación. 30 

En consecuencia, dicho artículo 8.1 de la Convención Americana, en 
conexión con el artículo 25.1 de la misma, que establece la garantía de 
protección judicial a través de un recurso rápido, sencillo y efectivo, con- 
fiere a los familiares de las víctimas el derecho a que la desaparición y 
muerte de estas últimas sean efectivamente investigadas por las autorida- 
des del Estado; se siga un proceso contra los responsables de estos ilícitos; 
en su caso se les impongan las sanciones pertinentes y se reparen los da- 
ños y perjuicios que dichos familiares han sufrido. Por tales motivos, la 
Corte en estos casos ha declarado que el Estado violó, tanto en perjuicio de 
las víctimas directas como de sus familiares, los artículos 8.1 y 25.1 de la 
Convención Americana. 31 

Esta noción ampliada coincide con la práctica internacional de otros 
organismos especializados, 32 así como con lo establecido en el numeral 2 
de la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para las Víc- 
timas de Delitos y del Abuso del Poder, en el sentido de que la expresión 



30 Caso Villagrán Morales y otros, párr. 227. 

31 Cfr. Caso Durandy Ugarte. Sentencia, párr. 129 y ss. 

32 La Corte Europea de Derechos Humanos desarrolló aún más el concepto amplio de víc- 
tima. resaltando que entre los extremos a ser considerados se encuentran también los siguien- 
tes: “la proximidad del vínculo familiar, las circunstancias particulares de la relación con la 
víctima, el grado en el cual el familiar fue testigo de los eventos relacionados con la desapari- 
ción, la forma en que el familiar se involucró respecto a los intentos de obtener información sobre 
la desaparición de la víctima y la respuesta ofrecida por el Estado a las gestiones iniciadas”. ( Cfr. 
Eur. CourtHR, Timurtasv. Turkey, Judgment of 13 June 2000,- párr. 95; y Eur. CourtHR, Cakici 
v. Turkey, Judgment of8 July 1999, párr. 98.) "En el mismo sentido, el Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, de acuerdo con el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, ha afirmado que los familiares de detenidos desaparecidos deben ser considerados 
como víctimas, entre otras violaciones, por malos tratos. El Comité de Derechos Humanos, en 
el caso Quinteros c. Uruguay (1983), ya ha señalado que: comprendía el profundo pesar y la 
angustia que padeció la autora de la comunicación como consecuencia de la desaparición de su 
hija y la continua incertidumbre sobre su suerte y su paradero. La autora tiene derecho a saber 
lo que ha sucedido a su hija. En ese sentido es también una víctima de las violaciones del Pacto 
[Internacional de Derechos Civiles y Políticos], en particular del artículo 7 [correspondiente al 
artículo 5 de la Convención Americana], soportadas por su hija. (Cfr. Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, Quinteros c. Uruguay, 21 de julio de 1983 (19o. periodo de se- 
siones) Comunicación No. 107/198 1, párr. 14; [ 17o. a 32o. periodos de sesiones (Octubre de 
1982- Abril de 1988)1. Selección de Decisiones del Comité de Derechos Humanos adoptadas 
con arreglo al Protocolo Facultativo, Vol. 2, 1992.). Ambos citados por la Corte I.D.H., Caso 
Bámaca Velásquez, Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párrs. 163 y 164. 
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“víctima” incluye además, en su caso, “a los familiares o personas a cargo 
que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas que 
hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para 
prevenir la victimización”. 

Asimismo, esta noción se retorna en el proyecto de principios y direc- 
trices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas 
internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humani- 
tario a interponer recursos y obtener reparaciones, presentado en el infor- 
me final del Relator Especial, señor M. Cherif Bassiouni, que en su nume- 
ral 8 establece: 

Se considerará “víctima” a la persona que, individual o colectivamente, 
como resultado de actos u omisiones que violan las normas internacionales 
de derechos humanos o el derecho internacional humanitario, haya sufri- 
do daños, inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 
pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales. 
Se podrá considerar también “víctimas” a los miembros de la familia directa 
o personas a cargo de la víctima directa, así como a las personas que, al 
intervenir para asistir a la víctima o impedir que se produzcan otras viola- 
ciones, hayan sufrido daños físicos, mentales o económicos. 

Finalmente, las víctimas potenciales serían aquellas que sostienen un 
interés personal potencial reconocidamente válido en la reivindicación de 
sus derechos. 

Respecto a esta categoría, la Corte consideró en el Caso Suárez Rosero 
versus Ecuador que la excepción hecha en el artículo 114 bis del Código 
Penal del Estado, respecto de que las personas acusadas por delitos sancio- 
nados por las leyes sobre sustancias estupefacientes y psicotrópicas, esta- 
ban excluidos del derecho a la liberación de personas detenidas, contenido 
en dicho precepto, “despoja a una parte de la población carcelaria de un 
derecho fundamental en virtud del delito imputado en su contra y, por ende, 
lesiona intrínsecamente a todos los miembros de dicha categoría de incul- 
pados”, por lo que estimó que “esa norma per se viola el artículo 2 de la 
Convención Americana, independientemente de que haya sido aplicada en 
el presente caso.” 33 



33 Cfr. Caso Suárez Rosero. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párrs. 
97 y 98. 
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V. Los ASPECTOS SUSTANTIVOS Y ADJETIVOS 
DE LA NOCIÓN DE VÍCTIMA 

A) Aspectos sustantivos: los derechos de las víctimas en el sistema 
internacional 

Ahora corresponde hablar de los derechos de las víctimas de violaciones a 
los derechos humanos reconocidos en el sistema internacional de protec- 
ción a los derechos humanos en general y del interamericano en particular. 

En este sentido, la Declaración de Naciones Unidas sobre los principios 
fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso del po- 
der, reconoce el derecho de las víctimas de acceso a la justicia, de trato justo, 
de resarcimiento e indemnización, de asistencia y de apoyo médico, psico- 
lógico, material y social necesarios en el ámbito del derecho interno de los 
Estados. 

Por otra parte, me referiré al informe final del Relator Especial señor M. 
Cherif Bassiouni, sobre “El derecho de restitución, indemnización y reha- 
bilitación de las víctimas de violaciones graves de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales”, en el que presenta la versión revisada de los 
“Principios y directrices básicas sobre el derecho de las víctimas de viola- 
ciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”. 
En éste último documento, el cual recibió observaciones de diferentes 
gobiernos y organismos internacionales y se realizó a la luz de diversas 
normas internacionales entre ellas la Declaración de Naciones Unidas an- 
tes aludida, se establecen las obligaciones de respeto de las normas inter- 
nacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario, 
así como los derechos de las víctimas a interponer recursos contra tales 
violaciones y de reparación. 

Conforme con tales principios, todo Estado tiene la obligación de res- 
petar y hacer respetar las normas internacionales de derechos humanos y 
del derecho internacional humanitario, entre otras: a) Las contenidas en los 
tratados en los que el Estado sea parte; b) Las recogidas en el derecho in- 
ternacional consuetudinario; o c) Las incorporadas a su derecho interno. 

“Con ese fin los Estados se asegurarán, si no lo han hecho ya, de que su 
derecho interno sea compatible con sus obligaciones internacionales, para 
lo cual: a) Incorporarán las normas internacionales de derechos humanos y 
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del derecho internacional humanitario a su derecho interno; b) Adoptarán 
procedimientos administrativos y judiciales apropiados y eficaces que den 
acceso imparcial, efectivo y rápido a la justicia; c) Pondrán a disposición de 
las víctimas las reparaciones suficientes, eficaces y rápidas que se definen 
más abajo y d) En caso de discrepancia entre las normas internas y las in- 
ternacionales, velarán por que se apliquen las normas que proporcionen el 
mayor grado de protección.” 



En el documento se precisa que la obligación de respetar y hacer respe- 
tar las normas internacionales incluye, entre otros, el deber de: a) Adoptar 
medidas jurídicas y administrativas apropiadas para prevenir las violacio- 
nes; b) Investigar las violaciones y, cuando proceda, adoptar medidas contra 
los violadores de conformidad con el derecho intemo e internacional; c) Dar 
a las víctimas acceso imparcial y efectivo a la justicia con independencia 
de quien sea en definitiva el responsable de la violación; d) Poner recursos 
apropiados a disposición de las víctimas y e) Proporcionar o facilitar repa- 
ración a las víctimas. 

Dentro de los derechos de las víctimas de violaciones a las normas in- 
ternacionales mencionadas, se establece que éstas deberían ser tratadas por 
el Estado y, en su caso, por las organizaciones intergubernamentales y no 
gubernamentales y por las empresas privadas, con compasión y respeto por 
su dignidad y sus derechos humanos y deberían adaptarse medidas apro- 
piadas para garantizar su seguridad e intimidad, así como la de sus fami- 
lias. En consecuencia, el Estado debe velar por que, en la medida de lo 
posible, el derecho interno prevea para las víctimas de violencias o traumas 
una consideración y atención especiales, a fin de evitar que los procedimien- 
tos jurídicos y administrativos destinados a lograr justicia y reparación den 
lugar a un nuevo trauma. 

Por cuanto hace a los recursos contra las violaciones de los derechos 
humanos y del derecho internacional humanitario, el estudio incluye el 
derecho de la víctima a: a) El acceso a la justicia; b) La reparación del daño 
sufrido y c) El acceso a información fáctica sobre las violaciones. 

El derecho de la víctima a acceder a la justicia comprende todas las ac- 
ciones judiciales, administrativas o de otra índole que ofrezca el derecho 
interno o internacional en vigor. El derecho interno debería garantizar las 
obligaciones de respetar el derecho individual o colectivo a acceder a la 
justicia y a un juicio justo e imparcial previstas en el derecho internacio- 
nal. Con tal fin, los Estados deberían: a) Dar a conocer, por medio de me- 
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canismos oficiales y privados, todos los recursos disponibles contra las 
violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del de- 
recho internacional humanitario; b) Adoptar, durante los procedimientos 
judiciales, administrativos o de otra índole que afecten a los intereses de las 
víctimas, medidas para reducir al mínimo las molestias a las víctimas, pro- 
teger su intimidad según proceda y garantizar su seguridad, así como la de 
sus familiares y la de los testigos, contra todo acto de intimidación o repre- 
salia; c) Utilizar todos los medios diplomáticos y jurídicos apropiados para 
que las víctimas puedan ejercer su derecho a interponer recurso y obtener 
reparación por las violaciones mencionadas. 

Además, el derecho a interponer un recurso adecuado, efectivo y rápido 
contra una violación de las normas internacionales de derechos humanos 
o del derecho internacional humanitario comprende todos los procedimien- 
tos internacionales disponibles en que pueda personarse un individuo, sin 
perjuicio de cualesquier otros recursos nacionales . 34 

Como se puede apreciar, los anteriores principios y directrices básicos 
sobre el derecho de las víctimas a interponer recursos y obtener reparación, 
coinciden con la práctica internacional e incorporan elementos de diferen- 
tes áreas tanto del derecho internacional de los derechos humanos, como 
del derecho internacional humanitario, del derecho penal internacional y del 
derecho interno de los Estados, por ello constituyen una normativa que la 
Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas y los gobiernos de- 
berán evaluar con seriedad a fin de tomar medidas que permitan una efec- 
tiva protección de los derechos de las víctimas de violaciones a sus dere- 
chos fundamentales. 



B) Aspectos adjetivos: la legitimación procesal 

Ahora bien, antes de hablar sobre los aspectos adjetivos de la participación 
de la víctima en el proceso interamericano de derechos humanos, convie- 
ne recordar, aunque sea brevemente, las características principales del 
mismo. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos encomienda la 
supervisión del cumplimiento de las obligaciones asumidas por los Esta- 



34 Cfr. Comisión de Derechos Humanos, Informe final del Relator Especia!, Sr. M Cherif 
Bassiouni, cit., pp. 5 y ss. 
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dos al ratificar el instrumento a la Comisión y a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. La Convención faculta a la Corte para conocer de 
cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de sus disposicio- 
nes (artículo 62.3). De esta forma, cuando un Estado es parte de la Conven- 
ción y ha aceptado la competencia de la Corte en materia contenciosa, se 
da la posibilidad de que ésta analice la conducta del Estado para determi- 
nar si la misma se ha ajustado o no a las disposiciones de la Convención 
aún cuando la cuestión haya sido definitivamente resuelta en el ordenamien- 
to jurídico interno. Sin embargo, los únicos facultados para someter casos 
contenciosos ante la Corte son la Comisión y los Estados, no así los indi- 
viduos. 

En este sentido, el artículo 44 de la Convención faculta a cualquier per- 
sona, grupo de personas o entidad no gubernamental reconocida en uno o 
más Estados miembros, a presentar peticiones que contengan denuncias 
o quejas de violaciones a la misma por un Estado Parte ante la Comisión. 
Por tanto es ésta y no la Corte “el canal a través del cual la Convención 
otorga al individuo el derecho de dar por sí solo el impulso inicial necesa- 
rio para que se ponga en marcha el sistema internacional de protección de 
los derechos humanos.” 35 

El artículo 44, a diferencia de otros instrumentos internacionales en la 
materia, no requiere que el peticionario sea la víctima directa, indirecta o 
sus familiares, sino que establece una facultad general que obliga a distin- 
guir en la mayoría de las ocasiones entre los peticionarios, las víctimas y 
las partes en el proceso ante la Corte. 

En el proceso internacional hay partes en sentido formal y material, 
conforme a la noción establecida por Carnelutti y ampliamente comparti- 
da en el derecho procesal contemporáneo. Ciertamente la Comisión — que 
es a un tiempo Ombudsman continental y fiscal investigador y actor — cons- 
tituye parte en sentido sólo formal; el Estado lo es en sentido material y 
formal: se le atribuye la violación del deber y la consecuente responsabi- 
lidad internacional, que tienen carácter sustantivo y acude al juicio en cali- 
dad de demandado; y la víctima lo es en sentido material, por ser titular 
del derecho afectado por la violación, pero no en sentido formal: ni actúa 
como demandante ni figura como demandado.” 36 

35 Corte I.D.H., Asunto Viviana Gallardo y otras, Decisión de 13 de noviembre de 1981, 
párr. 23. 

36 García Ramírez, Sergio, “ El futuro del sistema Interamericano de protección de los de- 
rechos humanos". Ponencia presentada en el H. Curso Interamericano Sociedad Civil y Dere- 
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Sin embargo, el significado actual del derecho de petición individual y 
el papel de la víctima en el proceso internacional ha evolucionado y para 
su justa evaluación es preciso remontarse a los orígenes del sistema. 

Como lo recuerda el jurista Juan Méndez, actual miembro de la Comi- 
sión Interamericana de Derechos Humanos, en el sistema interamericano, 
como en el europeo, se partió de la inexistencia de normas que contempla- 
ran rol alguno para la víctima, más allá de la presentación de la petición. Sin 
embargo, a través de la práctica jurisprudencial y de sucesivas enmiendas 
al Reglamento de la Corte , 37 se fueron abriendo los espacios para su parti- 
cipación. 

En el sistema interamericano desde los primeros casos contenciosos ante 
la Corte, los denominados “Casos Hondureños ”, 38 los peticionarios (una 
ONG de Honduras) y los familiares de las víctimas se plantearon la posi- 
bilidad de participar activamente en el proceso; en consecuencia, la Comi- 
sión los designó como asesores ad hoc de su delegación, lo que no objetó 
la representación de Honduras y la Corte aceptó. Posteriormente, en la etapa 
de indemnización existieron algunas diferencias entre las opiniones de la 
Comisión y los abogados de los familiares de las víctimas sobre el monto 
y la naturaleza de la indemnización, observaciones que fueron presentadas 



chos Humanos. Instituto Interamericano de Derechos Humanos, San José, Costa Rica, 13 de 
noviembre del 2000, p. 15. 

37 La Corte expidió el primer Reglamento durante su tercer periodo de sesiones, en 1980, el 
cual fue reformado en 1991, 1993 — dos veces: una en enero y otra en julio de dicho año — , 1995, 
1996, 1997 (reforma integral), 1998 y 2000 (nuevo Reglamento). 

38 Los denominados “Casos Hondureños” ( Caso Velásquez Rodríguez, Caso Godínez Cruz 
y Caso Fairén Garbiy Solís Corrales) fueron los primeros casos contenciosos que conoció la 
Corte y se refieren al secuestro, tortura, muerte y posterior desaparición forzada de Angel 
Manfredo Velásquez Rodríguez, estudiante de la Universidad Nacional Autónoma de Hondu- 
ras el 12 de septiembre de 1981, de Saúl Godínez Cruz, dirigente magisterial activo que había 
participado en varias huelgas, el 22 de julio de 1982, y la supuesta desaparición, en territorio 
hondureño, de los costarricenses Francisco Fairén Garbi y Yolanda Solís Corrales, estudiante 
y educadora, ocurrida el 14 de enero de 1982. En su sentencia de fondo de los casos Velásquez 
Rodríguez y Godínez Cruz la Corte decidió que Honduras había violado en perjuicio de Angel 
Manfredo Velásquez Rodríguez y Saúl Godínez Cruz los deberes de respeto y de garantía del 
derecho a la libertad personal, del derecho a la integridad personal, del derecho a la vida y por 
tanto el Estado estaba obligado a pagar una justa indemnización compensatorio a los familia- 
res de la víctima. Respecto del Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, la Corte declaró que no había 
sido probado que Francisco Fairén Garbi y Yolanda Solís Corrales hayan desaparecido por causa 
imputable a Honduras, por lo que su responsabilidad, por consiguiente, no había quedado esta- 
blecida. 
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por la Comisión como anexo a su escrito por el que daba cuenta del fraca- 
so en la negociación con el Estado respecto de tales montos y modalidades 
de la indemnización. En el fallo sobre el fondo del caso Godínez, dictado 
meses después del Velásquez, la Corte dio a los familiares la oportunidad 
de presentar sus argumentos en forma independiente a la Comisión, tal 
como lo había expresado el Juez Rodolfo Piza Escalante en su voto disi- 
dente a las sentencias anteriores. 39 

En la reforma de 1991 a su Reglamento, la Corte autorizó a los delega- 
dos de la Comisión a hacerse asistir por cualquier persona de su elección, 
pero si se tratare de los abogados de los peticionarios, de las víctimas o de 
sus familiares, debía hacerse del conocimiento de la Corte tal circunstan- 
cia, a fin de autorizar su intervención en los debates a propuesta de la Co- 
misión y para oír su opinión cuando se sometiera a su consideración el 
desistimiento de la acción o una solución amistosa que pudiera dar fin al 
proceso. 

La reforma de 1996, dio un paso adelante al incorporar el derecho de los 
representantes de las víctimas o de sus familiares a presentar ante la Corte 
sus propios argumentos y pruebas en forma autónoma a la Comisión en la 
etapa de reparaciones. 

En su momento la Corte señaló: 

Es preciso observar que el artículo 23 del Reglamento de la Corte permite 
a los representantes de las víctimas o de sus familiares presentar sus propios 
argumentos y pruebas en forma autónoma en la etapa de reparaciones ante 
esta Corte. Este reconocimiento de un locus standi de aquéllos abre la po- 
sibilidad de gastos asociados a dicha representación. 40 

Sin embargo, el paso más significativo se dio en la última reforma que 
estableció un nuevo Reglamento, aprobado el 24 de noviembre del 2000, 
durante el XLIX Período Ordinario de Sesiones de la Corte, celebrado del 
16 al 25 de noviembre del 2000 y con vigencia a partir del 1 de junio 
del 2001. Dicha reforma comprendió aspectos notables, tales como el pa- 
pel procesal de la víctima durante todo el proceso ante la Corte, las partes 



39 Méndez, Juan, "La participación de la víctima ante la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos”, en La Corte y el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, editado y presen- 
tado por Rafael Nieto Navia, Corte IDH, San José, C.R., 1994, pp. 323 y ss. 

40 Corte I.D.H., Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (art. 63.1 Convención America- 
na sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 81. 
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en el caso, la distinción entre “presunta víctima” y “víctima”, así como 
la posibilidad de incorporar al expediente las actuaciones realizadas por la 
Comisión Interamericana en el procedimiento previo a la presentación del 
caso ante la Corte y la de concentrar las diferentes etapas del procedimiento. 

De esta manera, desde la relación del significado de los términos que 
utiliza el Reglamento en su artículo 2, se establece el nuevo papel de la 
víctima en el proceso. Así, se considera “partes en el caso” a “la víctima o 
la presunta víctima, el Estado y sólo procesalmente, la Comisión”. En con- 
secuencia, se distingue entre “la víctima” y “la presunta víctima”, de esta 
forma el participante de que se trata sólo adquiere la condición de víctima 
cuando hay sentencia (generalmente, la declarativa de violación) que lo 
manifieste; antes, sólo es presunta víctima, del mismo modo que sólo se 
alude a presuntas violaciones. 

El Reglamento también precisa lo que debe considerarse como familia- 
res y “denunciante original”. El primer término no sólo se refiere a los fa- 
miliares inmediatos, es decir, ascendientes y descendientes en línea direc- 
ta, hermanos, cónyuges o compañeros permanentes, sino también a 
“aquellos determinados por la Corte en su caso”, lo que abre la posibilidad 
a otros vínculos. 

Además, el nuevo artículo 23 del Reglamento dispone que “después de 
admitida la demanda, las presuntas víctimas, sus familiares o sus represen- 
tantes debidamente acreditados podrán presentar sus solicitudes, argumen- 
tos y pruebas en forma autónoma durante todo el proceso”. Esto les con- 
fiere pleno ¡ocus standi, faltando solamente el reconocimiento pleno de la 
acción procesal directa ante el tribunal, con lo que tendría pleno ius standi, 
tal como sucede hoy día ante la Corte Europea de Derechos Humanos a 
partir de la entrada en vigor del Protocolo XI a la Convención de Roma 
del 1 de noviembre de 1998. 41 

Basta decir que en el marco del sistema interamericano de protección de 
los derechos humanos la garantía de acceso establecida en el artículo 44 
de la Convención confiere un derecho de petición autónomo para todos los 
individuos. 

El juez Antonio Augusto Caneado Trindade, en su voto concurrente a la 
sentencia sobre excepciones preliminares en el Caso Castillo Petruzzi y 
otros versus Perú, consideró que la cuestión de la legitimado ad causam 
de los peticionarios, establecida en el artículo 44 de la Convención, no se 



41 Cfr. García Ramírez. "El futuro del sistema...”, cit., pp. 17 y ss. 
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puede analizar como si fuera una disposición como cualquier otra de la 
Convención, como si no estuviera relacionada con la obligación de los 
Estados Partes de no crear obstáculos o dificultades para el libre y pleno 
ejercicio del derecho de petición individual o como si fuera de igual jerar- 
quía que otras disposiciones procedimentales. 

El artículo 44, establece la puerta de acceso de los individuos al me- 
canismo de protección de la Convención Americana, por ello se consti- 
tuye en un derecho para los individuos en general y, por supuesto, para 
las víctimas en particular. Este derecho de petición individual es autóno- 
mo respecto del derecho interno de los Estados, en virtud de que, entre 
otras cosas, la legitimo ad causam, que se extiende a todo y cualquier pe- 
ticionario, puede prescindir aún de alguna manifestación por parte de la 
propia víctima. 

Por ello, el derecho de petición individual, tiene como efecto inmediato 
ampliar el alcance de la protección, sobre todo en casos en que las víctimas 
(v.g., detenidos incomunicados, desaparecidos, entre otras situaciones) se 
vean imposibilitadas de actuar por cuenta propia y necesitan de la inicia- 
tiva de un tercero como peticionario en su defensa. 

En este sentido, el artículo 1 . 1 de la Convención Americana consagra la 
obligación general de los Estados Partes de respetar los derechos en ella 
consagrados y asegurar su libre y pleno ejercicio a toda persona sujeta a su 
jurisdicción (sea ella nacional, extranjera, refugiada o apátrida, indistinta- 
mente, independientemente de su estatuto jurídico en el derecho interno). 42 



VI. El derecho y el deber de reparar 

La reparación, como la palabra lo indica, consiste en las medidas que tien- 
den a hacer desaparecer los efectos de la violación cometida. Sobre su ca- 
lidad y su monto, la Corte ha señalado que “dependen del daño ocasiona- 
do tanto en el plano material como en el moral”. En palabras de la propia 
Corte, “la reparación no puede implicar ni un enriquecimiento ni un empo- 
brecimiento para la víctima o sus sucesores.” 43 



42 Cfr. Voto concurrente, Caso Castillo Petruzzi y otros. Excepciones Preliminares, Sentencia 
de 4 de septiembre de 1998, párrs. 3, 26 y ss. 

43 Cfr. Caso Garrido y Baigorria, Reparaciones, supra 42, párr. 43 
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En materia de reparaciones el artículo 63 de la Convención Americana, 
establece que cuando la Corte decida que hubo violación de un derecho o 
libertad protegidos en la misma, dispondrá que se garantice al lesionado en 
el goce de su derecho o libertad conculcados, que se reparen las consecuen- 
cias de la violación y el pago de una justa indemnización a la parte lesio- 
nada. 44 

Este artículo, como ha dicho la Corte, recoge uno de los principios fun- 
damentales del derecho internacional general, reiteradamente desarrollado 
por la jurisprudencia. 45 En consecuencia “al producirse un hecho ilícito 
imputable a un Estado, surge responsabilidad internacional de éste por vio- 
lación de una norma internacional. Con motivo de esta responsabilidad nace 
para el Estado una relación jurídica nueva que consiste en la obligación de 
reparar.” 46 

Si bien existe en la jurisprudencia y en la doctrina un cierto consenso 
acerca de la interpretación y la aplicación de la norma enunciada en el ar- 
tículo 63.1 de la Convención Americana, la Corte en ciertos casos estimó 
conveniente efectuar algunas precisiones al respecto: 



44 En los casos contra Honduras ( Caso Velásquez Rodríguez, Indemnización Compensatoria, 
párr. 38 y Caso Godínez Cruz, Indemnización Compensatoria, párr. 36) la Corte señaló que la 
expresión "justa indemnización" utilizada en el artículo 63.1 de la Convención es “compen- 
satorio y no sancionatoria” y que el derecho internacional desconoce la imposición de 
indemnizaciones “ejemplarizantes o disuasivas”. Igualmente, en el caso Fairén Garbi y Solís 
Corrales, la Corte expresó que “el derecho internacional de los derechos humanos no tiene por 
objeto imponer penas a las personas culpables de sus violaciones, sino amparar a las víctimas y 
disponer la reparación de los daños que les hayan sido causados” Caso Fairén Garbi y Solís 
Corrales, Sentencia del 15 de marzo de 1989. Serie C No. 6, párr. 136. 

45 Cfr. Factory at Chorzów, Jurisdiction, Judgment No. 8, 1927, P.C.I.J., Series A, No. 9, 
pág. 21 y Factory at Chorzów. Merits, Judgment No. 13, 1928, P.C.I.J., Series A, No. 17, pág. 
29; Reparationsfor Injuries Sujfered in the Service ofthe United Nations, Advisory Opinión, 
I.C.J. Reports 1949, pág. 184). Así lo ha aplicado esta Corte entre otros, Caso Neira Alegría 
y otros, Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia 
de 19 de septiembre de 1996. Serie C No. 29, párr. 36; Caso Caballero Delgado y Santana, Re- 
paraciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 29 de 
enero de 1997. Serie C No. 31, párr. 15; Caso Gañido y Baigorria, Reparaciones (art. 63.1 
Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie 
C No. 39, párr. 40. 

46 Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (art. 63. 1 Convención Americana sobre Dere- 
chos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 40; Caso Loayza 
Tamayo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Senten- 
cia de 27 de noviembre de 1998. Serie C No. 42, párr. 85. 
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En primer lugar, resulta útil precisar el vocabulario empleado, la repa- 
ración es el término genérico que comprende las diferentes formas cómo 
un Estado puede hacer frente a la responsabilidad internacional en que ha 
incurrido. Los modos específicos de reparar varían según la lesión pro- 
ducida: podrá consistir en la restitutio in integrum de los derechos afecta- 
dos, en un tratamiento médico para recuperar la salud física de la persona 
lesionada, en la obligación del Estado de anular ciertas medidas adminis- 
trativas, en la devolución de la honra o la dignidad que fueron ilegítima- 
mente quitadas, en el pago de una indemnización, etcétera. En lo que se 
refiere a violaciones al derecho a la vida, como en este caso, la reparación 
dada la naturaleza del bien afectado, adquiere sobre todo la forma de una 
indemnización pecuniaria, según la práctica jurisprudencial de esta Cor- 
te. La reparación puede tener también el carácter de medidas tendientes a 
evitar la repetición de los hechos lesivos . 47 

De esta forma, “la obligación de reparación establecida por los tribuna- 
les internacionales se rige, como universalmente ha sido aceptado, por el 
derecho internacional en todos sus aspectos: su alcance, su naturaleza, sus 
modalidades y la determinación de los beneficiarios, nada de lo cual pue- 
de ser modificado por el Estado obligado, invocando para ello disposicio- 
nes de su derecho interno .” 48 

En esta materia es pertinente considerar también los Principios y direc- 
trices básicos mencionados anteriormente, los cuales consideran como 
formas de reparación a la: restitución, indemnización, rehabilitación, satis- 
facción y garantías de no repetición. 

La restitución que, en la medida de lo posible debería devolver a la víc- 
tima a la situación anterior a la violación, comprende entre otros, el resta- 
blecimiento de la libertad, los derechos, la situación social, la vida fami- 
liar y la ciudadanía de la víctima; el retorno a su lugar de residencia, la 
reintegración en su empleo y la devolución de sus propiedades. 

La indemnización comprende todo perjuicio evaluable económicamente 
que fuera consecuencia de una violación de los derechos reconocidos, tal 
como: El daño físico o mental, como el dolor, el sufrimiento y la angus- 
tia; la pérdida de oportunidades, incluidas las de educación; los daños 



47 Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Dere- 
chos Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 40. 

48 Cfr. Caso N eirá Alegría y otros, Reparaciones, párr. 37; Caso Caballero Delgado y 
Santana, Reparaciones, párr. 16 y Caso Gañido y Baigonia, Reparaciones, párr. 42. 
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materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante; el daño a la 
reputación o a la dignidad; y los gastos de asistencia jurídica o de exper- 
tos, medicinas y servicios médicos, psicológicos y sociales. 

Por su parte, la rehabilitación incluye la atención médica y psicológica, así 
como servicios jurídicos y sociales necesarios. Finalmente, la satisfacción 
y garantías de no repetición deberían contemplarse, cuando fuere necesario: 

a) La cesación de las violaciones continuadas; 

b) La verificación de los hechos y la difusión pública y completa de la ver- 
dad en la medida en que no provoque más daños innecesarios a la 
víctima, los testigos u otras personas, ni sea un peligro para su seguridad; 

c) La búsqueda de los cadáveres de las personas desaparecidas y la ayuda 
para identificarlos y volverlos a inhumar según las tradiciones fami- 
liares y comunitarias; 

d) Una declaración oficial o decisión judicial que restablezca la digni- 
dad, reputación y derechos de la víctima y de las personas más vin- 
culadas con ella; 

e) Una disculpa, que incluya el reconocimiento público de los hechos y 
la aceptación de responsabilidades; 

f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los respon- 
sables de las violaciones; 

g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas; 

h) La inclusión en los manuales de enseñanza de los derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario, así como en los libros de 
texto en todos los niveles de una relación fidedigna de las violacio- 
nes cometidas contra los derechos humanos y el derecho internacio- 
nal humanitario; 

i) La prevención de nuevas violaciones: 

I. asegurando un control efectivo de las fuerzas armadas y de se- 
guridad por la autoridad civil; 

II. limitando exclusivamente la competencia de los tribunales mi- 
litares a los delitos específicamente militares cometidos por per- 
sonal militar; 

III. fortaleciendo la independencia del poder judicial; 

IV. protegiendo a los profesionales del derecho, de la información 
y de otros sectores conexos y a los defensores de los derechos hu- 
manos; 
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V. impartiendo y fortaleciendo de modo prioritario y continuo ca- 
pacitación en materia de derechos humanos a todos los sectores 
de la sociedad y en particular a las fuerzas armadas y de seguri- 
dad y a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley; 

VI. fomentando el cumplimiento de los códigos de conducta y las 
normas éticas, en particular las normas internacionales, por los 
funcionarios públicos, incluido el personal de policía, prisiones, 
información, salud, servicios de psicología y sociales y fuerzas 
armadas, además del personal de empresas; y 

VII. creando mecanismos para vigilar la resolución de conflictos y la 
intervención preventiva . 49 

Finalmente, respecto al reconocimiento de las costas y gastos generados 
por las víctimas, sus familiares o sus representantes a lo largo del proceso 
internacional, al momento de determinar las costas del proceso, la Corte ha 
reconocido que “en la práctica la asistencia legal a la víctima no se inicia 
apenas en la etapa de reparaciones, sino comienza ante los órganos judicia- 
les nacionales y continúa en las sucesivas instancias del sistema 
Ínter americano de tutela de los derechos humanos, es decir, en los proce- 
dimientos que se siguen ante la Comisión y ante la Corte, salvo cuando la 
víctima o sus familiares reciben asistencia jurídica gratuita”. Por ende, en 
el concepto de costas la Corte ha comprendido tanto las que corresponden 
a la etapa de acceso a la justicia en el ámbito nacional como las que se re- 
fieren a la justicia a nivel internacional en sus dos instancias: la Comisión 
y la Corte . 50 



49 Cfr. Informe Final, cit., pág. 10 y ss. 

50 Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (art. 63. 1 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Sentencia de 27 de agosto de 1998. Serie C No. 39, párr. 81. En el mismo sentido 
Caso Aloeboetoe, Reparaciones, párr. 94; Caso Caballero Delgado y Santana, Reparaciones, 
párr. 47; Caso El Amparo, Reparaciones, párr. 21 y Caso Neira Alegría y otros, Reparacio- 
nes, párr. 42. 
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VII. LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS Y LAS MEDIDAS PROVISIONALES 

De conformidad con el artículo 63.2 de la Convención Americana y del 
25 de su Reglamento, la Corte, en cualquier estado del procedimiento, de 
oficio o a instancia de parte, e incluso en casos no sometidos a su cono- 
cimiento a solicitud de la Comisión, podrá ordenar las medidas provisio- 
nales que considere pertinentes siempre que se trate de casos de extrema 
gravedad y urgencia y cuando sea necesario para evitar daños irreparables 
a las personas. 

Estas medidas han servido eficientemente en muchos casos para prote- 
ger los derechos de los afectados, así como de testigos y peritos. Sobre el 
particular la Corte ha afirmado que el deber del Estado de adoptar las me- 
didas de seguridad para proteger a todas las personas que estén sujetas a su 
jurisdicción, derivado del artículo 1. 1 de la Convención Americana, se toma 
aún más evidente en relación con quienes están vinculados en procesos ante 
los órganos de supervisión de la misma. 51 

Asimismo, la Corte ha reiterado que el propósito de las medidas provi- 
sionales en el derecho internacional de los derechos humanos, va más allá 
de preservar los derechos de las partes en controversia y asegurar que la 
futura sentencia de fondo no sea perjudicada por las acciones de ellas 
pendente lite, como generalmente se considera en el derecho procesal in- 
terno, pues además de su carácter esencialmente preventivo, protegen efec- 
tivamente derechos fundamentales, en la medida en que buscan evitar da- 
ños irreparables a las personas. 52 

Respecto de a quiénes protegen estas medidas, la Corte había conside- 
rado indispensable individualizar a las personas que corren peligro de su- 
frir daños irreparables a efectos de otorgarles medidas de protección. 53 Sin 
embargo, la Corte dio un paso adelante en la protección de miembros de 
comunidades en peligro, aun cuando no sea posible individualizar nomi- 



51 Cfr. Caso Digna Ochoa y Plácido y otros, Medidas Provisionales. Resolución del 17 de 
noviembre de 1999, considerando séptimo; Caso del Tribunal Constitucional Medidas Provi- 
sionales. Resolución del 14 de agosto de 2000, considerando 9; y Caso de la Comunidad de Paz 
de San José de Apartado (Colombia), Medidas Provisionales. Resolución del 24 de noviembre 
de 2000, considerando 10. 

52 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Medidas Provisionales. Resolución del Presiden- 
te de la Corte IDH del 7 de abril de 2000, considerando 10 y 11, y Caso de la Comunidad de 
Paz de San José de Apartado (Colombia), Medidas Provisionales, cit., considerandos 1 1 y 12. 

53 Cfr. Caso de haitianos y dominicanos de origen haitiano en la República Dominicana, cit. 
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nalmente a los beneficiados en forma inmediata, a condición de que exis- 
tan datos que permitan en su momento llevar adelante tal precisión. 54 



VIII. Comentario final 

Quiero retomar el análisis del derecho de petición individual reconocido 
en el artículo 44 de la Convención, enfocándome en los requisitos de 
admisibilidad de la misma y en particular al deber de agotar los recursos 
internos antes de acudir a una instancia internacional. 

El artículo 46.1 de la Convención, señala que una petición para ser ad- 
mitida requiere que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la juris- 
dicción interna, conforme a los principios del derecho internacional gene- 
ralmente reconocidos; que sea presentada dentro del plazo de seis meses a 
partir de la notificación de la decisión definitiva y que contenga el nombre, 
nacionalidad, firma y demás datos del peticionario. 

Sin embargo, respecto del agotamiento previo de los recursos internos, 
la segunda parte del mismo artículo establece que no se aplicará tal requi- 
sito cuando: a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata 
el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se 
alegan han sido violados; b) no se haya permitido al presunto lesionado en 
sus derechos, el acceso a los recursos de la jurisdicción interna o haya sido 
impedido de agotarlos y c) haya retardo injustificado en la decisión sobre 
los mencionados recursos. 

Sobre el particular la Corte ha señalado reiteradamente que de los prin- 
cipios de derecho internacional generalmente reconocidos, a los cuales se 
refiere la regla del agotamiento de los recursos internos, resulta en primer 
lugar, que la invocación de esa regla puede ser renunciada en forma expresa 



54 En el caso en cuestión los aproximadamente 12,000 habitantes de la Comunidad de Paz 
de San José de Apartado, Colombia, estaban en una situación de igual riesgo de sufrir actos de 
agresión en su integridad física y su vida por parte de algunos agentes del Estado y grupos 
paramilitares, pues según informó la Comisión, al momento de presentar su solicitud el 3 de 
octubre de 2000, ya habían sido asesinadas 47 personas en nueve meses y existían prácticas 
de grupos armados que ponían en riesgo los derechos de los habitantes de la comunidad, mu- 
chos de los cuales, por otra parte, no daban a conocer sus nombres por miedo a las consecuen- 
cias de una estigmatización. Cfr. Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartado . Véase 
también el voto concurrente de los jueces Sergio García Ramírez y Alirio Abreu Burelli a esta 
resolución, así como el expresado por el juez Antonio Augusto Cangado Trindade en la respec- 
tiva resolución en el Caso de haitianos y dominicanos de origen haitiano. 
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o tácita por el Estado demandado . 55 En segundo término, que la excepción 
de no agotamiento de los recursos internos, para ser oportuna, debe plan- 
tearse en las primeras etapas del procedimiento, a falta de lo cual se presu- 
me la renuncia tácita a valerse de la misma por parte del Estado interesa- 
do. En tercer lugar, que el Estado que alega el no agotamiento tiene a su 
cargo el señalamiento de los recursos intemos que deben agotarse y la prue- 
ba de su efectividad . 56 

Por otra parte, la Corte, aplicando los principios del derecho internacional 
generalmente reconocidos, ha señalado que éstos, no sólo se refieren a la 
existencia formal de recursos internos, sino también a que sean adecuados 
y efectivos. 

Que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del 
sistema de derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica 
infringida. En todos los ordenamientos intemos existen múltiples recursos, 
pero no todos son aplicables en todas las circunstancias. Si, en un caso 
específico, el recurso no es adecuado, es obvio que no hay que agotarlo | ... ] 
Un recurso debe ser eficaz, es decir, capaz de producir el resultado para el 
cual ha sido concebido . 57 

En este sentido, la regla de agotamiento de los recursos internos abarca 
“los procedimientos domésticos, cualquiera que sea la determinación que 
se les asigne, a condición de que se trate de medios o remedios jurídicos 
accesibles, expeditos y pertinentes para combatir un acto o esclarecer una 
situación de lo que resultará la calificación jurídica del acto cuestionado con 
las consecuencias pertinentes .” 58 

Además, es necesario considerar como lo ha hecho la Corte Intera- 
mericana, que la regla de previo agotamiento de los recursos internos en la 



55 Cfr. Asunto Viviana Gallardo y otras. Decisión del 13 de noviembre de 1981, párr. 26. 

56 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares, Sentencia del 26 de junio de 
1987. Serie C No. 1, párr 88; Caso Fairén Garbi y Solís Corrales, Excepciones Preliminares, 
Sentencia del 26 de junio de 1987. Serie C No. 2, párr. 87; Caso Godínez Cruz , Excepciones 
Preliminares, Sentencia del 26 de junio de 1987. Serie C No. 3, párr. 90; Caso Gangaram 
Panday, Excepciones Preliminares, Sentencia del 4 de diciembre de 1991. Serie C No. 12, párr. 
38: Caso Neira Alegría y otros, Excepciones Preliminares, Sentencia del 1 de diciembre de 1991. 
Serie C No. 13, párr. 30; Caso Castillo Páez, Excepciones Preliminares. Sentencia del 30 de 
enero de 1996. Serie C No. 24, párr. 40. 

57 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez, Sentencia de 29 de julio de 1988, párrs. 64 y 66; Caso 
Godínez Cruz, Sentencia del 20 de enero de 1989, párrs. 67 y 69. 

58 García Ramírez, “Algunos criterios recientes de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (1998)”, en Cuestiones constitucionales, Revista Mexicana de Derecho Constitucio- 
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esfera del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, tiene ciertas 
aplicaciones que están presentes en la Convención Americana, consisten- 
tes en la obligación de los Estados de suministrar recursos judiciales efec- 
tivos a las víctimas de violación de los derechos humanos (art. 25), en el 
marco de la obligación general de los mismos Estados, de garantizar el li- 
bre y pleno ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención a toda 
persona que se encuentre bajo su jurisdicción. 59 

El deber de los demandantes de agotar los recursos internos eficaces, se 
encuentra en íntima relación con el deber de los Estados demandados de 
proveer tales recursos, como manifestación de la interacción y complemen- 
tariedad del derecho internacional y el interno. En opinión del doctor 
Antonio Caneado Trindade, la complementariedad de los deberes de las 
partes — el del demandante de buscar previamente la reparación a través 
de los recursos internos eficaces de la reivindicación de sus derechos y el 
del Estado demandado de asegurar en su jurisdicción una eficaz adminis- 
tración de justicia y pronta reparación de los daños — reafirma la función 
clave de protección reservada por los propios tratados de derechos huma- 
nos a los tribunales nacionales y fomenta el perfeccionamiento de los sis- 
temas nacionales de protección judicial. 60 

Además, la obligación de suministrar recursos internos eficaces encuen- 
tra respaldo en el artículo 25 de la Convención, que establece el derecho de 
toda persona a un recurso efectivo ante los tribunales internos que lo am- 
pare contra actos que violen sus derechos fundamentales. Así lo ha mani- 
festado la Corte en reiteradas ocasiones al señalar que “el artículo 25 en 
relación con el artículo 1 . 1 de la Convención Americana, obliga al Estado 
a garantizar a toda persona el acceso a la administración de justicia y, en 
particular, a un recurso rápido y sencillo para lograr, entre otros resultados, 
que los responsables de las violaciones de los derechos humanos sean juz- 
gados y obtener una reparación por el daño sufrido”. Por ello, ha dicho la 
Corte, el artículo 25 “constituye uno de los pilares básicos, no sólo de la Con- 
vención Americana, sino del propio Estado de derecho en una sociedad 



nal, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, México, número 1, julio-diciembre, 1999, 
p. 131. 

59 Caso Velásquez, cit., párr. 91 y Caso Godínez Cruz, cit., párr. 93. 

60 Candado Trindade, Antonio Augusto, "A Regra do Esgotamento dos Recursos Internos 
Revisitada: Desenvolvimentos Jurisprudenciais Recentes no Ambito da Protecao Internacional 
dos Direitos Humanos”, en Líber Amicorum Héctor Fix-Zamudio, vol. I, CIDH, San José, Costa 
Rica, 1998, p. 28. 
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democrática en el sentido de la Convención.” 61 Lo mismo puede decirse 
del artículo 8 de la Convención, que consagra el derecho de toda persona 
a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un 
juez o tribunal independiente e imparcial, para la determinación de sus de- 
rechos de cualquier naturaleza. 

De lo anterior se concluye que la obligación general de respeto y garan- 
tía de los derechos humanos por parte de los Estados y con ello los debe- 
res de prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los mismos, así 
como la obligación de adoptar el orden jurídico interno al internacional, 
constituyen elementos fundamentales de un régimen democrático de de- 
recho. De entre estos deberes, sin duda el de investigar es determinante para 
hacer efectivos los recursos de las víctimas y la justa reparación. 

En este sentido, la Corte ha señalado que el Estado tiene el deber de in- 
vestigar las violaciones de los derechos humanos y procesar a los respon- 
sables y así evitar la impunidad. Impunidad que la Corte define como “la 
falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamien- 
to y condena de los responsables de las violaciones de los derechos prote- 
gidos por la Convención Americana”; por ello, “el Estado tiene la obliga- 
ción de combatir tal situación por todos los medios legales disponibles ya 
que la impunidad propicia la repetición crónica de las violaciones de dere- 
chos humanos y la total indefensión de las víctimas y sus familiares.” 62 Es 
de esta forma como debe comprenderse, a mi manera de ver, la frase que 
hoy nos convoca: “Todo para la víctima nada para la impunidad”. 



61 Cfr. Caso Loayza Tamayo, Reparaciones, párr. 169; Caso Castillo Páez, Reparaciones, 
párr. 106. 

62 Véase entre otros. Caso Paniagua Morales y otros, párr. 173. 




EL DELITO DE TORTURA Y SUS VÍCTIMAS 



Joaquín González Casanova 



Muchas gracias a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y al 
Programa de Atención a Víctimas del Delito, al Instituto Nacional de Cien- 
cias Penales. 

Me parece especialmente importante que se haya planteado el tema de la 
tortura dentro de un seminario dedicado en general a las víctimas del delito, 
en efecto, a veces por las pasiones que la violencia y el delito desatan, la 
exigencia o la pretensión punitiva de las víctimas hace que se reclame al 
Estado el que se actúe con todo rigor y supuesta eficacia, eso ha sido lo que 
lamentablemente en nuestro país se ha aducido con frecuencia en la pren- 
sa para justificar o pretender justificar actos o conductas despreciables. 

Se pierde así de vista todo el desarrollo limitativo de la violencia que par- 
te desde lo que se conoce como las “Leyes del Talión”. A veces ante la bar- 
baridad del enunciado de esas leyes, se nos olvida que fueron una primera 
forma de limitar la retribución a la violencia con la violencia, es decir, esas 
“primitivas” leyes impusieron el límite a la respuesta que se podía dar ante 
un hecho delictivo. ¿Por qué es esto importante desde el punto de vista his- 
tórico del desarrollo de la humanidad y por qué mencionarlo ahora? 

Es importante porque es inherente a la persona responder al ataque de 
que se es víctima y solamente la imposición de límites permite de alguna 
manera que no se den espirales de violencia que culminen con la destruc- 
ción de enormes cantidades de personas, quienes hayan olvidado esto o 
quienes no lo tengan presente pueden voltear su mirada hacia lugares como 
Rwanda o como ex Yugoslavia para ver a dónde se puede llegar cuando no 
se ponen límites a la retribución de la violencia. 

De tal manera que siendo normalmente la tortura una conducta ilícita que 
se imputa a agentes del Estado y que lamentablemente se presenta en el 
ámbito de las investigaciones criminales y de la administración penitencia- 



investigador Asociado en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. 
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ria, hablando en términos genéricos, resulta inusual el que se ponga en el 
contexto de un seminario de esta naturaleza. 

Es especialmente importante, porque justamente nos permite reflexio- 
nar sobre cuáles son los límites que debe tener la vindicta pública. Hoy 
mismo se está hablando en la ciudad de cuestiones que parecerían debates 
superados como la disminución de la edad penal y otras cuestiones que 
resultan extraordinariamente preocupantes porque no son sino una mues- 
tra de la pobreza de la política criminal del Estado mexicano. 

El fracaso de la política criminal del Estado mexicano, la falta de ima- 
ginación y de soluciones idóneas; digo todo esto como un prolegómeno, 
porque si es importante situar algunas cuestiones del deber ser punitivo 
antes de entrar a la materia de la tortura, es importante analizar sobre la 
incompetencia del Estado mexicano que cree que con legislar resuelve los 
problemas de la sociedad. 

Bastaría ver la evolución de los tipos delictivos en nuestro Código Pe- 
nal Federal como una referencia y darse cuenta cuan inepta ha sido nuestra 
sociedad en temas como la lucha contra el narcotráfico en la que las pena- 
lidades simple y sencillamente se han venido incrementando y el resulta- 
do no es perceptible en cuanto a la incidencia criminal. 

Cuantas veces oímos que se reclaman penas más severas en materia de 
secuestro y al observar lo plasmado en el Código Penal Federal para advertir 
cuantas veces se han incrementado las penas y no ha pasado absolutamen- 
te nada es decir, lo menos que debe plantearse el penalista es si son efica- 
ces estas medidas legislativas o si son la solución fácil del legislador para 
pretender que está haciendo algo. Creo que es realmente lo último y que 
simplemente son conductas políticas irresponsables y que no atañen ni al 
origen del problema criminológico como se manifiesta y por ende son en 
el mejor de los casos ineficaces. Lo digo porque en el peor de los casos, que 
es lo que nos toca ver, dan lugar y pauta a nuevas formas de extorsión, 
corrupción y de nuevas injusticias. 

Cuando percibimos en la sociedad mexicana una conducta grave como 
los abusos contra los migrantes indocumentados que pasan por nuestro país 
rumbo a Estados Finidos pero que vienen de Centroamérica, no se nos 
ocurre otra cosa que convertirlo en un delito grave que ya estaba previsto 
en la Ley de Población y el resultado es que ahora si un taxista lleva de 
Puebla al aeropuerto a unos parientes que dicen que se van al otro lado, está 
cometiendo un delito calificado como grave y se va a la cárcel mientras la 
expedita justicia mexicana decide si es inocente o no. 
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Esto no tiene nada que ver con la realidad que vive nuestro país y cier- 
tamente no limita en absoluto la incidencia delictiva que se quería com- 
batir, que es aquélla del transporte de indocumentados que van hacinados 
o escondidos en camiones que transportan combustibles o frutas en con- 
diciones verdaderamente infrahumanas y que ahí realmente va en peligro 
su vida. 

¿Por qué menciono todo esto?, porque en el ambiente que está viviendo 
nuestro país en el que es claro que hay que proteger a las víctimas del de- 
lito, se ha pensado casi exclusivamente que la forma de tutela de las vícti- 
mas, que la solución estriba en aumentar las penas, situación del todo equi- 
vocada y con tintes de carácter ineficaz e irresponsable. Digo todo esto y 
lo vinculo con el tema que nos congrega, porque la actitud hacia la tortura 
es a veces también, no dijéramos de tolerancia, porque creo que en la so- 
ciedad mexicana no hay ya esa tolerancia hacia la tortura, pero es asumirla 
como algo que puede llegar a pasar. 

Durante los últimos 15 años, se ha avanzado en nuestro país en la lucha 
contra la tortura desde la tipificación más o menos adecuada en los años 80; 
tipificación que fue revisada a finales de esa década, hasta la firma de las 
Convenciones Universal contra la Tortura e Interamericana y que de algu- 
na manera gracias a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y las 
Comisiones estatales, se ha avanzado en ir erradicando este fenómeno, sin 
que hasta el momento se haya logrado y con la impresión de que ocurre 
principalmente en las prisiones, usado como forma de control de la disci- 
plina en los penales y ahí es el primer lugar donde hay que investigar con 
todo rigor si se utiliza todavía. 

En materia de víctimas existe un punto de partida que es la Declaración 
de la Asamblea de las Naciones Unidas del 29 de noviembre de 1985, so- 
bre justicia de las víctimas del delito y del abuso del poder; esta Declara- 
ción que es conocida como la Resolución 40/34 de la Asamblea de Nacio- 
nes Unidas, enumera una serie de principios básicos y que son aplicables 
a todas las víctimas del delito, en esencia define en primer lugar en térmi- 
nos muy amplios quiénes son las víctimas. Queda claro que las víctimas no 
son solamente la víctima directa del delito sino también eventualmente su 
familia, sus causahabientes y señala básicamente la necesidad de que se 
garantice su acceso a la justicia, la restitución, la compensación, la asistencia 
legal y finalmente proscribe las diversas conductas de abuso del poder. 

Es decir, en el contexto de los principios generales de los derechos de las 
víctimas se contempla un apartado específico para las víctimas del abuso 
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del poder. Contemporánea a esta Declaración de la Asamblea General, son 
las Convenciones Interamericana y Universal contra la Tortura. Estas Con- 
venciones que son semejantes en su impulso y que realmente tienen varian- 
tes que algunos consideran menores y otros significativas, van encamina- 
das a la misma idea de la protección, de la integridad y de la dignidad de la 
persona frente al abuso del poder. 

La Convención Universal que serviría como el referente básico, define 
a la tortura en términos muy semejantes a los que después adoptó la legis- 
lación federal mexicana y básicamente distingue con claridad entre lo que 
es la tortura y lo que son otras formas de abuso de autoridad o de poder. 

La legislación mexicana ha seguido este impulso, con sus lineamientos 
y así tipifica en general en las leyes contra la tortura que existen en casi todos 
los estados el delito típico de tortura, además existe el abuso de autoridad 
que en general suele ser un artículo con muchos párrafos, fracciones y 
modalidades que comprende ciertamente el abuso de poder que no llega a 
ser tortura. Esto a veces es materia de contención y de debate entre quie- 
nes opinan que la Convención Interamericana tiene un alcance mayor por- 
que comprende en su definición de tortura prácticamente a todas las formas 
de abuso de autoridad. 

En todo caso en el derecho positivo mexicano se han dado varios avan- 
ces en la lucha contra la tortura, partiendo del supuesto de que el bien jurí- 
dicamente tutelado es la dignidad de la persona y poniendo a un lado esta 
coincidencia en el sentido no de caso fortuito sino de hecho que va apare- 
jado en el fenómeno de la tortura de que las víctimas suelen ser personas a 
las que se les imputan hechos ilícitos. 

En este sentido, la legislación mexicana contempla todas las caracterís- 
ticas que de acuerdo al derecho internacional debe tener una lucha contra 
la tortura, es decir, tipifica estas conductas como delito, pero además esta- 
blece la nulidad de las declaraciones obtenidas mediante la tortura. 

Esto tiene como propósito desincentivar la incidencia o el uso de la tor- 
tura para obtener confesiones que pudieran ser admitidas enjuicio. ¿Qué pasa 
en la práctica y qué se ha hecho? En la práctica se sigue diciendo que se 
admiten declaraciones obtenidas mediante tortura. La verdad es que para 
analizar el fenómeno debemos de tener presente los escenarios en los que 
se da la tortura, porque sólo una sistematización permitirá un enfoque ade- 
cuado para orientar medidas para su exclusión definitiva. 

Existen dos grandes escenarios en los que suele ocurrir la tortura, el 
primero es la incidencia en los sistemas penitenciarios en los que se usa 
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como una forma de control de la disciplina; la segunda es la que se da en 
torno a la investigación de los delitos o a la aprehensión en flagrancia de 
personas a las que se hacen imputaciones de la comisión de algún delito. 
La tortura puede tomar distintas formas tanto física como psicológica, 
pero tiene la característica de infligir un dolor grave o severo que tiene 
la peculiaridad de perseguir un fin específico como el de obtener una de- 
claración en un sentido o bien tener el ánimo de castigar por una falta real 
o supuesta. 

De esta manera una persona puede ser torturada física o psicológicamen- 
te, esta última forma puede desbordar la imaginación, la más típica es obli- 
gar a una persona a presenciar la tortura de otra, de un ser querido o la 
amenaza de que éste va a ser víctima de violencia. Habría una diversidad 
de manifestaciones de la tortura. En alguna ocasión, una persona me refe- 
ría una forma muy sofisticada que consistía en que al individuo de sexo fe- 
menino se le pedía que se desnudara y luego en una sala vacía en la que sólo 
se encontraba la persona desnuda, entraban y salían policías que solamen- 
te la observaban. Es decir, este tipo de tortura psicológica, era extraordi- 
nariamente devastadora y significaba todo un reto para la investigación del 
perito médico, que no iba a encontrar ningún rastro de violencia física. 

Estas formas de tortura se dan y existen no solamente en México sino en 
todo el mundo, pero el reto concreto en nuestro país es excluirla. Mencio- 
naba que había dos vertientes en las que se daba, en el sistema penitencia- 
rio y en la investigación de los delitos. ¿Cómo evitar la posibilidad de la 
tortura?, ese es el primer reto que desde el punto de vista de formulación 
de una política pública se debe plantear en cualquier debate. 

En materia penitenciaria la única forma que se me ocurre que puede te- 
ner un carácter preventivo, es la revisión sistemática de los detenidos en 
exámenes médicos en los que tengan derecho a hablar con el médico en pri- 
vado sin presencia de los custodios o de las personas que normalmente los 
vigilan. 

Ustedes que conocen el sistema penitenciario, saben que la salud peni- 
tenciaria es un concepto virtualmente inexistente, no solamente no existe 
de manera preventiva, es decir no hay una norma mexicana de salud peni- 
tenciaria, sino que ni siquiera están en las rutinas de las prácticas médicas 
de higiene más elementales en los servicios de salud. Salvo excepciones, 
en general los sistemas de salud de nuestro país no tienen contemplada ni 
siquiera estadísticamente al prisionero mexicano y sentenciado como des- 
tinatario de servicios de salud. 
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Hay algunas entidades, las más urbanas tal vez, que tienen servicios de 
salud pero no hay directiva y ninguna norma escrita formal que establezca 
los métodos de salud penitenciaria, las rutinas, las prácticas de higiene, los 
niveles de nutrición, las formas de detección de enfermedades usuales; de 
tal manera que las cárceles mexicanas son lugares que están fuera del ho- 
rizonte de los sistemas de salud, sino que incluso son focos epidemiológicos 
no controlados, porque en muchas de las cárceles de nuestro país, sobre todo 
en el campo, la cárcel es un punto de contacto para todas las familias de los 
reclusos en las que tienen niños porque viven con sus familias y también 
mujeres que no son reclusas, sino esposas de los prisioneros a quienes les 
preparan sus alimentos y entonces resulta que si verdaderamente hacemos 
un análisis, observaremos que son necesarios hasta pediatras. Se trata de 
verdaderos focos de dispersión epidemiológica porque hay también muchos 
contactos irregulares, son lugares de hacinamiento, con poca higiene y con 
un intenso tráfico humano. 

Ahora bien ¿qué pasa si un recluso es víctima de violencia por parte de 
un custodio y necesita atención medica?, lo que sucede es que si se siente 
mal de algo, tendrá que pagar al custodio para poder ver al médico, pero 
evidentemente, si la golpiza que ha recibido pone en peligro su vida, difí- 
cilmente podrá ser examinado por un médico. 

De tal manera que el primer punto que señalaría y que se refiere a un 
universo de personas perfectamente controlado y controlable por su con- 
dición de reclusión, es la urgencia de establecer una norma de salud peni- 
tenciaria que permita la revisión periódica integral de todos los reclusos del 
país, con el propósito de garantizar su integridad física y sus derechos a los 
servicios de salud, es decir, hay el doble propósito de la protección del 
derecho a la salud y por otra parte es una forma de garantizar la integridad 
física de estas personas. 

Dado que en el 90% de los reclusorios del país hay prisioneros del fue- 
ro federal, en sentido estricto la Procuraduría General de la República 
(PGR) tiene competencia para actuar en todos esos casos. La ley orgánica 
de la PGR da competencia al Ministerio Público para conocer de los actos 
que afectan jurídicamente a los presos federales. Obviamente es mejor que 
se establezcan normas oficiales mexicanas que se apliquen en general desde 
el sector salud, en toda la República y no solamente en aquellos lugares en 
los que haya presos del fuero federal. 

Este enfoque tiene como característica la misma que se ha seguido para 
prevenir la incidencia de la tortura en la investigación de los delitos, a sa- 
ber, cerrar los márgenes de oportunidad para que se dé la tortura. 
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Es necesario que haya un control preciso de la custodia de las personas 
desde el momento mismo en que se da el primer contacto de la autoridad 
que detiene, hasta el momento de la puesta a disposición del juez y por su- 
puesto durante el periodo previo al acto de sujeción a proceso, pero es 
importante que se establezca la cadena de mando con toda precisión, a efec- 
to de que invariablemente se sepa quién es el garante de la integridad de la 
persona. 

Por mandato constitucional una persona detenida en flagrancia debe ser 
puesta inmediatamente a disposición de la autoridad ministerial, pero las 
condiciones geográficas de nuestro país pueden hacer que esa disposición 
signifique varias horas, acaso 18 ó 20 por ejemplo, cuando una persona es 
detenida en la sierra de Guerrero y la carretera más cercana está a 18 horas 
a pie del lugar de la detención. Esto quiere decir que se requieren linca- 
mientos muy precisos para documentar como se procede y como se debe 
proceder durante ese periodo, que pasa de la detención física a la puesta a 
disposición ante el Ministerio Público. Deben establecerse entonces los 
lincamientos de la revisión médica elemental que garantice la integridad de 
la persona y que también deslinde la responsabilidad de quienes son garan- 
tes de la integridad del individuo a efecto de que si aparece un tipo de le- 
sión que sea producto de un exceso del uso de la fuerza o peor aún, de un 
abuso de poder o de autoridad o de tortura, que todo esto pueda ser identi- 
ficado y documentado para el deslinde de responsabilidades. 

El siguiente punto es la invalidez de las declaraciones obtenidas mediante 
tortura. En ese sentido hay tesis jurisprudenciales bastante claras y orien- 
tadoras que han dejado atrás aquella tesis verdaderamente perversa en el 
sentido en que la declaración inicial, era la válida independientemente de 
cómo se hubiera obtenido y que son muy claras en el sentido de que inclu- 
so se presume que la declaración hecha después de una detención prolon- 
gada es una declaración coaccionada. Así es que desde el punto de vista 
normativo a nivel ley como a nivel interpretación judicial, hay suficientes 
elementos para que cualquier agente del Ministerio Público no pueda usar 
esas declaraciones y para que el abogado las impugne y por ende para que 
el juez las deseche. 

No es válido invocar jurisprudencia obsoleta, esa es una regla bastante 
sencilla y el reto que hay es el de hacer el análisis sociológico de las deci- 
siones judiciales para ver hasta que punto se utilizan declaraciones obteni- 
das mediante tortura. Tengo la impresión de que si esto acaso sucede, pasa 
bastante poco, porque los abogados defensores pueden invocar ya la juris- 
prudencia nueva por una parte y además creo que no recurren a ello con 
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frecuencia. Así que el Poder Judicial Federal tiene un reto y la entidad 
competente para diagnosticar con precisión esta incidencia, sería el Con- 
sejo de la Judicatura Federal, para que con pleno respeto a la autonomía del 
Poder Judicial se pudiera hacer una suerte de auditoria técnica de las sen- 
tencias, pero en todo caso, lo que sería indispensable que es cuando se ar- 
gumente aunque sea de la manera más leve siquiera que esto ha sucedido, 
es que se investigue con todo rigor. Si no tenemos la certidumbre de que 
efectivamente no se ha hecho uso de una declaración obtenida ilegalmen- 
te, no vamos a erradicar la sombra de la tortura. No vayan a pensar que estoy 
insinuando que la tortura no ocurre, el punto de partida de esta conferen- 
cia es que el fenómeno está presente y lo que hay que hacer es cerrar las 
puertas a todas las posibilidades para distintos abusos que hay desde la 
detención de la persona hasta su prisión definitiva. 

En este sentido, el trabajo sobre la tortura en nuestro país ha tenido una 
conducción desigual, hubo un primer impulso cuando se firmaron las con- 
venciones y otro cuando se estableció la CNDH, con posterioridad se fue- 
ron estableciendo las Comisiones estatales y se fue adoptando en casi todos 
los estados del país la legislación que proscribe la tortura. Es pertinente 
señalar que solamente Y ucatán carece en la actualidad de una tipificación 
puntual del delito de tortura y que este asunto ha sido tratado incluso en la 
Conferencia Nacional de Procuración de Justicia. 

Todos los Procuradores de la República han exhortado al estado de 
Yucatán para que revise esta situación, de tal manera que no es un secreto, 
y dado que una condicionante que existía para que no se tipificara ha desa- 
parecido, posiblemente ahora sí sea considerado este hecho y pueda 
sugerírsele al nuevo gobernador que puede mandar una iniciativa de ley 
contra la tortura en su estado. 

El mapa de las violaciones a derechos humanos en nuestro país es muy 
irregular y desigual, los indicadores que existen sobre tortura por ejemplo, 
apuntan a los resultados más extraños e inesperados, pero en esencia se 
podrían hacer algunas afirmaciones y no es este el tema principal de la 
conferencia, pero sí creo que da una idea del ambiente que se vive en nuestro 
país. En esencia, si uno revisa toda la estadística de violaciones a derechos 
humanos del país, de recomendaciones que ha hecho la CNDH, de datos 
que reportan las Comisiones estatales pueden percibirse cosas como esta. 

Primero, que el estado donde hay mayor incidencia per cápita es Ta- 
maulipas, también el que tiene más recomendaciones de la CNDH y la 
mayoría pendientes de cumplir. Pero hay estados como Yucatán que no 
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parecerían paradigmáticos en su situación de violación de derechos huma- 
nos, ya que virtualmente no registran ninguna queja y que tienen en toda 
la historia una sola recomendación de la CNDH y es que simplemente la 
gente no se queja en Yucatán. 

Segundo, hay estados como Aguascalientes que en general no se le per- 
cibe con problemas graves de violaciones a derechos humanos y recuerdo 
que haciendo una vez el análisis específico de los casos de tortura, era el 
estado que más quejas en este rubro reportaba con niveles asombrosos, yo 
me imagino que la gente está acostumbrada a diversos estándares, porque 
al mismo tiempo Yucatán no reportaba ninguna queja, no era que no hu- 
biera quejas de tortura, no había quejas de nada. 

Aguascalientes en ese mismo año tenía aproximadamente 400 quejas de 
tortura solamente y de verdad no da la impresión en la percepción pública 
de que esto corresponda a la realidad. ¿Qué quiere decir esto?, que tenemos 
un problema grave de registro de violaciones a derechos humanos, que 
quiere decir subregistro por una parte, como es el caso de Yucatán, pero 
que se refiere a problemas metodológicos como sería el caso de Aguasca- 
lientes que plantean un reto específico en la cuestión de la tortura y es que 
independientemente de lo inflado que pueda estar el registro en un tópico 
como éste, todas y cada una de las quejas deben ser analizadas una por una. 

Por otra parte, habrá estados en los que se tiene que analizar su situación 
general, ya no hablo más de Y ucatán porque creo que ahí son inagotables 
los ejemplos de declaraciones desafortunadas de las propias personas en- 
cargadas de promover supuestamente los derechos humanos. 

Ahora bien, la pregunta sería qué hacer entonces en esta materia, Méxi- 
co ha establecido una Comisión Intersecretarial para el cumplimiento de sus 
compromisos internacionales en materia de derechos humanos y esta Co- 
misión cuya Secretaría Ejecutiva está a cargo de Relaciones Exteriores, 
estableció a finales del año 2000, un documento que se llama “25 acciones 
contra la tortura”, elaborado en una amplia consulta con las Organizacio- 
nes No Gubernamentales y fue adoptado por concenso unánime entre todas 
las Organizaciones No Gubernamentales participantes, así como las entida- 
des que participan en la Comisión Intersecretarial. Sometida a la conside- 
ración de los titulares de la Comisión quienes lo adoptaron por unanimi- 
dad. Los titulares son la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Secretaría 
de Gobernación, la Secretaría de la Defensa Nacional, la Secretaría de Ma- 
rina y la Procuraduría General de la República en calidad de invitado per- 
manente igual que la CNDH, además de invitados ad hoc. 
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Los titulares de esas dependencias aprobaron ese documento que tuvo 
como origen el análisis y la sistematización de todas las recomendaciones 
que los organismos internacionales han formulado a México sobre la ma- 
teria, entre ellos, el Comité contra la Tortura de la Organización de las Na- 
ciones Unidas (ONU), el Relator contra la Tortura de la ONU, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, principalmente. Había por ahí al- 
gunas recomendaciones dispersas en varios de los informes que sobre 
México se han hecho en los foros internacionales, lo que se hizo inicialmen- 
te fue sistematizar todas las recomendaciones presentadas por organismos 
internacionales, lo que arrojaba un listado de 222, de esas entre 60 y 70 se 
referían al tema de tortura, unas eran repetitivas, algunas ya habían sido 
atendidas, otras no eran aplicables por error de contenido; por ejemplo, una 
recomendación específica de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, decía que los estados de Tlaxcala y Puebla deberían de tipificar 
el delito de tortura y en realidad estos estados ya la tenían contemplada en 
su legislación penal vigente, la entidad que no la tenía era el estado de 
Yucatán. Lo que se hizo fue analizarlas y sistematizarlas y de ahí se elabo- 
ró un programa que se llama “25 acciones para combatir la tortura”, el actual 
gobierno ha hecho propio ese documento, mismo que figura en las páginas 
de internet de la SRE como el anexo 2 del Programa Nacional de Derechos 
Humanos y supuestamente es un texto en vigor. 

El tema de tortura ha sido materia también del Convenio de Cooperación 
Técnica suscrito entre la oficina de la Alta Comisionada de la ONU y el 
Gobierno de México firmado el 2 de diciembre de 2000, lo cual indica la im- 
portancia que se le confiere al tema y en ese sentido se estableció un proyecto 
específico de colaboración para el diseño de una norma oficial mexicana en 
materia de investigación de la tortura y de un protocolo médico, siguiendo 
los lincamientos internacionales aceptados como los más exigentes. 

Es importante ajustarse a estos estándares internacionales, se está traba- 
jando en la elaboración de una norma oficial mexicana con todas las carac- 
terísticas que prevé la ley de metrología en virtud de que tendría que ser de 
aplicación en todo el país y lo que es más interesante de este procedimien- 
to, es que es la primera vez que un gobierno en todo el mundo va a convertir 
en norma oficial los estándares que ha establecido un grupo de trabajo de 
la ONU en la materia. Resulta muy interesante ver como un documento que 
se llama “Protocolo de Estambul para la investigación de la tortura”, va a 
ser convertido mediante las adecuaciones necesarias en una norma oficial 
mexicana. Es el primer ejercicio normativo de esta naturaleza en todo el 
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mundo, eso se está haciendo con la colaboración de la oficina de la Alta 
Comisionada de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. 

Seguramente esto aunado a un proyecto que elaboró la CNDH que tam- 
bién le entregó a esta administración sobre salud penitenciaria, contribui- 
rán a cerrar los espacios para que se presente este fenómeno, pero en últi- 
ma instancia lo que quedará por hacer es investigar rigurosamente cada caso 
que se presente con plena autonomía técnica y posiblemente se deba seguir 
un paralelismo con los procedimientos médicos y decretar que se ha erra- 
dicado la tortura cuando hayan pasado varios años sin que efectivamente 
exista una queja sobre tortura. 

Respecto a la implantación de un protocolo médico las estrategias varia- 
rán de acuerdo a la entidad de la República de que se trate, en esencia, to- 
dos los detenidos tienen que pasar por un examen médico, el problema de 
su práctica es que resulta escueta, de tal manera que cuando hay una inci- 
dencia, no digamos de tortura, sino de lesiones o de algún otro tipo de vio- 
lencia física, es inútil el documento forense que pueda usar un agente del 
Ministerio Público para armar una investigación. 

Hay un efecto preventivo muy grande en la rutina misma, si un médico 
hace su entrevista con el detenido siguiendo las pautas de este protocolo, 
se asegurará la detección temprana a efecto de que si hay una incidencia de 
violencia física o de tortura se haga un dictamen más exhaustivo, pero la 
estrategia esta enfocada a que haya este tamiz inicial que da una enorme 
garantía por el contacto con el médico si se sigue con el rigor necesario; no 
quiere decir que sea absolutamente exhaustivo, finalmente, ante la inciden- 
cia de detenciones que se dan en el país de lo que se trata es de detectar de 
inmediato aquéllas en las que haya violencia las cuales pasan a una etapa 
más rigurosa hechas con capacitación intensa. La mayoría de los dictáme- 
nes médicos las hacen doctores habilitados que a veces son hasta los 
odontólogos del pueblo, lo que se estima es que con un manual sencillo, 
claro y suficiente estarán en aptitud de hacer mejores exámenes, en la prác- 
tica actual cada quién lo hace a su mejor entender sin haber recibido una 
capacitación específica. 

Al mismo tiempo debe haber un cuerpo de profesionales calificados en 
la investigación exhaustiva de incidencias de tortura que se den y no nece- 
sariamente debe estar adscrito a cada una de las procuradurías para la in- 
vestigación de los delitos porque estamos hablando de cuerpos profesiona- 
les técnicos principalmente de médicos que pueden ser habilitados 
casuísticamente cuando se presente una incidencia. 
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El hecho de que la investigación de los delitos sea competencia exclu- 
siva del Ministerio Público, no quiere decir que el médico adscrito sea un 
funcionario de planta de esa institución, sino que cada vez que lo necesite 
podrá habilitar al médico competente y conformar unidades especiales de 
lucha contra la tortura que estuvieran disponibles para ser habilitadas ca- 
suísticamente cada vez que fuera necesario. 

Entre lo que podríamos llamar o conocer como modalidades de la tortu- 
ra física y psicológica, tenemos que la tortura psicológica es la más difícil 
de detectar y en este sentido hay dos vertientes para combatirla, una la 
preventiva y la otra la detección en relación con esta última. Lo que ha 
avanzado a nivel técnico y teórico es la sistematización de lo que se puede 
calificar de síndrome de tortura psicológica, ya hay una amplia experien- 
cia en el campo psicológico y psiquiátrico y requiere desde luego de es- 
pecialistas, pero un profesional de la medicina si puede detectar este tipo 
de conductas, actitudes, reacciones que configuran un síndrome de tortura 
psicológica. 

Estamos hablando del ámbito de la victimología, una persona que ha 
sufrido o ha sido víctima de tortura suele de acuerdo a la práctica observa- 
da, manifestar cierto tipo de conductas, hay mucha literatura, lo que no sig- 
nifica que exista la capacidad técnica instalada en nuestro país. Estimo que 
lo más adecuado es trabajar en la prevención que establece una ruta críti- 
ca con hechos que deben ser documentados y que son susceptibles de ve- 
rificación, que si se cubren, van excluyendo la posibilidad de que se pre- 
sente la tortura física o psíquica. 

En general la tortura psíquica requiere tiempo y la existencia de varios 
factores, si hay presencia de médicos o si por ejemplo los interrogatorios 
son videograbados etcétera, se excluye la posibilidad de la incidencia, por 
supuesto demostrar que ocurrió es mucho mas difícil en cuanto a la demos- 
tración, se diría que hay dos elementos fundamentales a considerar que son 
distintos y que tienen efectos jurídicos diferentes, por una parte esta la ad- 
misión de las pruebas obtenidas mediante tortura, en ese sentido, justamente 
es que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha avanzado al estable- 
cer presunciones de cuando una declaración ha sido coaccionada sin cali- 
ficar el grado o si la naturaleza constituye un tipo de delito, pero sí es algo 
que el juez puede perfectamente o que tiene guías precisas para la valora- 
ción de la prueba. 

Ustedes saben que en el derecho procesal penal mexicano, hay una libre 
apreciación de la prueba, pero este tipo de lincamientos circunstanciales que 
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permiten justamente aquilatar la prueba, por ejemplo una confesión o una 
declaración ante el Ministerio Público es verosímil, en ese sentido digamos 
que opera una cierta presunción. Lo que efectivamente es mucho más difí- 
cil de probar es cuando no se da el cuadro circunstancial de presunciones 
que hagan que el juez deseche la prueba y que se requiera demostrar que 
hubo tortura para excluirla, eso si es difícil. 

En general, cuando el juez aquilata las diversas pruebas, ustedes saben 
que valora una diversidad de elementos y la confesión misma requiere ser 
corroborada por una serie de hechos materiales concurrentes y por si sola 
no es suficiente para una condena. 

Existen esos dos elementos, por una parte la cuestión de cómo valorar 
la prueba obtenida mediante tortura y creo que cualquier juez medianamen- 
te preparado y el nivel de los nuestros tiende a ser cada vez mejor, puede 
perfectamente desechar una prueba obtenida mediante tortura y en todo 
caso ustedes han visto las sentencias que tienen que valorar cada una de las 
pruebas y luego por otra parte, está la investigación de la tortura que es 
mucho más difícil en casos de ser psicológica, no solamente por la dificultad 
misma de la prueba que requeriría la testimonial experta de un psicólogo 
o de psiquiatras, sino porque el delito de tortura en alguna de sus hipóte- 
sis, tipificación en su tipo actual habla de la intención de producir ese do- 
lor severo para castigar por hechos supuestos. 

Un ejemplo de tortura psicológica y también física bastante palpable 
sucedió en el estado de Nayarit, la policía judicial con ayuda de policías 
estatales, trasladaron a una persona detenida supuestamente en flagrancia, 
durante varios kilómetros para presentarlo ante la autoridad ministerial, el 
traslado lo hicieron en una pick up que llevaba el escape roto de tal mane- 
ra que el detenido iba en contacto con la plancha caliente y sufrió quema- 
duras de segundo grado, el traslado duró más de una hora, la CNDH esti- 
mó que se estaba ante un caso de tortura y se hizo la investigación, la 
consignación y el juez libró las órdenes de aprehensión por tortura, bási- 
camente los imputados argumentaron que se había quemado el detenido él 
sólito con la plancha de la batea, la verdad es que toda la evidencia circuns- 
tancial apuntaba por lo menos a un abuso que tenía como ánimo castigar 
por la falta cometida en la fuga que se había dado y por la volcadura que 
había sufrido la camioneta de los judiciales federales en la que se había ma- 
tado uno, por consiguiente existía el ánimo de castigar, en mi opinión 
estábamos ante un caso de tortura. El juez libró la orden en ese sentido y 
posteriormente se reclasificó a abuso de autoridad justamente por esa difi- 
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cuitad de demostrar la intención específica de castigar y decían que había 
sucedido de manera accidental, son cosas que pasan y que son difíciles de 
comprobar. El reto en el derecho penal es establecer típicamente presun- 
ciones de ilicitud sin abrir la puerta a la analogía que sería muy peligroso. 

La subjetividad de lo que es un dolor o sufrimiento grave podría operarse 
a contrario sensu, se tiene que aquilatar en el conjunto de las circunstancias, 
posiblemente si se logró el fin de hacer declarar a alguien tal vez se cruzó 
el umbral del dolor grave, pero efectivamente no hay una tipología, es de- 
cir, los toques eléctricos no dejan huellas ni siquiera lesiones, sólo si se 
hacen con descuido que además no es muy característico de los torturadores. 

No es efectivamente fácil diagnosticar esto, pero circunstancialmente el 
conjunto de las situaciones sí permite determinar que hubo o no dolor gra- 
ve, por eso insisto, es la prevención la que permite evitar la tortura, de lo 
contrario hay muchas formas para lograr esconder su presencia. En la prác- 
tica es la incomunicación lo que permite la tortura sin control. 

La única manera de combatir la tortura psicológica es obligando la 
realización a la grabación de las actuaciones con fines de resguardo de la in- 
tegridad y la protección de la persona, no con fines de preguntar y repre- 
guntar hasta que el inculpado incurra en contradicciones o falsas declara- 
ciones. 

La normatividad que existe sobre las prácticas médicas es dispersa y de 
jerarquía desigual es decir, existe como circulares o acuerdos. En la PGR 
existen acuerdos en vigor pero no como normatividad técnica en el senti- 
do previsto por la ley de metrología, como una norma del sector salud o de 
seguridad pública, eso si no existe. 
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La historia 

El secuestro es una conducta violenta que degrada toda conciencia y afecta 
en lo más profundo tanto la existencia como la dignidad de la víctima, así 
como la de sus familiares que finalmente son víctimas, pues éstos sufren 
paralelamente con el rehén la angustia, la desesperación y el miedo. 

La historia del secuestro se remonta al principio de los tiempos del “Homo 
Sapiens”, donde los jefes de las diferentes tribus secuestraban a personajes 
relevantes de otras tribus para forzar a los líderes de éstas a realizar conce- 
siones de bienes o territorios a cambio de la libertad y la vida del secuestrado. 

La historia nos demuestra que en la época de los romanos, el Empera- 
dor César Augusto, fue secuestrado por unos piratas, mientras navegaba por 
los mares de Grecia. 

Estos piratas, pidieron un rescate de treinta monedas de oro, mismas que 
fueron pagadas siendo liberado de esta forma el Emperador. 

Pocas semanas después, la armada romana detiene a estos piratas y eje- 
cuta a toda la tripulación del navio pirata, salvo a su capitán, condenándo- 
lo al servicio del César como esclavo, por haberlo valorado en un precio 
tan bajo. 

Si nos trasladamos al continente americano, en México, en la época de 
los aztecas, las diferentes tribus realizaban también actos de secuestro, para 
forzar ciertas negociaciones. 

Esto fue adoptado en la época de la conquista, por los españoles que 
también realizaban actos de secuestro. 

Todos estos hechos históricos, permiten reconocer los diferentes elemen- 
tos que participan en el secuestro. 



* Criminólogo. 



[ 133 ] 




134 



COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 



El secuestro en México 

Existen diferentes motivos por los que se lleva a cabo la privación ilegal 
de la libertad. 

Uno de los motivos, es la obtención de un beneficio económico, mismo 
que se genera por el intercambio entre los autores de la privación ilegal y 
los mediadores (normalmente familiares de la víctima) mediante la extor- 
sión y el chantaje con las consiguientes amenazas que permiten tener un 
resultado favorable, como es la libertad con vida y en las mejores condi- 
ciones de salud posible del sujeto de esta privación. 

Por desgracia en ocasiones este tipo de actos no se lleva a cabo solamente 
por bandas organizadas de delincuentes, donde el objetivo de su existen- 
cia es el delito, sino que se llevan a cabo por personas que se amparan detrás 
de organismos oficiales que en teoría se encuentran al servicio de la socie- 
dad y que están a cargo de la prevención de cualquier ilícito del tipo que 
aquí mencionamos. 

Más adelante comentaré las consecuencias postsecuestro que este tipo 
de actos en concreto pueden causar en la víctima. 

Otra de las causas de la privación ilegal de la libertad es con motivos de 
índole político, en estos casos, se encuentran involucrados grupos terroristas 
o guerrilleros y pretenden bajo este tipo de presión, lograr concesiones de 
carácter político, además de aprovechar este acto para solicitar compensa- 
ciones económicas que les permita continuar con su lucha. 

Además de forma más específica y menos asidua es el secuestro por 
motivos religiosos, esto se suele dar entre comunidades de diferentes creen- 
cias religiosas y se utiliza para presionar a sus contrincantes en aspectos 
referentes a sus comunidades seguidoras y dominios de territorios. Algu- 
nos grupos religiosos, ya han transformado el simple delito de privación 
ilegal de la libertad, con los atentados terroristas. 

Este tipo de delito se ha presentado en la zona sur del país, en las dife- 
rentes confrontaciones entre los grupos religiosos que ahí se encuentran. 

También se encuentra el secuestro por motivos casuales, es decir la pri- 
vación ilegal de la libertad se presenta por consecuencia de otro delito, como 
puede ser un asalto o robo, por ser testigo de uno de estos delitos, o por ser 
víctima. 

El último y más preocupante, ya que por norma general tiene un final 
dramático, es la privación ilegal de la libertad por motivos de venganza, en 
estos casos, donde se encuentran involucrados en ocasiones diferentes gru- 
pos delictivos en busca de resarcir viejas rencillas. 
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En todos y cada uno de los diferentes motivos se encuentran involucrados 
los siguientes personajes: 

• El secuestrador, suele ser un individuo con perfil de líder, normalmen- 
te con antecedentes asociales de rechazo a las normas. Suele prove- 
nir de un entrenamiento en otro tipo de delitos y probablemente an- 
tes de convertirse en líder pasa un proceso de aprendizaje que le 
permite generar su propio grupo de acción con sus correspondientes 
células de operaciones. 

• El secuestrado : es un individuo que sirve como elemento de presión 
para obtener el objetivo propuesto. Este objetivo no es necesariamente 
económico sino que puede ser de carácter político, pretendiendo con- 
cesiones; social, pretendiendo generar inestabilidad; religioso, gene- 
rando presiones o argumentos que deriven en diferentes conflictos; 
personales, persiguiendo venganzas; por casualidad, generados como 
derivante de otros delitos. 

• El negociador: es un individuo que generalmente tiene conocimien- 
tos psicológicos, sociológicos y criminológicos, con capacidad de 
control de situaciones de crisis y que tiene capacidad de improvisa- 
ción dependiendo de las circunstancias en las que se encuentre. 



Las medidas para combatirlo 

Lo anterior nos presenta diferentes cuestionamientos complejos en la ma- 
yoría de los casos en sus respuestas. 

Algunos de estos cuestionamientos son: 

¿Se puede eliminar el delito de secuestro? 

Como un riesgo implícito y específico, la respuesta es no. Los riesgos nun- 
ca pueden ser eliminados, tal vez atacando las circunstancias que los pro- 
vocan pueden ser reducidos hasta un mínimo exponente. Si hacemos una 
comparación con las enfermedades, que son un riesgo para la pérdida de 
la vida podemos entender que un ataque del corazón (infarto de miocardio), 
no se puede eliminar en ningún individuo, pero si llevamos a cabo medidas 
preventivas en las circunstancias que lo pueden provocar (grasas, tabacos, 
etcétera) probablemente reduzcamos las posibilidades de padecerlo. Esto 
nos permite entender que los entornos que se deben atacar para la preven- 
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ción del secuestro son, conocer quienes somos los que estamos expuestos 
a él y porqué. Esto nos lleva a otra pregunta. 

¿Se debe estudiar al secuestrado o al secuestrador? 

Los estudios nos dicen que con la sola evaluación del secuestrador no es 
suficiente para determinar las causas reales del mismo. En ocasiones el 
secuestrado es un individuo ajeno a todo el proceso implícito del secues- 
tro y de su objetivo, tan solo vinculado a éste por el hecho de ser privado 
de su libertad, sin embargo no se enfocan estudios concretos al secuestra- 
do, que ayude a determinar la famosa expresión de ¿por qué yo?, ¿por qué 
a mí? 

¿Se debe acceder a las peticiones de un secuestrador? 

Ante todo se debe preservar la vida del secuestrado, por lo que esta deci- 
sión aunque parezca difícil, simplemente es de reflexión. Primero debemos 
conocer el móvil del secuestro, así como las consecuencias en niveles de 
afección del mismo. Todo individuo, antes de sufrir en carne propia este 
delito, expresa su interés de que no se debe de acceder a las peticiones, es 
más la mayoría de los secuestrados en alguna ocasión han expresado su de- 
terminación a que “yo no pagaría”. Esta expresión o determinación cam- 
bia cuando la persona lo vive en carne propia. Es igual como la pena de 
muerte, la mayor parte de la sociedad no compartimos la pena de muerte 
ante ningún tipo de delito, pero cuando el delito nos toca de forma directa, 
el ansia de justicia y de venganza nos puede llevar incluso a desear ser el 
verdugo de la sentencia. 

¿Por qué existe el secuestrador? 

El secuestrador suele ser un individuo que no es improvisado, es una per- 
sona que ha escalado en los diferentes niveles delictivos, iniciando con 
delitos de índole menos graves y que finalmente con un proceso de apren- 
dizaje se convierte en líder de un grupo de secuestradores. Además si anali- 
zamos las estructuras de las grandes organizaciones de secuestradores, éstos 
están involucrados con otros sectores delictivos, como el narcotráfico, el 
robo de vehículos, el tráfico de armas, el robo y asalto de bancos, la extor- 
sión, el fraude, el homicidio, etcétera. Esto implica que estas organizacio- 
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nes tienen redes, conexiones y lazos entre si. Algo que es importante de- 
terminar del secuestrador es que es su negocio y su modo de subsistencia, 
lo que determina que se debe rodear de individuos de su confianza por lo 
que involucran a sus familias cuando su negocio crece, permiten que se 
fraccionen los territorios, para permitir concesiones a sus diferentes inte- 
grantes, quienes además entregan porcentajes, por esta concesión. Además 
si analizamos, de todos los delitos graves es el de menor riesgo para el 
delincuente así como el más rentable. Si comparamos con el comercio, el se- 
cuestro es una empresa similar, donde el secuestrador es el vendedor y el 
secuestrado es la mercancía, dependiendo de la inversión que se haya te- 
nido que hacer para adquirirla, así será la preocupación para venderla a un 
precio razonable, por lo que la mercancía barata no implica preocupación 
en su conservación o pérdida de la misma. 



Atención a las víctimas privadas 

DE LA LIBERTAD ILEGALMENTE 
¿ Qué sucede después de un secuestro ? 

Durante y después de un secuestro pueden ocurrir diferentes síntomas, al- 
gunos de ellos ya muy conocidos. El más conocido y más hablado es el 
Síndrome de Estocolmo, donde se unen diferentes factores que lo hacen 
especial, la falta de entendimiento y de estudio de los casos de secuestro, 
implican que en ocasiones este fenómeno sea interpretado dentro de un 
proceso de secuestro sin que realmente éste se presente. Esto sobre todo 
porque en los casos de autosecuestro, el presunto secuestrado se presenta 
con elementos específicos que se asemejan al Síndrome de Estocolmo. La 
capacidad de negociación del secuestrado con sus secuestradores, también 
puede ser la diferencia en el resultado final del hecho. 

Se llega a la conclusión, que cuando una persona concreta es blanco 
probable de ataque o de secuestro, será necesario entonces un cambio drás- 
tico en su forma de vida, adoptando precauciones sensatas que puedan 
bastar para disuadir a los delincuentes y hacerlos buscar una víctima más 
fácil. 

El Trastorno de Estrés Postraumático es el desarrollo de síntomas carac- 
terísticos después de un suceso traumático. Entre los sucesos que provo- 
can este trastorno se encuentran el ser testigo, experimentar o enfrentar una 
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grave amenaza contra la vida o integridad física propia o de otra persona y 
son experimentados con intenso temor, horror e impotencia. 

Para que exista el Trastorno de Estrés Postraumático deben incluirse 
alguno de los siguientes síntomas: 

• Evocación recurrente e intrusa del suceso; sueños recurrentes y an- 
gustiosos del suceso; 

• Actuar súbito o sentirse como si el suceso traumático estuviera repi- 
tiéndose; 

• Angustia psicológica o reacción física intensa al ser expuesto a su- 
cesos que simbolizan o se asemejan a un aspecto del suceso trau- 
mático. 

Las personas también tienden a evitar persistentemente los estímulos 
asociados con el trauma o experimentar el entumecimiento de toda respues- 
ta general, lo cual debe incluir al menos tres de los siguientes síntomas: 

• Esfuerzos para evitar pensamientos o sentimientos asociados con el 
trauma; esfuerzos para evitar actividades o situaciones que despier- 
ten las evocaciones del trauma; 

• Incapacidad para recordar un aspecto importante del trauma; 

• Interés o participación marcadamente disminuidos en actividades sig- 
nificativas; 

• Sentirse apartado o enajenado con respecto a los demás; 

• Una serie de sentimientos restringidos; 

• Un sentimiento de un futuro reducido. 

Finalmente, existen síntomas persistentes de excitación incrementada, 
incluyendo al menos dos de los siguientes: 

• Dificultad o incapacidad de quedarse dormido; 

• Irritabilidad o explosiones de ira; 

• Dificultad para concentrarse; 

• Hipervigilancia; 

• Una respuesta sorprendente exagerada. 

Todo lo anterior permite que si el individuo víctima de un secuestro, en 
su calidad directa de secuestrado, o en calidad de persona cercana a éste 
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sufre los síntomas indicados, es necesario que tenga un seguimiento psi- 
cológico profesional que le permita superar el Trastorno de Estrés Postrau- 
mático, aunque es recomendable no esperar a que los síntomas se presen- 
ten y se debe iniciar un trabajo de terapia que impida que aparezcan. 




LAS VÍCTIMAS DE ABUSO DEL PODER 
EN LAS CÁRCELES DE MÉXICO: 
ADULTOS PRESOS Y MENORES INFRACTORES 



Antonio Sánchez Galindo* 



La Sociedad Internacional de Derecho Penal, fundada por Prins, Van Ham- 
mel y Von Liszt, empezó a fijar los límites del nuevo derecho de ejecución 
penal, atendiendo específicamente a la política que se debía llevar a cabo 
dentro de la prisión. Lo anterior vino a consolidarse hasta el Congreso de 
Palermo en 1932, en donde el derecho penitenciario adquiere independencia 
y personalidad. Fue en este acto en donde Novelli hace la definición de lo 
que es el derecho penitenciario, misma que tiene validez hasta nuestros días 
y que, desde entonces, es usada por los especialistas de la materia. 

Por lo que hace a la corriente y doctrina de las Naciones Unidas, más allá 
de las filosofías finalista y causalista, entre otras, lanza sus primeros docu- 
mentos relativos al tratamiento de los delincuentes desde 1924 (Sociedad 
de Naciones). 

Posteriormente, en 1948 (después de la interrupción que produjo la Se- 
gunda Guerra Mundial), como producto lógico de oposición a lesión de los 
derechos humanos, la propia Organización de las Naciones Unidas efec- 
túa la proclamación de ellos, nuevo producto de esperanza, que habrían de 
alcanzar hasta los recintos carcelarios. 

Esta culminación tuvo lugar en Ginebra en 1955, con la promulgación 
de las Reglas Mínimas de Tratamiento a los Reclusos y Sentenciados. 

A partir de la fecha anterior, cada cinco años y en diferentes lugares del 
mundo (Londres, Kioto, Caracas, Milán, Ginebra, La Habana y Viena, entre 
otros), la Organización de las Naciones Unidas realiza varios congresos so- 
bre prevención del delito y tratamiento del delincuente, desafortunadamente 
los resultados no han sido muy satisfactorios (las Reglas Mínimas se han 
ido devaluando frente a la realidad, la delincuencia no disminuye, la cri- 
minalidad evoluciona y los medios para afrontarla, en ocasiones, como pro- 
ducto del abuso de poder se ignoran). 



Director Técnico del Consejo de Menores de la Secretaría de Seguridad Pública. 
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En atención a los resultados anteriores, los últimos congresos han sido 
dedicados más a la prevención primaria y secundaria que a la terciaria, que 
es la que corresponde a la ejecución penal, pero también, a los presos re- 
cluidos en prisión preventiva. 

Con la criminología crítica, el control social ha ido cambiando, ya que las 
aspiraciones de esta corriente y de algunas otras, de orientación marxista 
o integralista, han hecho que, de nueva cuenta, la crisis que sufría la pri- 
sión desde fines del siglo pasado (como lo dirían Constancio Bernaldo de 
Quirós y Mariano Ruiz Funes) alcance proporciones ilimitadas que propo- 
nen nuevas medidas de control de la criminalidad y atención a los delin- 
cuentes, porque en esta institución los derechos humanos, no solamente son 
infringidos por comisión, sino también, por omisión. En algunos casos esto 
llega hasta la impotencia. 

En México a principios de siglo, durante la era porfiriana, no habrían podi- 
do triunfar los ideales humanistas, la penitenciaría (inaugurada en 1900), la 
cárcel de Belén, las correccionales para menores, tanto hombres como muje- 
res en la colonia penal de Islas Marías nos hablan de una ideología represiva 
que no habría de superarse hasta entrada la tercera década de nuestro siglo. 

Después de los gobiernos revolucionarios “de facto”, vienen los de de- 
recho, que efectúan una contemplación distinta del fenómeno social. Dos 
son los grandes enfoques de la política criminológica: el Código Penal, de 
1929 y el de 1931. El primero de ascendencia germana, que su autor (el li- 
cenciado José Almaraz) proyectó como el primer cuerpo de leyes en el mun- 
do, iniciando la lucha consciente contra el delito con base en la defensa 
social e individualización de sanciones. No obstante, en la ejecución no 
superó la corriente celular implantada en el porfiriato. Sin embargo, este 
código fue abolicionista, adoptó un sistema de individualización judicial 
que mucho abonó en favor de la certeza judicial, la equidad y la justicia. 

Con el Código Penal de 193 1 , se abre una nueva era aunque inicialmente 
fuese incipiente, la de la humanización en el tratamiento, con fundamen- 
tación científica y con un objetivo claro: readaptar al delincuente. Esta etapa 
se ha superado en múltiples reformas: las de 1964, 1971, 1984, 1990 y 
1994, que marcan nuevos derroteros, algunos esperados, otros inciertos. 
Pero hay que recordar que la política criminológica requiere de tiempo para 
su afirmación o corrección. 

A partir del Código Penal de 1931 y la serie de cuerpos de leyes que a 
continuación se promulgaron (códigos procedimentales, reglamentos, et- 
cétera), se inicia la contemporaneidad, es decir, la actualidad. 
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Los instrumentos que favorecen la implantación de una auténtica polí- 
tica criminológica en todos los momentos de impartición de justicia y, por 
supuesto, del culminatorio que es el de la ejecución, son los congresos, ya 
sean nacionales o regionales. Los congresos penitenciarios anteriores a la 
promulgación del Código Penal de 1931, fueron simples barruntos, esbo- 
zos que no conmovían a la nación en forma profunda. Los que siguieron han 
marcado, insistentemente, el deseo de establecer un derecho penal menos 
severo y una administración penitenciaria más humanizada. Entre ellos 
inscribiremos el de 1932, celebrado en Zacatecas y el Distrito Federal, con 
el que se pretendía la homologación de los principios penales consagrados 
en el Código Penal de 1931; el de 1952 llevado a cabo en las ciudades de 
Toluca y México, en el que se destacaron figuras como la de Celestino Porte 
Petit, quien pronunció la frase lapidaria que se inscribió en la historia del 
penitenciarismo mexicano, cuando manifestó que: “era vano hablar de la 
reforma penitenciaria mexicana, porque no se puede reformar lo que no 
existe. Lo que había de hacer era crear el sistema”. Javier Piña y Palacios, 
Alfonso Quiroz Cuarón, Edmundo Buentello, entre otros, organizaron, 
junto con Sergio García Ramírez, el Congreso de 1969, celebrado en Toluca 
y con motivo de la creación del primer sistema penitenciario integral en la 
República. En éste se habló por primera vez en nuestro país, del principio 
de legalidad penitenciaria, instalaciones adecuadas, personal idóneo, indi- 
vidualización de tratamiento, indeterminación penal y ayuda pospeniten- 
ciaria. También, y a partir de esa fecha, se empezó a hablar en nuestro país 
de auxilio a la víctima del delito. 

Lo anterior sirvió de base (por la convicción y empuje de un hombre ex- 
cepcional como lo es el doctor Sergio García Ramírez) para intentar una re- 
forma penitenciaria integral en toda la República. Fue así como vieron la luz 
las Normas Mínimas sobre la Readaptación Social de Sentenciados; la cons- 
trucción de centros penitenciarios a todo lo largo de la geografía mexicana, 
la selección y capacitación del personal, el aprovechamiento de la interdis- 
ciplina en el tratamiento de ejecución penal, la constitución de patronatos de 
ayuda a los liberados en cada entidad federativa, la continuación sistemáti- 
ca de congresos penitenciarios (Morelia 1972, Hermosillo 1974 y Monterrey 
1976). Junto a estos acontecimientos, leyes, instalaciones y educación de 
personal para adultos delincuentes, se trató en forma paralela (también en todo 
su universo), el problema de los menores infractores. 

Como herencia de los anteriores actos y acontecimientos penitenciarios 
y por la influencia de las corrientes de las Naciones Unidas y de la doctri- 
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na, especialmente la que se refiere a la criminología crítica, los derroteros 
del penitenciarismo mexicano a partir de 1976, se han dirigido a nuevas 
corrientes humanitarias y científicas provenientes del pragmatismo positi- 
vista, descuidando, como consecuencia, los frutos logrados hasta la fecha 
mencionada, el Centro Médico de Reclusorios y el Inacipe. 

Las Naciones Unidas a partir del Congreso de Kioto en 1970, empeza- 
ron a abandonar todo aquello que se conoce como prevención terciaria, es 
decir, la readaptación social del delincuente, para dirigirse a la primaria y 
secundaria. Esto como resultado del fracaso en torno de la disminución de 
la criminalidad, la evolución de los delitos, el crimen organizado, el terro- 
rismo y los delitos transnacionales que soslayan un retorno hacia los prin- 
cipios de represión tradicionales (política de la desesperación). 

No obstante lo anterior, en forma paralela y quizá por disimulo de im- 
potencia, ha florecido un renacimiento de los derechos humanos que equi- 
libran la parte represiva que corre en oposición silente, pero constante al 
humanitarismo. 

Las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas, así como los principios 
básicos como el tratamiento de reclusos, establecieron desde 1955, una 
corriente humanitaria por lo que se refiere a los ámbitos preventivo y de 
ejecución penal. Asimismo, se menciona que “la primera parte de las Re- 
glas tratan de las concernientes a la administración general de los estable- 
cimientos penitenciarios y es aplicable a todas las categorías de reclusos, 
aun a los que sean objeto de una medida de seguridad o de una medida de 
reeducación ordenada por el juez”. 

El principio fundamental de las Reglas manifiesta que ellas deben ser 
aplicadas imparcialmente. No debe haber diferencias de trato fundadas en 
prejuicios, principalmente de raza, color, sexo, lengua, religión, opinión 
política o cualquier otro pensamiento de origen nacional o social, fortuna, 
nacimiento u otra situación cualquiera, sin importar las creencias religio- 
sas y los preceptos morales del grupo al que pertenezca el recluso. 

Por otra parte, se establecen diversos capítulos orientados a una buena 
administración penitenciaria, ajena a toda represión y afiliada a los princi- 
pios humanitarios y científicos. Es así como se habla de la técnica, el re- 
gistro, la forma de clasificación, las instalaciones, la higiene y la salud, la 
alimentación, los ejercicios físicos, la educación, la disciplina y las sanciones 
(al respecto, para reforzar el sentido humanitario de las reglas, transcribimos 
la regla 27 que, a la letra dice: “el orden y la disciplina se mantendrán con 
firmeza, pero sin imponer más restricciones de las necesarias para mante- 
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ner la seguridad y la buena organización de la vida en común”), los medios 
de coacción y el derecho al contacto con el mundo exterior, entre otros 
asuntos. 

Por lo que se refiere a los sentenciados, se proponen normas para el tra- 
tamiento, la clasificación, la individualización, la forma de trato para otor- 
gar privilegios, el trabajo, la instrucción y el recreo, las relaciones sociales 
y la ayuda pospenitenciaria, entre otras. 

Como se desprende de lo anterior, el universo penitenciario tiene como 
objetivos, de acuerdo con esta política de las Naciones Unidas, la seguri- 
dad, la readaptación social, la unión de la familia, la motivación de la co- 
munidad y el tratamiento humanitario, aunque también científico en cada 
uno de los momentos de la estancia del penado en la penitenciaria. 

Complementan al documento anterior los siguientes: 

1. Conjunto de Principios para la Protección de todas las Personas So- 
metidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión. 

2. La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, In- 
humanos y Degradantes para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

3. La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

4. La Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra la Tor- 
tura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 

5. Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cum- 
plir la Ley. 

6. Principios Básicos sobre la Función de los Abogados. 

7. Directrices sobre la Función de los Fiscales. 

8. Proyecto de Reglas Mínimas para el Procedimiento Penal. 

Los objetivos de la política del Organismo Internacional en cuestión, se 
infieren fácilmente: 

I. Establecimiento de una administración penitenciaria humana, téc- 
nica y científica. 

II. Homologación y uniformidad de criterios para el tratamiento de los 
detenidos y penados en todo el orbe. 

III. Transformación de los patrones culturales primitivos de punición, 
retribución e intimidación, entre otros. 

IV. El otorgamiento de seguridad a la sociedad, sin violencia ni re- 
presión. 
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V. Sustitución paulatina de la prisión por otro tipo de sanciones. 

La política de administración de prisiones de la ONU también ha desa- 
rrollado una labor de atención integral a la delincuencia infanto-juvenil. 

La política criminológica de administración penitenciaria contemporá- 
nea en México, además de lo mencionado líneas arriba, parte concretamente 
de los siguientes momentos: 

1. Promulgación del Código Penal para el Distrito Federal en Materia 
Común y para toda la República en Materia Federal. 

2. El Reglamento del Patronato para Liberados, de 1934. 

3. La Promulgación de los Códigos de Procedimientos Penales (Fuero 
Común y Federal de 1931 y 1934, respectivamente). 

4. Ley Orgánica de los Tribunales de Menores e Instituciones Auxilia- 
res, de 1941. 

5. Reforma del articulo 18 constitucional (1964-1965). 

6. Creación de un sistema Penitenciario Integral con fundamento en los 
documentos de las Naciones Unidas, en el Estado de México (1967). 

7. Reforma Penal Federal (1971). 

8. Promulgación de las Normas Mínimas sobre la Readaptación Social 
de Sentenciados (1971). 

9. Promulgación de una nueva Legislación para Menores in fractores (Ley 
que crea los Consejos Tutelares para el Distrito Federal, en 1974). 

10. Construcción de los nuevos Centros de Readaptación Social en to- 
das las Entidades Políticas, incluyendo máxima seguridad. 

1 1 . Construcción del Centro Médico de Reclusorios del Distrito Fede- 
ral (1976). 

12. Construcción de los Reclusorios Preventivos Norte y Oriente ( 1976). 

13. Construcción del Reclusorio Preventivo Sur (1978). 

14. Creación del Instituto Nacional de Ciencias Penales (1976). 

15. Reforma Penal de 1984 (incorporación de los sustitutivos de prisión 
al elenco tradicional de penas). 

16. Reforma Penal de 1994 al Código Penal y al Código de Procedimien- 
tos Penales para el Distrito Federal. 

17. Inauguración del Centro de Readaptación Social Federal de Máxi- 
ma Seguridad (1992, Almoloya de Juárez). 

18. Inauguración del Centro de Readaptación Social Federal de Jalisco 
(1993). 
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Los objetivos de la política de administración penitenciaria del presen- 
te, además de lo propuesto por las Naciones Unidas, se encuentran enfo- 
cados a otorgar a la sociedad del país un sentido de modernidad acorde con 
el momento histórico social que vivimos. Se ha querido establecer un equi- 
librio entre los sistemas humanitarios y científicos y las necesidades de 
atención especial que reclama la criminalidad evolutiva de nuestros días. 

Para el futuro se contemplan otros caminos y derroteros que habrán de 
ofrecer siempre un trato más humanitario, técnico y científico, aprovechan- 
do el tratamiento en externación, con abandono paulatino de la prisión a la 
que se dejará como última ratio. De esta suerte, se podrá llegar a una 
impartición de justicia sin venda en los ojos y sin filo en la espada, tal como 
quería Gustavo Radbruch. 

No obstante, en fechas recientes — y a pesar del establecimiento de las 
instituciones de derechos humanos — el panorama de las prisiones no se ha 
clarificado. Paralelamente, la doctrina ha encontrado la necesidad de sus- 
tituir a la prisión como una pena básica y fundamental (la reina de las pe- 
nas después de la de muerte). Es así como se plantea la posibilidad de crear 
figuras paralelas, o alternativas: desacralizar a la prisión y liberar de la 
infamación y estigmatización a quien la padece: los sustitutivos penales, 
la mediación, la conciliación y, en términos generales, lo que Zaffaroni de- 
nomina la búsqueda de las penas perdidas. Asimismo, existen capítulos que 
requieren de una reestructuración dentro de la prisión. Por ejemplo: la cla- 
sificación. Esta ya no va a ser la discriminación científica únicamente. 
También aparecerá la social de fondo, la que contemple la situación “co- 
munitaria” del penado — aún cuando esto también existiese, en muchas 
formas de antemano — . Así se tendrá que contemplar con mayor finura el 
trato y tratamiento que, en forma individualizada, se le deberán dar al pe- 
nado. Mostremos algo: la preferencia sexual, que solamente se tomaba en 
forma peyorativa y que dañaba el derecho sexual ortodoxo y que ahora es 
preciso tomar en cuenta, sin que sepamos hasta qué niveles específicos 
todavía. ¿Se da en el caso de las mujeres u hombres homosexuales la visi- 
ta íntima? ¿en qué términos y frecuencia y en qué instalaciones? ¿las etnias 
no reclamarán, dado el respeto a los valores culturales que nos obligan una 
atención específica concreta y especializada? ¿para la extrema pobreza, qué 
acciones internas y externas a la prisión deberán realizarse? y ¿los enfer- 
mos mentales, los discapacitados son atendidos adecuadamente? Cabe tam- 
bién considerar al delito evolutivo, al crimen organizado, ¿se justifican los 
nuevos reclusorios de alta seguridad, que laceran los derechos humanos y 




148 



COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 



obligan a penas trascendentes? Otro capítulo, también de especial impor- 
tancia, es el que nace del fracaso del poder establecido en relación con la 
administración de prisiones: ¿qué se debe hacer ahora? 

Todos los capítulos anteriores y otros que surjan como los de la tecno- 
logía aplicada y la investigación científica requieren, en la actualidad, una 
atención propia y, pudiéramos decir, inmediata. La ejecución de la justi- 
cia penal ya no puede esperar más tiempo a su renovación. Es preciso res- 
taurar todo el universo que, hasta ahora — y a partir del siglo XVIII — , había 
tenido vigencia. Esperamos que el Programa de Seguridad Pública, que 
pronto aparecerá, atienda todos estos capítulos en los que cotidianamente 
se laceran los derechos humanos superando este lastre del pasado. 

Pudiéramos decir que para llevar a cabo la innovación de la ejecución 
penal, se deben anteponer los derechos humanos y, a partir de ellos, llevar 
a cabo toda la reforma. Atrás deben quedar la repenalización, la recrimi- 
nalización y la retipificación. La dureza que lleva implícita a la venganza, 
al resentimiento, a la incivilización, debe quedar abolida. Los seres primiti- 
vos y atávicos que buscan resucitar la pena de muerte, la tortura, la privación 
de derechos humanos, la disminución de la edad penal, deberán quedar en 
el pasado. Decimos esto porque implica una regresión a la elementareidad 
de las primeras civilizaciones en las que sólo operaban mediante el mie- 
do, venganza, ignorancia e irrespeto a los derechos humanos: un sistema 
jurídico integral que dentro del nuevo milenio debe marcar la política cri- 
minal de todo país civilizado. 

Para darnos cuenta de la realidad — y de la dimensión del problema — , 
echemos una ojeada a las Recomendaciones que nuestra Comisión Nacio- 
nal de los Derechos Humanos ha realizado dentro de la última década, en 
torno al sistema de prisiones: en nuestro caso específicamente al área eje- 
cutivo-penal. Baste contemplar algunas de las Recomendaciones aludidas 
en su texto sustancial: 

Análisis de las Recomendaciones Pronunciadas por la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos a partir de 1993. 
Confrontación de las Recomendaciones con los Documentos 
de la Organización de las Naciones Unidas. Conclusiones. 
Propuestas y Recomendaciones. Apéndice Legislativo. 

En 1993, la corriente de Recomendaciones se dirigió a la separación de pro- 
cesados y de sentenciados, que se expida por el reglamento interno y se haga 
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del conocimiento del personal y los internos y sus visitantes; que se 
acondicionen estancias de los dormitorios para que la población disponga 
de un espacio adecuado para dormir, que se asigne personal técnico para 
integrar el Consejo Interdisciplinario, que se promuevan actividades la- 
borales productivas, educativas, deportivas, culturales y recreativas en toda 
la población interna; que la atención médica se proporcione de manera 
regular y programada y se efectúen exámenes médicos a los internos, 
que se proporcionen cursos de capacitación al personal de seguridad y 
custodia. Las indicaciones nacieron de las visitas que se llevaron a cabo 
a las prisiones de Tabasco, Jalisco, Chihuahua, Nayarit, Guanajuato, 
Coahuila, Nuevo León, Aguascalientes, San Luis Potosí, Colima, Distrito 
Federal, Tamaulipas, Quintana Roo, Campeche, Morelos, Hidalgo, 
Yucatán, Tlaxcala, Guerrero, Baja California, Veracruz, Sonora, Oaxaca, 
Estado de México, Zacatecas, Chiapas, Durango y Michoacán. En algunos 
casos, las Recomendaciones se extendieron a la necesidad de conceder los 
beneficios que las leyes de ejecución marcaban y que se habían retrasado 
o negado sin justificación. En muchos otros, hubo reiteración en el mismo 
año por incumplimiento. Durante este lapso se realizaron Recomendacio- 
nes para 27 estados. 

En 1994, algunas Recomendaciones fueron: separación entre procesa- 
dos y sentenciados, clasificación clínico criminológica a la población, se- 
paración de hombres y mujeres, conocimiento de la Ley Orgánica de la 
Institución al personal, a los internos y a sus visitantes; que en el área de 
ingreso no se mezclen procesados, que se dote a los reclusos de cama y ade- 
cuadas condiciones de iluminación, ventilación, higiene y mantenimiento; 
que se prohíba terminantemente que los intemos tengan funciones de mando 
y se impidan cobros indebidos entre la población interna, que el personal 
de seguridad no imponga sanciones disciplinarias a los internos, que se 
garanticen que éstas se apliquen por la autoridad competente en exclusi- 
vidad, que no se entreguen medicamentos a los internos para que ellos los 
auto administren y se destine un área específica para internos infectocon- 
tagiosos, que se contrate personal suficiente de psiquiatría para atender a 
los enfermos mentales y se les ubique en zonas separadas del resto de la 
población, que se incrementen las actividades laborales productivas organi- 
zadas por la Institución, de manera que toda la población participe en ellas 
y, asimismo, que se promueva la instrucción escolar entre todos los intemos, 
que se dispongan áreas para visitas familiar e íntima y que se evite que la 
estancia de visitantes sea permanente; que se concluya el edificio de la sec- 
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ción femenil, que se impida el establecimiento de negocios concesionados 
a los internos, y los precios de los productos que se venden en el interior 
sean similares a los del mercado exterior, que se prohíba el uso de teléfo- 
nos celulares y se instalen teléfonos públicos, que se investiguen los ma- 
los tratos, que se evite la existencia de armas entre la población y se tomen 
medidas para garantizar la integridad física de los enfermos, que la aten- 
ción médica sea expedita y oportuna, que se proporcionen equipos de pro- 
tección a los internos que laboran, que se promueva el acceso a la biblio- 
teca. Estas y otras indicaciones sustanciales se otorgaron a las prisiones de 
Sinaloa, Estado de México, Quintana Roo, Guanajuato, Tabasco, Queré- 
taro, San Luis Potosí, Quintana Roo, Michoacán, Chiapas, Jalisco, Zaca- 
tecas, Sonora, Puebla y Oaxaca. Las Recomendaciones se extendieron, 
como se desprende de lo anterior a 15 entidades. 

En 1995, se otorgaron las siguientes: difusión del Reglamento, incre- 
mento del personal técnico, investigación de golpes y malos tratos, que los 
sectores donde se compurguen las medidas disciplinarias se encuentren en 
condiciones dignas, que los expedientes se integren en forma completa y 
adecuada, que se controle al máximo el consumo de bebidas embriagantes 
y el tráfico de drogas, que el trabajo sea productivo, que se comercialicen 
los productos elaborados en el interior, que se supervisen las áreas de se- 
gregación sanitariamente, que se expidan los reglamentos internos, que se 
otorgue un buen mantenimiento de instalaciones, que se respeten los de- 
rechos humanos, que a los jóvenes adultos (de 18 a 25 años) se les asigne 
un área especial, que el personal directivo, administrativo y técnico asuman 
y ejerzan sus facultades, que los reclusos y afectados por el sida no sean 
vejados, que se traten en igualdad a los demás internos y se les otorgue la 
atención médica adecuada. Estas Recomendaciones, entre otras, fueron 
hechas a la Colonia Penal de las Islas Marías, a los Centros de Tratamiento 
de Menores del Distrito Federal, Tamaulipas, Hidalgo, Coahuila, Guerre- 
ro, Querétaro, Veracruz, Jalisco, Quintana Roo, Yucatán, Nayarit, Morelos, 
Colima, Chihuahua, Tabasco, Tlaxcala, Campeche, Aguascalientes, Baja 
California, Sonora y Estado de México. Aquí las Recomendaciones fueron 
otorgadas a 22 entidades. 

En 1996, las Recomendaciones sustanciales fueron: deslinde de respon- 
sabilidades en la introducción de medicamentos controlados y sustancias 
tóxicas, investigación de los delitos cometidos en el interior de los reclu- 
sorios, establecimiento de criterios que favorezcan el respeto de los 
derechos humanos de los internos, clasificación realizada por el Consejo 
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Técnico Interdisciplinario, y conveniencia de reubicar a los internos, con cri- 
terio técnico y científico y sin violar los derechos humanos, funcionamiento 
adecuado de los Centros de Observación, eliminación de los sectores de 
distinción, dotación de mobiliario y ropa de cama, iluminación adecuada 
en las instalaciones destinadas para el término constitucional, conclusión 
de instalaciones básicas, armonización de las exigencias institucionales con 
los derechos de los internos, siempre con respeto a su dignidad; facilida- 
des para la reincorporación del interno a la vida en libertad, que la clasifi- 
cación se extienda a todo el ámbito institucional, seguridad interna para una 
convivencia ordenada y segura; personal técnico suficiente y participante 
en cada uno de los momentos del tratamiento, atención especial a los in- 
ternos seniles, prevención de los actos que realiza la delincuencia organi- 
zada sobre los internos comunes, regulación de actividades, información 
constante a internos, familiares y autoridades; que el aislamiento temporal 
se cumpla en estancias que reúnan condiciones dignas. Estas Recomenda- 
ciones se hicieron a las prisiones de 15 estados: Estado de México, Chiapas, 
Coahuila, Sonora, Veracruz, Hidalgo, Oaxaca, Puebla, Jalisco, Chihuahua, 
San Luis Potosí, Yucatán, Baja California, Tamaulipas y Durango. 

1997, provisión de lo necesario para realizar investigaciones adminis- 
trativas en el interior; otorgamiento, cuando sea necesario, de atención 
médica especializada, separación de procesados y sentenciados e internos 
que se encuentren dentro del término constitucional, publicación y distri- 
bución del Reglamento Interno, abstención de envío de internos de una 
prisión a otra por motivos disciplinarios, prohibición para que se eviten 
medidas disciplinarias no consignadas dentro del Reglamento, contratación 
de personal suficiente y adecuado en los niveles administrativo, técnico y de 
custodia; otorgamiento cabal de las funciones del personal directivo de los 
centros, supresión de gabelas a los internos, dotación de áreas médicas 
suficientes y adecuadas, acondicionamiento de los reclusorios femeninos, 
actualización de expedientes y concesión de beneficios en la forma que 
indique la legislación, alojamiento de los internos sujetos a medidas de 
seguridad, en forma adecuada y separada de los demás reclusos; iniciación 
del procedimiento de responsabilidad administrativa a servidores públicos 
que incurren en faltas por negligencia u omisión; capacitación permanen- 
te en materia de derechos humanos al personal de diferentes niveles, en 
relación con los menores, se considere su interés superior y su ubicación 
sea con base en su adaptabilidad, y también hubo Recomendaciones a 
quejas específicas de los intemos. Las Recomendaciones se dirigieron a 14 
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entidades federativas: San Luis Potosí, Tamaulipas, Nayarit, Oaxaca, 
Veracruz, Yucatán, Distrito Federal, Centro de Tratamiento para Menores 
del Distrito Federal, Estado de México, Tlaxcala, Puebla, Jalisco, Chiapas, 
Nuevo León y Michoacán. 

1998, suministro de alimento suficiente, adecuado y a toda la pobla- 
ción; modificación del Reglamento, aplicación del Principio de Legali- 
dad, funcionamiento adecuado y efectivo de los Consejos Técnico In- 
terdisciplinarios, separación de las personas que se encuentren dentro del 
término constitucional de las 72 horas, que el área de visita íntima se des- 
tine a los fines exclusivos para la que fue creada, que cesen las revisio- 
nes denigrantes a los visitantes y que sean practicadas con el auxilio de 
la tecnología moderna; que se incremente el personal, que se elimine la 
figura de coordinador o cualquier otra que represente que los internos 
tengan funciones de disciplina y mando; que se prohíban los cobros de 
cualquier Índole, que se brinde mantenimiento adecuado a diversas áreas, 
que la desactivación del régimen de autogobierno sea respetuosa y bajo 
procedimientos legales establecidos, que las sanciones se otorguen en 
forma legal y en sitios idóneos, cuando sea necesaria una reclusión espe- 
cifica; que la visita íntima se otorgue equitativamente y sin costo algu- 
no, que los enfermos mentales se alojen en áreas separadas del resto de 
la población con servicios mínimos de habitabilidad, que los servicios 
médicos sean idóneos y suficientes, que se separe el área femenil de la 
varonil, que se realice una sistemática clasificación humana y técnica; y 
que las medidas disciplinarias sean aplicadas por el director de la insti- 
tución. Estas Recomendaciones se otorgaron a las instituciones de Pue- 
bla, Veracruz, Coahuila y Nuevo León. Durante este año hubo recomen- 
daciones para 4 entidades solamente. 

De lo anterior se infiere, que el sistema penitenciario de nuestro país 
adolece de los elementos sustanciales que se requieren para llevar a cabo 
el fin de la pena, que es la readaptación social. Ya dijimos que es necesa- 
rio encontrar, en primer término, la forma de aplicar idóneamente el prin- 
cipio de legalidad, el cual ha tenido vigencia en la realidad en muy pocas 
ocasiones desde su promulgación en 197 1 . Logrado lo anterior, se requiere 
de — lo decimos por enésima vez y después de 30 años de insistencia — 
profesionalización del personal, el establecimiento de instalaciones sufi- 
cientes e idóneas para la ejecución de la pena y las medidas de seguridad; del 
mantenimiento adecuado de las existentes, del otorgamiento de un presu- 
puesto suficiente, de la organización básica de trabajo, educación, relacio- 
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nes con el exterior, interdisciplina, tratamiento individualizado y eficaz, 
trato humano, ayuda posinstitucional y auxilio a la víctima del delito. 

Es claro que en principio se han violado los derechos humanos porque 
a los reclusos no se les trata fraternalmente con respeto y dignidad, la se- 
guridad que se otorga en los penales es mínima o nula y provoca, como 
vimos anteriormente, disturbios constantes de todo tipo; la prisión en sí 
misma se constituye en una pena trascendente porque a la privación de la 
libertad se unen los malos tratos, provocados por el cúmulo de errores ad- 
ministrativos que se cometen, dejando así que la ley no proteja adecuada- 
mente a los reclusos y que con los privilegios que se conceden en el inte- 
rior de las prisiones, exista la desigualdad legal. También vemos que no hay 
protección ni mejoramiento de la salud, educación y trabajo para lograr los 
objetivos que se marcan en el articulo 18 constitucional. En muchos casos, 
el tratamiento otorgado todavía implica tortura, pena cruel, inhumana y 
degradante, lo que atenta contra la declaración de la propia ONU en la 
Convención respectiva — tanto a nivel general como el relativo a la Con- 
vención Interamericana sobre la materia. 

Por lo que se refiere a las Reglas Mínimas sobre el Tratamiento de Re- 
clusos, éstas prácticamente se encuentran violadas integralmente: hay 
diferencias de trato, la forma de control es insuficiente y obsoleta, no existe 
separación de categorías sobre todo por lo que hace a los delincuentes 
adultos, ya que se encuentran mezclados sentenciados con procesados, las 
instalaciones son inhumanas: los locales carecen de higiene, son de super- 
ficie inadecuada por el exceso de población. Por otra parte, no se propor- 
cionan elementos para la higiene personal, ropas suficientes y dignas, la 
alimentación deja mucho que desear y el servicio médico no atiende en 
la forma que los reclusos enfermos necesitan y la disciplina y las sancio- 
nes siguen aplicándose con sentido represivo. Asimismo, cabe mencionar, 
el personal penitenciario no reúne los requerimientos de selección, capaci- 
tación y profesionalización que reclaman los documentos de la Organización 
de las Naciones Unidas, ni el principio de legalidad de nuestro país. En 
consecuencia, el tratamiento adolece de tecnificación y ciencia, de indivi- 
dualización y especialización; las personas con enfermedades mentales 
continúan en lugares inadecuados y, en ocasiones, mezclados con la pobla- 
ción general. 

En relación con los menores infractores, aun cuando la violación de sus 
derechos no ha sido tan intensa como en el campo de los adultos, existen 
aún capítulos que hay que superar: en el ámbito jurisdiccional, en forma 
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mínima y en el ámbito de la ejecución de las medidas, con más intensidad: 
evitar los rigores, la máxima seguridad, la clasificación discriminatoria y 
el tratamiento sin individualización. Mejorar los sistemas de atención dentro 
de los capítulos de trabajo, educación y atención terapéutica, sin vulnerar 
la privacidad de los infractores sujetos a tratamiento y respetando su per- 
sonalidad. Es decir, logrando que todo el régimen global de atención se 
aplique mediante convencimiento y no a través de la imposición. En este 
aspecto, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos también ha otor- 
gado sobre todo a últimas fechas, recomendaciones que marcan una nue- 
va concepción de la justicia penal infanto-juvenil. Han llegado los días de 
tratamiento humanitario a los delincuentes menores y adultos, como desea- 
ba Concepción Arenal y si a pesar de la nueva cultura todavía existe la vio- 
lación a los derechos humanos de unos y otros, como decía la misma pen- 
sadora del siglo XIX: hay que insistir. 




EL JUICIO DE AMPARO EN MATERIA 
DE VÍCTIMAS DEL DELITO 



Jorge Antonio Mirón Reyes* 



Agradezco a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la invitación 
que se me hizo para participar en este importante evento. 

En el año de 1993, el Constituyente Permanente decidió llevar a cabo una 
reforma constitucional al artículo 20, en el que por primera vez a este ni- 
vel, se establecieron una serie de derechos a favor de las víctimas de los de- 
litos, a quienes se les ha catalogado siempre como la parte olvidada en el 
procedimiento penal. 

El establecimiento de este conjunto de derechos aun cuando algunas 
gentes lo consideraron limitado, constituyó el inicio legislativo a través del 
cual el Estado manifestó su interés por proteger a los sujetos que se veían 
afectados con motivo de la comisión de ilícitos en contra de su persona, de 
su patrimonio, etcétera. 

De esta manera, la reforma en comento trajo como consecuencia que las 
distintas leyes secundarias como los Códigos de Procedimientos Penales, 
tanto federal como los locales y el del Distrito Federal, establecieran una 
serie de disposiciones a través de las cuales se reglamentaban estos dere- 
chos previstos en ese artículo 20, producto de la reforma de 1993 y, como 
consecuencia de ello, se empezó a plantear la posibilidad de ver de que ma- 
nera se podían hacer efectivos. 

Desde mi punto de vista, esta reforma constitucional no alcanzó su de- 
sarrollo pleno en torno a la defensa de los derechos de las víctimas, porque 
finalmente ese conjunto de derechos que daban la posibilidad de que las 
víctimas de los delitos pudieran tener una mayor participación en el pro- 
cedimiento penal, no tuvo (ni sigue teniendo) eco por cuanto se refiere a 
su defensa, pues de acuerdo a nuestro sistema procesal penal, aún se man- 
tiene el régimen de la limitada legitimación que tienen estos sujetos para 
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poder ejercer alguna instancia que pudiera favorecerlos en torno a la afec- 
tación de sus derechos. 

Tal situación se observa en la legislación de amparo en su artículo 10, 
concretamente, en el que se establece la posibilidad de recurrir a la instancia 
del Juicio de Amparo por parte de las víctimas del delito, en aquellos ca- 
sos en los que se estuvieren afectando derechos relacionados con el ejer- 
cicio de la acción accesoria que es la reparación del daño. 

En este sentido, el Juicio de Amparo se convierte entonces en un instru- 
mento de defensa para las víctimas del delito, a través del cual van a de- 
fender todos aquellos aspectos que tuvieran relación con la reparación del 
daño, que finalmente se convierte en la acción que para ellos tendría una 
repercusión en su esfera jurídica respecto de la comisión del delito. 

Este planteamiento que deriva de la Ley de Amparo en el artículo 10, se 
convierte en un supuesto inicial que viene a establecer la legitimación de 
las víctimas del delito para promover el amparo. 

Ahora bien, después de una gran labor que varias personas hicimos en 
diferentes foros para buscar la forma de que los actos del Ministerio Público 
fueran objetos de control jurisdiccional, en 1994 nuevamente el Constitu- 
yente Permanente reformó la Constitución, concretamente el artículo 2 1 y 
estableció la posibilidad de que los actos del Ministerio Público pudieran 
ser objeto de impugnación por la vía jurisdiccional. Esto nos llevó a pen- 
sar de inmediato, que se empezaba a gestar un nuevo mecanismo de defensa 
a favor de las víctimas del delito, porque las decisiones ministeriales iban a 
ser objeto de impugnación. 

Tales resoluciones eran aquellas que estaban vinculadas con el no ejer- 
cicio de la acción penal y con el desistimiento de la misma. 

En ese año, muchos pensamos que independientemente de que la ley 
reglamentaria vendría a establecer cuál sería ese mecanismo de defensa a 
favor de las víctimas del delito, el camino idóneo lo era el Juicio de Am- 
paro, que no había otra alternativa, que no había necesidad de un mecanis- 
mo distinto que no fuera el Juicio de Amparo el cual se convertiría de nue- 
va cuenta en el mecanismo de defensa en favor de las víctimas. 

No obstante ello pasó el tiempo, no se expedía ni se reglamentaba a nivel 
de legislación secundaria esta reforma constitucional y la jurisprudencia 
tuvo que venir a establecer una serie de principios a través de los cuales 
interpretó la reforma al artículo 21 constitucional. De tal suerte que en 1998, 
ya nos encontrábamos con una jurisprudencia definida en el sentido de que 
el mecanismo de control jurisdiccional al que se refería el artículo 21 cons- 
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titucional, debería de ser el Juicio de Amparo, en virtud de que a criterio 
de la Corte este artículo había generado un nuevo derecho a favor de los 
gobernados que era el relativo a la seguridad jurídica, esto es, el derecho 
que tiene todo gobernado a que la autoridad procuradora de justicia cum- 
pla cabalmente con su función vinculada con la investigación de delitos de 
tal manera que en ese contexto, la jurisprudencia vino a establecer que to- 
mando en cuenta que el artículo 2 1 consagraba ese derecho a la seguridad 
jurídica y que el Juicio de Amparo es precisamente el instrumento que sir- 
ve para defender los derechos del gobernado, debía tenérsele como el me- 
canismo de defensa de las víctimas de los delitos para poder combatir las 
decisiones ministeriales señaladas en el artículo de referencia. 

La jurisprudencia aludida fue muy discreta, dejó abierta la posibilidad 
de que esta impugnación de los actos a través del amparo se llevara a cabo 
en tanto surgiera la ley reglamentaria que estableciera cuál sería en todo 
caso, el mecanismo procedente para impugnar esas acciones, o bien, se 
estableciera de manera definitiva que fuera el Juicio de Amparo el meca- 
nismo a través del cual se iban a defender los derechos de las víctimas. 

Pasaron todavía dos años y fue hasta el 9 de junio de 2000, cuando se 
publicó en el Diario Oficial de la Federación, una reforma a la Ley de 
Amparo, concretamente al artículo 114, (este precepto legal establece las 
distintas hipótesis que dan procedencia al denominado amparo indirecto) 
y en este sentido, se adicionó una fracción séptima en la cual se estableció 
que era procedente el amparo indirecto en contra de las decisiones que to- 
mara el Ministerio Público sobre el no ejercicio de la acción penal y el 
desistimiento de la misma. 

Bajo este contexto, encontramos actualmente ya establecido de manera 
clara, precisa y objetiva, que es el Juicio de Amparo el mecanismo de con- 
trol jurisdiccional que estableció el constituyente permanente en el artícu- 
lo 21, que actualmente se convierte precisamente en el instrumento de 
defensa de las víctimas para combatir este tipo de actos relacionados con 
las decisiones del Ministerio Público. 

Esta reforma constitucional que se dio primero y luego la reforma legal, 
produjo una actitud negativa en algunos estudiosos de la materia, pues 
consideraron que habría una intromisión del Poder Judicial en las decisio- 
nes del Ministerio Público, pues se vulneraba la facultad “monopólica” que 
le atribuyeron al Ministerio Público en cuanto al ejercicio de la acción penal. 

Desde mi punto de vista, esta situación no es así, primero, porque del 
artículo 2 1 constitucional, no se desprende ningún monopolio de la acción 
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penal a favor del Ministerio Público, sino que lo que se establece es una 
facultad exclusiva para un órgano del Estado, denominado Ministerio Pú- 
blico para investigar delitos, dado que la acción penal es una acción públi- 
ca y para perseguir a los probables responsables, en el contexto del proce- 
so penal, a efecto de poder demostrar su culpabilidad. 

De lo anterior, se desprende que no hay ningún señalamiento en ese 
precepto constitucional en torno a una facultad “monopólica” del Ministe- 
rio Público para ejercer la acción penal. 

En segundo lugar, la decisión del Poder Judicial en un Juicio de Amparo 
promovido contra esas decisiones del Ministerio Público, no va a obligar a 
éste a que ejerza la acción penal, ya que dicha decisión, va a ser en el senti- 
do de considerar si la actitud de este órgano violó o no el derecho a la segu- 
ridad jurídica consagrado en favor del gobernado. 

De tal suerte que el pronunciamiento del Tribunal de Amparo, deberá ser 
en el sentido de estimar o no la existencia de la violación constitucional, 
y en caso de que ésta haya sido así, tendrá que determinar que el Ministe- 
rio Público deje sin efecto su resolución y que cumpla cabalmente con su 
función de investigador de delitos, que es esa precisamente la facultad que 
le otorga el artículo 21 de la Constitución. 

Con este señalamiento, yo creo que puede romperse esa inercia de con- 
siderar que habría una invasión de competencia del Poder Judicial hacia las 
actividades del Ministerio Público y se cumpliría con el principio que debe 
prevalecer en un Estado de derecho democrático, que es que todos los ac- 
tos de las autoridades deben ser objeto de control jurisdiccional y que no 
había ninguna razón para que los actos del Ministerio Público no entraran 
dentro de este contexto de control a través del Juicio de Amparo. 

Evidentemente que esta reforma viene a convertirse en un paso impor- 
tante en la defensa de los derechos de las víctimas del delito, porque de esta 
manera se les otorga ya un mecanismo más de defensa en protección a esos 
derechos vulnerados por el Ministerio Público en el ejercicio de su función 
de procuración de justicia. No obstante ello, me parece que es necesario 
hacer una reflexión en torno a los actos consistentes en el desistimiento de 
la acción penal. 

El desistimiento de la acción penal es una figura que no está prevista 
expresamente en la ley y ello se convierte en un problema para la víctima, 
pues no tiene definido el acto ni el momento en que podría impugnar una 
decisión del Ministerio Público vinculada al desistimiento de la acción 
penal. 
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Habrá evidentemente, como ustedes lo saben, causas que den lugar al 
sobreseimiento del proceso penal y una de ellas puede ser la formulación 
de conclusiones inacusatorias, la cual la han vinculado precisamente con 
esta figura del desistimiento de la acción penal. 

Pero si esto fuera así, existen algunos problemas prácticos que exigen una 
reforma al Código Procesal Penal tanto Federal como de los estados, que 
permitiera darle vida y efectividad a este mecanismo de defensa porque, 
por un lado, nos enfrentamos a que el desistimiento de la acción penal es 
un acto propiamente procesal que se produce en el proceso penal por el Mi- 
nisterio Público, el cual está actuando como parte, el Juicio de Amparo 
solamente procede contra actos de autoridad, ese desistimiento no podría 
alcanzar ese carácter, pues el mismo no estaría proviniendo de una autori- 
dad. Por otro lado, la impugnación de tal determinación pudiera acarrear- 
le al procesado una afectación en sus derechos, ya que al ser ratificadas las 
conclusiones inacusatorias por el Procurador, se produciría el sobresei- 
miento de la causa, y si el gobernado víctima va a tener 1 5 días para promo- 
ver su Juicio de Amparo, puede ocurrir que cuando lo solicite, seguramente 
la persona que estaba siendo procesada ya se encuentre en libertad y si se le 
otorga el amparo a la víctima, la reaprehensión del sujeto tendría que deter- 
minarse para que vuelva a ser sometido a la jurisdicción del órgano compe- 
tente, enfrentándonos ahora por una parte, al problema de la impunidad, dado 
el incumplimiento de estos mandamientos judiciales; y, por otra parte, a que 
la libertad obtenida por el procesado se convierta en una especie de libertad 
provisional, que se traduce en una absolución de la instancia que está prohi- 
bida por el artículo 23, porque finalmente su libertad no se alcanzaría en 
definitiva hasta en tanto el órgano de amparo decididiera sobre el plantea- 
miento que le ha hecho el gobernado víctima del delito. 

Otro problema que se presentaría, suponiendo que el amparo se promo- 
viese antes de que la persona pudiera abandonar la cárcel, sería sobre su 
situación jurídica por cuanto se refiere a su libertad, algunos pensarían que 
el amparo a través de la suspensión, evitaría que obtuviera su libertad y esto 
permitiría que se mantuviese preso, pero esto traería como consecuencia que 
el sujeto se encuentre privado de su libertad sin justificación legal, porque 
ya habría una decisión del Ministerio Público de desistirse o de formular 
conclusiones inacusatorias y, por el otro lado, la decisión que debe prove- 
nir del juez de sobreseer la causa. 

Las complicaciones que yo le veo a esta parte de la reforma, me obligan 
a sugerir que se busque una alternativa que permita justificar el por qué pue- 
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den impugnarse esas decisiones y cómo la reforma permitiría garantizar al 
procesado el respeto de sus derechos. 

Quizás el planteamiento pudiera ser que en esos casos, cuando se inter- 
ponga amparo, la suspensión pueda producir su efecto en el proceso penal 
que traería como consecuencia evitar que se pronunciara o se emitiera la 
decisión respecto al sobreseimiento, dado el planteamiento formulado por 
el Ministerio Público y entonces así el procesado se mantendría, cierta- 
mente, en una situación privativa de libertad, pero sujeto todavía a un pro- 
ceso penal que esta sub judice y creo que de esa manera se podría conci- 
liar este aspecto. 

El punto relativo al acto de autoridad es algo que me ha preocupado desde 
el principio, porque me tocó participar de alguna manera en las primeras 
discusiones sobre esta reforma al artículo 1 14 y uno de los planteamien- 
tos que hacíamos era en el sentido de cómo íbamos a establecer el acto de 
autoridad para que pudiera ser viable la promoción del amparo, se pensó 
que finalmente la mejor forma era señalar que el acto que iba a ser materia 
de impugnación debería ser el que confirmara la decisión del desistimien- 
to, ya que esta confirmación no vendría del Ministerio Público que está 
actuando como parte, sino de su superior, el cual “carecía” del ropaje de 
parte. Claro está que esto es una serie de abstracciones que habría que ha- 
cer para interpretar la reforma y darle viabilidad a la impugnación creada 
en favor de las víctimas. 

Hasta este momento podemos observar, por una parte, que la Ley de 
Amparo sí establece que el ofendido o la víctima del delito pueda recurrir 
al amparo en estas dos circunstancias, una que ya estaba prevista antes, que 
era la de impugnar todas esas decisiones que tuviesen que ver con la repara- 
ción del daño y, por la otra, la posibilidad de impugnar estas decisiones del 
no ejercicio de la acción penal y del desistimiento de la misma. 

Estas reformas que se han producido actualmente tienen que venir acom- 
pañadas necesariamente de otras, porque el régimen que priva en un Jui- 
cio de Amparo en materia penal, es de excepción fundamental creado so- 
lamente a favor de los sujetos sometidos al procedimiento penal, de tal 
manera que un amparo promovido por las víctimas tiene que estar constre- 
ñido a las reglas de un amparo normal, es decir, debe estar sujeto al térmi- 
no de 15 días, debe agotar su principio de definitividad cuando en algunas 
legislaciones así se exija y tiene que aplicársele en todo caso el principio 
de estricto derecho; de ahí que tiene que haber una reforma a la Ley de 
Amparo. 
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En el proyecto de Ley de Amparo, no hay muchos señalamientos al res- 
pecto, pero insisto, es necesario que se establezcan una serie de lincamientos 
que hagan que el amparo para las víctimas se convierta en un medio de fácil 
acceso para que pueda haber congruencia con la intención que se deriva de 
la Constitución, en el sentido de dar una mayor protección jurídica a las 
víctimas del delito. 

Finalmente nosotros observamos que el 21 de septiembre de 2000, se 
produjo una nueva reforma al artículo 20 de la Constitución, creándose un 
apartado “B”, concretamente referente a los derechos de la víctima o del 
ofendido. 

Con esta reforma, se termina con la idea tradicional de que el artículo 
20 consagraba una serie de derechos en favor de los procesados. 

Sin embargo, las reformas que ha sufrido el multicitado artículo (las de 
1993 y la de 2000), nos llevan a considerar que este artículo 20, contem- 
pla derechos tanto en favor de los sujetos que están siendo sometidos a un 
procedimiento penal, como en favor de los sujetos identificados como ofen- 
didos o víctimas del delito; de tal manera que este artículo, con la última 
modificación, rompe todo su esquema tradicional y entonces aquí encon- 
tramos derechos en favor de los indiciados, de los inculpados, de los pro- 
cesados y de las víctimas. 

Una interrogante que me formulo, es en torno a si realmente esta refor- 
ma se convierte en un paso importante respecto a la defensa de los derechos 
de las víctimas o si sólo es una mera declaración de principios. 

Mi punto de vista que externé en alguna reunión en donde fui invitado 
para conocer este proyecto de reforma, es que no era necesario hacerla al 
artículo 20, que la que se hizo en 1993, resultaba suficiente para poder re- 
tomar los derechos en favor de las víctimas y que todo lo que seguía des- 
pués, era materia de la legislación secundaria. 

El original proyecto de reformas del artículo 20, era muy ambicioso por- 
que planteaba entre otros derechos, que se establecería en favor de la víc- 
tima una defensoría de oficio, la apertura oficiosa del incidente de repara- 
ción del daño y otros derechos que se querían hacer equivalentes con los 
de las personas sujetas al procedimiento penal. Evidentemente que esto 
nadie puede considerarlo incorrecto, ni mucho menos injustificado; sin 
embargo, esto representaba una dificultad desde muchos puntos de vista, 
pero estrictamente el crear una defensoría de oficio en favor de la víctima 
sin que estas tuviesen reconocido su carácter de parte en el proceso penal, 
no era muy razonable jurídicamente, como tampoco lo era al abrir oficio- 
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sámente el incidente de reparación del daño cuando esto es atribución del 
órgano ministerial. 

Evidentemente que lo planteado, obligaba necesariamente a cambiar la 
dinámica sobre la participación de la víctima en el proceso penal. 

Otro planteamiento era que en todos los procesos penales debía conde- 
narse al responsable del delito a la reparación del daño, evidentemente esto 
tampoco pudo ser aceptado ya que la reparación del daño aun cuando sea 
una acción accesoria, también está sujeta a prueba, entonces no podrían los 
jueces eliminar ese aspecto probatorio y condenar al responsable del deli- 
to automáticamente a reparar el daño, aparte porque habrá otros casos donde 
no haya víctima particularizada del delito. 

Se plantearon algunas alternativas y finalmente se decidió reformar el 
artículo 20, creando ese apartado “B” que consagra seis fracciones de las 
que se derivan derechos en favor de las víctimas. Quiero aclarar que no es- 
toy en contra de la creación de mecanismos de defensa a favor de las víc- 
timas, al contrario hemos ido coadyuvando para que haya mayor oportu- 
nidad de defensa a favor de ellos, pero también es cierto que mi posición 
ha sido que hay que evitar la repetición, que no hay que abusar de la refor- 
ma y que finalmente esto no se convierta en una especie de abanderamien- 
to de un grupo que pretende defender a las víctimas de manera muy radi- 
cal y que provoque este tipo de situaciones. 

Independientemente de lo anterior, ya está hecha la reforma y ustedes 
podrán darse cuenta que muchas cosas que dice ya estaban contempladas 
en la reforma de 1993. Por ejemplo, se establece como derecho en favor de 
las víctimas recibir asesoría jurídica, ser informado de los derechos que en 
su favor establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del 
desarrollo del procedimiento penal. En el antiguo artículo 20, se estable- 
cía que en todo proceso penal la víctima tenía derecho a recibir asesoría ju- 
rídica. El mecanismo, la idea, la finalidad era la misma, la asesoría jurídica 
no solamente era contar con algún asesor jurídico privado que le permitie- 
ra ir indicando el camino que iba siguiendo la investigación o el proceso 
correspondiente, sino que también se vinculaba con esa posibilidad de ver 
cuáles eran sus derechos durante el desarrollo del procedimiento. 

La fracción segunda habla de la coadyuvancia con el Ministerio Públi- 
co, del derecho que tiene de que se le reciban todos los elementos de prue- 
ba con los que cuente, tanto en la etapa de averiguación previa como del 
proceso y que se desahoguen esos mecanismos probatorios. En la reforma 
anterior ya se establecía también como derecho a favor de la víctima. 
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Los impulsores de la reforma planteaban que era importante estar obli- 
gando primero al Ministerio Público y después al juez, para que recibiera 
esos elementos de prueba, que la víctima de manera directa pudiera ha- 
cerlos llegar a la instancia correspondiente para que estos se desahoga- 
ran y pudieran servir de base al momento de tomar la decisión jurídica, 
creo que esto podría ser materia de una legislación secundaria sin ningún 
problema. 

Se establece como otro derecho a favor del gobernado, el de recibir desde 
la comisión del delito la atención médica y psicológica de urgencia, dere- 
cho que estaba previsto desde la reforma anterior, como también el de repa- 
ración del daño. 

Finalmente, un caso novedoso es el que refiere al derecho de la víctima 
u ofendido cuando sean menores de edad, a no carearse con el inculpado 
cuando se trate de delitos de violación o secuestro, en estos casos se lleva- 
ran a cabo declaraciones en las condiciones que prevea la ley. 

Como se puede apreciar, en general, el contexto es el mismo que en 
1993, la idea era establecer una serie de derechos mínimos en favor de 
la víctima que tenían que ser desarrollados por la legislación secundaria, 
como lo hizo por ejemplo, el Código de Procedimientos Penales del Dis- 
trito Federal que en su artículo 9, consagra los derechos a favor de las víc- 
timas. 

¿Cuál es la idea de haber elaborado esta reforma y de haber querido pre- 
cisar los derechos de las víctimas?, desde mi punto de vista fue con la fi- 
nalidad de ir buscando un mecanismo de defensa que pudiera hacer efecti- 
vo estos derechos y que fuese precisamente el Juicio de Amparo ese 
instrumento que permitiría a la víctima tener acceso a la justicia en defen- 
sa de sus derechos establecidos en la Constitución. 

En este momento creo que no todos estos derechos consagrados en el 
artículo 20, pueden ser reclamables a través del amparo, porque en algu- 
nos de ellos nos enfrentamos nuevamente al problema de la falta de legiti- 
mación del ofendido para participar en el procedimiento penal, lo que lo 
imposibilita también para promover el amparo; de tal manera que creo que 
lo que hay que hacer aquí, ya que la reforma está hecha, es modificar tanto 
los Códigos Procesales Penales en cuanto a la legitimación que deben darle 
a la víctima del delito dentro del procedimiento penal, como nuevamente 
la Ley de Amparo y establecer en ese artículo 10, que prácticamente se ha 
convertido en el precepto que establece las hipótesis de procedencia del 
amparo a favor de las víctimas, las adicionales que deberían agregarse para 
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hacer efectivos los derechos que se establecen en el artículo 20, porque de 
otra manera va a ser muy difícil que un Tribunal de Amparo, no obstante 
que estamos frente a un derecho consagrado a nivel constitucional pueda 
reconocer la causación del agravio personal y directo que se exige como 
presupuesto de procedencia del amparo para hacer efectivo ese medio de 
defensa, porque el agravio, para efectos del amparo no es lisa y llanamen- 
te la causación del daño o perjuicio en la esfera jurídica del gobernado, sino 
el mismo se convierte además en el presupuesto que denotaría el interés ju- 
rídico que debería tener el quejoso para poder recurrir al amparo, el cual 
necesariamente estaría ligado a la legitimación que tenga la víctima en el 
procedimiento penal respectivo, para hacer valer ese derecho. 

De tal manera que de esta reforma constitucional, hay que crear otras a 
nivel de leyes secundarias que permitan hacer efectivos estos derechos. En 
estos momentos el único derecho que puede realmente hacerse efectivo a 
través del Juicio de Amparo, es el que prevé la fracción IV, del artículo 20, 
que refiere a la reparación del daño; esto estaría vinculado con el artículo 
10 y tendría viabilidad, pero por ejemplo, el recibir asesoría jurídica, asis- 
tencia médica y psicológica, entre otros, son derechos que resultan impor- 
tantes pues generan la necesidad de prestar el apoyo a aquellas personas que 
han sufrido una afectación con motivo de la comisión de un delito y por 
tal motivo, creo que hay que generar la manera por vía de legislación 
secundaria para que estos derechos puedan hacerse efectivos. 

La reforma en comento busca no solamente crear ese conjunto de dere- 
chos sino su objetividad y su materialización; la única manera de hacerlo 
es creando en la ley secundaria las hipótesis correspondientes, no creo que 
sea descabellado el reconocerle el carácter de parte al ofendido en un pro- 
ceso penal, lo que sí es que pretendan convertirlo en un juicio privado en 
el que se ventile sólo el interés de la víctima y, por tanto, lo concerniente 
a la reparación del daño sin tomar en cuenta la afectación que sufre la so- 
ciedad con motivo de la comisión del delito, provocando de esta manera 
que la víctima sea la que decida el destino de la justicia penal. 

En conclusión, el Juicio de Amparo es el instrumento de defensa para la 
víctima, pero deben darse las condiciones para que pueda hacer efectivos 
sus derechos y para que tenga un fácil acceso a la justicia. 




PALABRAS DE CLAUSURA DE LAS PRIMERAS 
JORNADAS SOBRE VÍCTIMAS DEL DELITO 
Y DERECHOS HUMANOS 



Alejandro Gertz Mañero* 



Primero quiero agradecerles a todos ustedes la oportunidad de estar aquí y 
hacerles un breve comentario, todos debemos estar de acuerdo en la sen- 
sación de indefensión y en la preocupación de toda la comunidad frente a 
la inseguridad, a la impunidad y a la corrupción, quizá es el aspecto más 
doloroso que enfrenta en este momento la sociedad mexicana, creo que 
nosotros como gente que hemos dedicado la vida al derecho y a la justicia 
debemos aportar ideas que sean viables y prácticas en esta materia. 

Considero que la CNDH y las Comisiones Estatales de Derechos Huma- 
nos han sido un paso fundamental en la defensa de la sociedad pero falta 
todavía mucho, hay que darles a las Comisiones de Derechos Humanos un 
ámbito más amplio del que tienen. Las violaciones a los derechos huma- 
nos y la injusticia para miles de personas que se quedan en estado de inde- 
fensión o que son víctimas del delito y nadie los asiste, debemos pensar en 
ellos como un universo al que todavía no le ha sido resuelto su problema y 
sus necesidades. 

Tenemos que ver que el Ministerio Público no puede ser ya en estas cir- 
cunstancias el que defienda a las víctimas quitándoles a éstas y a los ofen- 
didos del delito el derecho de defenderse, creo que el Ministerio Público 
tiene que ser, como lo es, una representación social, pero también la vícti- 
ma debe tener el derecho pleno de defenderse ante el delito y frente a las 
autoridades jurisdiccionales. 

Se dice que la reparación del daño no es un tema que deba ser 
prioritario, yo considero que sí lo es, ya que lo que más lastima a todos 
los miembros de esta sociedad, es el daño que nos causa el delito que no 
nos lo repara la cárcel, tenemos que luchar porque la reparación del daño 
sea un bien jurídicamente protegido en forma auténtica y real, no pode- 



* Secretario de Seguridad Pública Federal. 
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mos permitir que a la gente le lastimen su integridad personal y su patri- 
monio sin que haya una reparación a ese daño que es tan grave. Se nece- 
sita unificar los criterios jurídicos es decir, no veo razón para que exis- 
tan tantos Códigos Penales, al fin y al cabo todos los delitos son iguales, 
porque hasta donde yo sé el robo es robo y el homicidio es homicidio y 
entonces qué diferencia hay en que el homicida sea de Aguascalientes y lo 
haya cometido en Morelos. Me dirán que en casos especiales en algunos es- 
tados de la República por sus condiciones étnicas tienen algunas particu- 
laridades que se toman en cuenta como causas excepcionales o particulares, 
pero en la regla general lo deberíamos aplicar como lo tenemos en mate- 
ria mercantil y laboral, un Código Penal y un Código de Procedimientos 
Penales que funcione, tenemos que acotar al Ministerio Público, no puede 
ser que una entidad que está hecha para la protección de la sociedad no 
tenga un control de la misma, quienes de ustedes sean litigantes o hayan 
sido víctimas y tengan que acudir ante el Ministerio Público sabrán lo que 
a uno le pasa. 

En ese sentido debemos hacer un esfuerzo para proporcionarle a la so- 
ciedad los marcos jurídicos que las necesidades del momento merecen. Se 
habla mucho de la corrupción de los policías, es decir, parece que el ofi- 
cial de crucero es el villano de todo el drama y tragedia nacional, percep- 
ción injusta pues esta figura es el resultado de una estructura que viene des- 
de arriba, si no se combate la corrupción en ese nivel nunca se va a resolver 
abajo, los policías no son sino la consecuencia de lo que han hecho de ellos 
durante años y ahora los llevamos a un juicio social y los descalificamos. 
Debemos verlo con un criterio general, los policías son miembros de una 
comunidad de la que formamos parte y a la que nosotros también ayuda- 
mos a corromper. 

En materia de seguridad y justicia si no tenemos una solución no va- 
mos a salir adelante en ningún otro aspecto, hay que generar infraestruc- 
tura de seguridad, y certeza jurídica, para lograr tranquilidad y paz para 
que los jóvenes estudien, los profesionistas hagan su tarea y la gente pueda 
vivir en una comunidad en donde realmente se tenga libertad. 

Estamos perdiendo parte importante de nuestra libertad, mientras los 
verdaderos delincuentes están en las calles, si ustedes van a las cárceles, 
verán a los pobres y a los que no pudieron o no supieron defenderse, los 
grandes delincuentes en casos excepcionales los vemos en las cárceles, en 
ese sentido creo que debemos hacer una reflexión muy seria y profunda 
porque si no no vamos a resolver los problemas. 




PRIMERAS JORNADAS NACIONALES 



167 



Enfrentamos un problema genérico, universal, completo si se arregla una 
parte y se deja todo el resto descompuesto no vamos a solucionarlo. 

Estas reflexiones deben movernos a apoyar a las instituciones que están 
en defensa de la sociedad, ver a las Comisiones de Derechos Humanos 
como defensores de los delincuentes es una aberración intolerable. Las Co- 
misiones de Derechos Humanos están para defender a la comunidad, a 
los individuos, bastante acotadas están en su marco jurídico para todavía 
descalificarlas desde el punto de vista social diciendo que son representan- 
tes de los delincuentes, eso no lo podemos aceptar, porque llegaríamos a 
la conclusión de que los esfuerzos que ellas han hecho para evitar la tortu- 
ra sea un acto que vaya en contra de la sociedad. Hay que rescatar la lógi- 
ca y la cordura y la congruencia en el pensamiento social y en el comuni- 
tario para salir adelante. 

Después de estas breves reflexiones les pido que nos pongamos de pie 
y el día de hoy, 3 de agosto del año 2001, siendo las 12: 15 horas, declaro 
formalmente clausuradas las Primeras Jornadas Nacionales sobre Víctimas 
del Delito y Derechos Humanos, organizadas por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos y que están inscritas en las tareas que habremos 
de realizar conjuntamente con la Secretaría que en este momento represento. 

Deseando que las valiosas aportaciones vertidas por los distinguidos 
conferencistas que se dieron cita en este magnífico Instituto contribuyan al 
enriquecimiento de la victimología y fomenten la cultura de los derechos 
humanos, que sea para bien y muchas gracias a todos. 




SEGUNDAS JORNADAS NACIONALES 
SOBRE VÍCTIMAS DEL DELITO 
Y DERECHOS HUMANOS 




INAUGURACIÓN DE LAS SEGUNDAS JORNADAS 
NACIONALES SOBRE VÍCTIMAS DEL DELITO 
Y DERECHOS HUMANOS 



José Luis Soberanes Fernández* 

A quienes formamos parte de la Comisión Nacional de los Derechos Huma- 
nos que tengo el honor de presidir, nos congratula la realización de las Se- 
gundas Jomadas Nacionales sobre Víctimas del Delito y Derechos Humanos, 
porque hemos logrado reunir en este foro a destacados estudiosos del tema 
y a representantes de instituciones públicas tanto a nivel local como federal 
vinculados con el auxilio de las víctimas y ofendidos del delito; además 
porque con dichas jornadas le damos continuidad a los esfuerzos que se han 
venido llevando a cabo en esta institución para impulsar una cultura de soli- 
daridad y apoyo en favor de este grupo vulnerable de personas. 

Es cierto que en los últimos años se ha trabajado para brindarles una 
ayuda a las personas que han resultado agraviadas por los delitos, sin em- 
bargo, debo reconocer que lo hecho hasta ahora a favor de las víctimas ha 
sido insuficiente porque sólo hemos logrado satisfacer parcialmente sus 
requerimientos. Esta situación se hace especialmente evidente con las víc- 
timas de delitos graves como secuestro, homicidio violento o violación. 

El Congreso de la Unión ha establecido una sólida base constitucional 
en esta materia, sin embargo, en la vida cotidiana los derechos de las víc- 
timas siguen sin encontrar plena aplicación práctica. 

Los espacios que se han creado principalmente al interior de las Procu- 
radurías de Justicia para prestarles auxilio cuentan con recursos limitados 
y en la mayoría de las entidades federativas están acotados a la atención de 



* Palabras del doctor José Luis Soberanes Fernández, Presidente de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, en la ceremonia de inauguración de las Segundas Jornadas Nacio- 
nales sobre Víctimas del Delito y Derechos Humanos. 
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algunos delitos; así, sólo en contados casos podemos hablar de fondos eco- 
nómicos para apoyar a las víctimas que lo necesitan. 

Tratándose de la reparación del daño, ésta se mantiene como un anhelo 
que pocas veces se convierte en realidad por falta de asesoría adecuada a 
la víctima para que acredite el daño sufrido por la carencia de procedimien- 
tos sencillos que la hagan efectiva y por la insolvencia real o dolosa por 
parte de los inculpados. 

La asesoría jurídica de las víctimas del delito ha recaído en la mayor parte 
del país en el Ministerio Público, cuyo desempeño en la vigencia de los de- 
rechos de la víctima, ya sea por exceso de trabajo en la integración de las 
averiguaciones previas o por cualquier otra razón, no ha sido satisfactoria, 
por lo mismo quizá sería provechoso estudiar la posibilidad de crear una 
alternativa independiente para asesorar y representar a las víctimas en tanto 
no se tenga una solución; creo que las Comisiones de Derechos Humanos 
pueden seguir desempeñando un papel importante en este renglón por lo 
menos en el ámbito de la orientación y la asesoría jurídica. 

Es necesario redoblar esfuerzos y dedicar mayores recursos a la atención 
de este grupo social. Sabemos que éstos son escasos y que hay muchas prio- 
ridades que atender, no obstante, considero que debemos fortalecer el tra- 
bajo en este campo y darles un mayor impulso a fin de dejar de compade- 
cer a las víctimas del delito y ofrecerles más efectividad en la tutela y en 
la defensa de los derechos que les reconoce el sistema jurídico mexicano, 
de no hacerlo, seguiremos viendo aumentar el malestar de la sociedad y por 
consiguiente la desconfianza de muchos ciudadanos en sus sistemas de se- 
guridad y justicia; y lo que es también muy grave, la tentación de hacerse 
justicia por propia mano. 

Tanto las instituciones públicas como los foros legislativos y la propia 
sociedad civil deben ser parte de un nuevo aliento hacia quienes han teni- 
do el infortunio de sufrir los embates de la delincuencia y brindarles a és- 
tos los mecanismos legales y los instrumentos de auxilio que les ayuden a 
revertir los efectos de la conducta antisocial. 

En este foro, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos refrenda 
su compromiso de promover el respeto de los derechos de las víctimas y 
ofendidos del delito y estar siempre abiertos a la colaboración institucio- 
nal y a la participación de los grupos sociales. 

Estamos seguros que este compromiso lo comparten las instituciones 
participantes, las reflexiones que realicen aquí los expositores fortalecerán 
nuestra convicción y conocimiento general sobre el tema. 
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No me resta sino reiterar mi agradecimiento a las distinguidas persona- 
lidades que nos acompañan en el presidium, quienes a pesar de la multi- 
tud de sus ocupaciones se han hecho un espacio para estar aquí. 

Muchas gracias. 



Rafael Macedo de la Concha* 

El doctor Soberanes me ha distinguido con su amable invitación a este 
evento con su venia y la de este honorable presidium y de todos ustedes pro- 
cedo a inaugurar hoy 28 de agosto de 2002, siendo las nueve treinta y cin- 
co horas, en el aula de este foro convocado por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, las Segundas Jornadas Nacionales sobre Víctimas 
del Delito y Derechos Humanos, deseando como estoy seguro que sea un 
verdadero éxito y todos entendamos el reclamo que tenemos de los mexi- 
canos en la atención a las víctimas. El respeto a los derechos humanos para 
todos es exigióle y a todos nos corresponde consolidar esta cultura en be- 
neficio de quien la necesita, pero especialmente desde el respeto de los 
derechos fundamentales de todos. 

Muchas gracias. 



* Palabras en la ceremonia de inauguración del General Rafael Macedo de la Concha, Pro- 
curador General de la República, de las Segundas Jornadas Nacionales sobre Víctimas del Delito 
y Derechos Humanos. 




SEGURIDAD PÚBLICA, VIOLENCIA 
Y VÍCTIMAS DEL DELITO 



Agustín Herrera Pérez* 



Presentación. I. Política criminológica. II. Los derechos de 
las víctimas. III. La seguridad pública. IV. La seguridad 
como garantía constitucional. Conclusiones. 



Presentación 

La seguridad pública es un concepto integral que incluye muchos aspec- 
tos que han evolucionado junto con la sociedad y con el derecho, por lo que 
precisamente dentro del ámbito jurídico penal analizaremos en qué consiste 
la seguridad pública, la violencia y la víctima del delito. 

Las sociedades humanas, desde las más antiguas hasta las actuales, han 
buscado la convivencia en armonía, la interacción respetuosa, lo que po- 
demos llamar la paz social, aunque siempre han estado presentes las con- 
ductas antisociales, las guerras, la lucha por el poder y toda clase de conflic- 
tos sociales de los cuales uno de los más graves ha sido la conducta ilegal, la 
que transgrede el Estado de Derecho. 

En efecto, el delito ha sido indudablemente una de las preocupaciones 
más serias del hombre, por lo que para intentar eliminar esas conductas 
antisociales, se han combatido y reprimido, por lo general, en forma bru- 
tal y violenta, con los resultados negativos que tenemos a la vista. 

Todas las sociedades han utilizado el castigo como medio para disuadir 
a sus semejantes de realizar determinadas conductas, así es como se desa- 
rrolló el derecho penal, creando delitos con castigos o penas, con la espe- 
ranza de terminar con el problema, pero a través de la historia se ha con- 
firmado el fracaso de la pena como medio único para prevenir el delito, por 



* Coordinador General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Seguridad Pública Federal. 
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lo que ha surgido la idea de prevención como un elemento fundamental para 
impedir la realización del mismo y evitar el tener que llegar a la aplicación 
de la pena. 

La prevención del delito es otro concepto muy importante y un elemen- 
to fundamental en la seguridad pública, ya que prevenir es evitar que se dé 
el hecho delictivo y esto es lo que la sociedad quiere, que se prevenga el 
delito, en otras palabras que no haya delitos, con lo que la población per- 
cibirá que existe seguridad pública. 

La seguridad pública supera con mucho a otros requerimientos de la 
sociedad por lo que se ha convertido en el principal factor de preocupación 
de los gobiernos, sin embargo, el juego de las fuerzas políticas que impe- 
ran en el país ha traído como consecuencia un grave problema de planea- 
ción y estrategia en esa materia, lo que sin duda ha favorecido el clima para 
que los escenarios de conflicto se multipliquen, aunado a que los mecanis- 
mos de control tradicionales no sólo presentan fallas estructurales, sino que 
cada día actúan bajo la ilegalidad. 



I. Política criminológica 

Como sabemos, ninguna sociedad y por supuesto la mexicana, podrá de- 
sarrollarse ni evolucionar hacia el progreso si no existe orden, respeto y paz 
social, para lograrla es fundamental la seguridad pública, la cual se alcan- 
za a través de una serie de elementos o factores sobre los que se tiene que re- 
flexionar, es decir, se tiene que desarrollar una política criminológica que 
analice y desarrolle los elementos que deben constituirla, entre las cuales 
se encuentran los siguientes: 

El incremento desmesurado de los delitos y de las distintas formas de la 
criminalidad, requiere de nuevos planteamientos en materia de seguridad 
pública y de prevención. 

Todos conocemos sobre el incremento de la delincuencia, pero sólo lo 
sabemos a través de los datos que proporcionan las autoridades y por su- 
puesto, son aquellos que tienen documentados, por ejemplo las procura- 
durías, únicamente tienen datos a través de las denuncias y asuntos que 
tramitan, pero hay mucho más detrás de esos datos documentales lo que co- 
nocemos como la cifra negra. 

También existe el problema del crimen organizado y por otro la llama- 
da criminalidad dorada, la cual es conocida como aquella unión entre el 
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poder y la corrupción, entre el crimen organizado y el poder político, que 
desafortunadamente se ha convertido en un fenómeno mundial. 

Por otro lado, existe la criminalidad violenta la cual va en aumento pues 
ha seguido el camino que conduce de la criminalidad intelectual hacia la 
criminalidad de corte violento. 

Otro aspecto fundamental es el de la impunidad, la que se está convir- 
tiendo en la regla y no en la excepción, lo común es que el crimen quede 
impune por ejemplo, los delitos de robo en nuestro país alcanzan hasta un 
99% de impunidad, la excepción es que el criminal sea capturado, en este 
delito y en muchos otros la llamada cifra negra es realmente preocupante. 

La impunidad dificulta seriamente a la prevención del delito, a la pro- 
curación y la impartición de justicia, es un problema en cuya solución deben 
participar los Poderes Ejecutivo, Judicial y Legislativo, todos en el ámbi- 
to de su importante función, pero sin duda primordialmente el Poder Le- 
gislativo porque es el que hace las leyes. 

Este mal social es totalmente imputable a las autoridades en sus diver- 
sos ámbitos y competencias, por ello la ciudadanía manifiesta en diversas 
formas su inconformidad, uno de los elementos fundamentales que sostie- 
nen a un Estado, es su estructura legal y dentro de ellos la justicia, por lo 
que si en un Estado existe impunidad es una falla de las instituciones que 
imparten justicia. 

El problema de la impunidad es que se da en todas las etapas, desde la 
función policial, la procuración e impartición de la justicia y en el sistema 
penitenciario, por lo que no lo resolverá sola una autoridad, sino que es 
imputable directamente al Estado, que es quien debe resolver integralmente 
dicha problemática. 

La impunidad ha llegado a tal grado que parece ser un privilegio del que 
gozan los delincuentes o un derecho del presunto delincuente, pero indu- 
dablemente que sí es una concesión que les ha sido otorgada por las auto- 
ridades a quienes les reditúa enormes ganancias, los delincuentes no tienen 
respeto por la vida humana ni por ningún otro valor, pues no sienten temor 
a ser detenidos porque de antemano se saben protegidos. 

Es increíble observar el extremo que ha alcanzado, a grado tal que se 
permite por parte de las autoridades que a la luz del día y con una gran 
publicidad de los medios masivos de comunicación se cometan delitos sin 
que se sancionen al amparo de una falsa bandera de justicia social. 

La seguridad pública es el reclamo más urgente de la sociedad tanto a 
nivel colectivo como individual, la sociedad exige que las autoridades re- 
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suelvan el problema de la inseguridad existente a lo largo y ancho del país, 
ya que todos vivimos en carne propia el incremento de la delincuencia y 
de los delitos violentos y tal parece que no hay autoridad que pueda dete- 
nerla. 

Las autoridades han sido rebasadas por la delincuencia organizada y 
también por los delincuentes individuales, ambos protegidos por el espec- 
tro que cubre a todos y que es el de la impunidad. 

No resulta difícil aceptar que actualmente se viven momentos críticos 
de inseguridad pública, con ejemplos muy evidentes en algunas zonas del 
territorio nacional. 

Es importante expresar que nadie acepta el dolor de las personas o de las 
familias que son víctimas de un delito, pero no podemos cerrar los ojos a 
las conductas delictivas que se dan en las zonas de pobreza extrema que 
expresan sus inconformidades con machetes o con armas reservadas para 
el uso exclusivo del ejército, es responsabilidad de las autoridades vigilar 
y asegurar las paz social y el orden en todo el país, es importante la inter- 
vención de las autoridades para prevenir el fortalecimiento de la delincuen- 
cia organizada, pues sería infantil pensar que si los campesinos o los mar- 
ginados no tienen para comer y alimentar a su familia, si puedan tener 
dinero suficiente para adquirir armas de uso exclusivo para el ejército. 

La inseguridad social se ha agravado por supuesto con el levantamien- 
to temporal u ocasional de grupos armados, lo que pone de relieve a una 
delincuencia organizada con cuantiosos recursos tecnológicos y financie- 
ros que crean un peligro inminente a la seguridad que debe de tener un Es- 
tado de Derecho. 

La inseguridad que se proyecta en el ámbito nacional a todas las socie- 
dades, pone en peligro el patrimonio familiar y nos da como resultado un 
enorme hueco en el régimen del Estado de Derecho que contribuye a agu- 
dizar las acciones de corrupción e impunidad sin importar la escala social 
a que se pertenezca. 

Actualmente, la sociedad mexicana se enfrenta al incremento de la de- 
lincuencia y a su accionar con la utilización de una violencia extrema, lo 
cual ha adquirido magnitudes de alto riesgo social que incide directamen- 
te en el orden jurídico imperante y en la estabilidad política e institucional. 

En ese orden, creo que el elemento fundamental es el sentimiento de in- 
seguridad que existe en la ciudadanía que va en aumento, aun cuando no 
existen los estudios suficientemente profundos al respecto, por todos es 
captable el sentimiento de inseguridad ciudadana, que nos lleva a socieda- 




PRIMERAS JORNADAS NACIONALES 



179 



des atemorizadas fácilmente irritables y reactivas aun por encima de la ley, 
por lo que si queremos una nueva seguridad pública es un elemento que se 
debe atender urgentemente. 



II. LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS 

La protección de los derechos de las víctimas resulta una prioridad para la 
seguridad pública sin dejar de reconocer y proteger los derechos de los 
inculpados, se deben proteger los derechos de las víctimas para ser con- 
gruente con los principios de igualdad y equidad que sustentan a la legis- 
lación mexicana. 

A fin de salvaguardar de manera igualitaria y equitativa los derechos de 
todos los involucrados y de los afectados por la comisión de los delitos, es 
necesario analizar con sentido crítico el marco normativo que regula la 
protección de los derechos de las víctimas y ofendidos por los delitos. 

En el sistema jurídico mexicano actual convive la delincuencia creciente, 
el desequilibrio procesal, la ilicitud, el abuso de autoridad, la arbitrarie- 
dad, la corrupción, la ineficiencia, lo cual constituye casi una cultura de la 
ilegalidad, si esto persiste no es difícil visualizar la calidad de vida de la so- 
ciedad en medio de la inseguridad y el delito. 

Es casi un hecho que todos estamos expuestos a ser víctimas de actos 
delictivos, pues es un problema que no excluye a ninguna clase social ni 
zona geográfica. 

Para combatir lo anterior el gobierno debe tomar acciones para proteger 
a la ciudadanía, ya que en su totalidad es una víctima potencial, debe im- 
poner acciones de política interior tendientes a la seguridad nacional tanto 
económicas como sociales como son de empleo, de salario, de comunica- 
ción social, de educación, de cultura que deben ser adoptadas por la socie- 
dad civil, pero sobre todo establecer una legislación protectora de la vícti- 
ma u ofendido por el delito para lograr el justo equilibrio con el presunto 
responsable. 

La Constitución Política de nuestro país en la última fracción de su ar- 
tículo 20, establece el fundamento del llamado derecho victimal, tenden- 
cia a la cual debemos fortalecer, ya que el delito es un fenómeno que tiene 
dos caras, por una parte aparece el delincuente y por la otra la víctima, por 
lo que debemos continuar sobre el trabajo con los derechos de la víctima y 
no sólo con los derechos del delincuente. 
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Es más importante establecer los derechos de la víctima u ofendido por 
el delito, pues son los primeros que se violan con la realización del hecho 
delictivo. 

Al respecto, la Secretaría de Seguridad Pública y en forma específica su 
titular el doctor Alejandro Gertz Mañero, ha realizado importantes propues- 
tas a fin de que los derechos de la víctima estén contemplados en las nor- 
mas penales, entre los cuales se encuentran los siguientes: 

La eliminación del monopolio del ejercicio de la acción penal 
por parte del Ministerio Público 

Una de las instituciones jurídico-penales que en su momento cumplió con 
su función, fue el Ministerio Público, la cual indudablemente como tal fue 
bien pensada y estructurada para llevar a cabo su función, que gira alrede- 
dor de un principio jurídico de relevancia y que consiste en que es una ins- 
titución de buena fe que representa a la sociedad. 

En la actualidad dicho principio ha sido rebasado desafortunadamente 
por los resultados, ya que los agentes del Ministerio Público han sido al- 
canzados por la corrupción generalmente provocada por la delincuencia 
organizada y por supuesto por el abuso de autoridad frente al ciudadano 
común, participando de acción y de omisión en su extorsión y como si fuera 
poco, con el uso indebido del monopolio del ejercicio de la acción penal, 
con lo que ha impedido el acceso de la ciudadanía a la justicia que impar- 
te el poder judicial. 

Por lo anterior, es necesaria la eliminación del monopolio del ejercicio 
de la acción penal para que lo comparta con quien verdaderamente resien- 
te los efectos de la acción delictiva, la víctima. 

Reconocimiento constitucional de la víctima 
como parte procesal 

El sistema jurídico penal mexicano contiene muchos principios que le dan 
reconocimiento internacional, pero hasta la fecha ha carecido del justo 
equilibrio entre el presunto responsable y las víctimas u ofendidos por el 
delito, es cierto que existen normas aun a nivel constitucional que se refie- 
ren a los derechos de la víctima, los cuales en pocas ocasiones se hacen 
efectivos entre otras razones por la corrupción existente y porque sus dere- 
chos siempre han estado dispersos. 
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Independientemente de la referencia a los derechos de la víctima, es 
esencial que la Constitución le otorgue el derecho a ser considerada como 
parte procesal con todos los derechos que esto conlleva, lo cual significa- 
ría el verdadero equilibrio procesal con el presunto responsable o sujeto 
activo del delito. 

Privilegiar como sanción la reparación del daño 

Este principio que deberá establecerse en las leyes penales está totalmen- 
te en favor de la ciudadanía que se ubica como víctima u ofendido del de- 
lito, pues aunque el delincuente deba ser castigado con otro tipo de sancio- 
nes, lo que nunca ha visto la víctima es la reparación del daño que sufrió, 
la cual en primera instancia es la que más le interesa. 

El Estado debe garantizar además de la reparación del daño, que la víc- 
tima lo obtenga de inmediato para que realmente se repare. 

Además de lo anterior, también se propone una reforma para que en el 
Código de Procedimientos Penales exista un capítulo de los Derechos de 
la Víctima y del Ofendido, en el que se agrupen todos los derechos que se 
establecen en las diferentes normas, lo cual obviamente dará como resul- 
tado un mejor ejercicio de los mismos, dentro de este capítulo destacan los 
siguientes derechos de la víctima: 

• Presentar denuncias y querellas. 

• A que se le informe los derechos que la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos le otorga. 

• A que se le informe por parte del Ministerio Público sobre el estado 
y avance de la averiguación previa y el proceso penal. 

• A ser considerado como parte en los procedimientos penales. 

Lo que le dará todos los derechos que le corresponden a las partes. 

• Intervenir personalmente en las diligencias o a través de la persona que 
designe. 

• Aportar pruebas tanto para determinar el monto de la reparación del 
daño como para acreditar el cuerpo del delito y la probable respon- 
sabilidad del inculpado. 

• Independientemente de los derechos de la víctima, el Ministerio Pú- 
blico seguirá teniendo la obligación de practicar diligencias para apor- 
tar pruebas. 
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• Recibir ayuda de traductores cuando no hablen o entiendan el espa- 
ñol o intérpretes cuando padezcan alguna discapacidad. 

• Para interponer recursos legales que procedan en lo relativo a la re- 
paración del daño y las medidas precautorias conducentes a garanti- 
zarlos, así como a la decisión del Ministerio Público del no ejercicio 
de la acción penal. 

• A recibir de manera gratuita copia simple o certificada de las cons- 
tancias que obren en la averiguación previa o proceso penal. 

• Se establecen los careos supletorios para la defensa y protección del 
denunciante y testigos frente a careos intimidatorios. 

Cuando se dé la intimidación durante el careo, el procedimiento se ini- 
ciará de inmediato por existir flagrancia. El careado podrá presentar la 
denuncia verbal y el juez se sujetará al procedimiento sumario. 

• Tratándose de delitos por querella, a ser informados claramente del 
significado y alcances del otorgamiento del perdón por el Ministerio 
Público Federal, el cual deberá cuidar que previamente al perdón la 
víctima u ofendido reciba el pago de la reparación del daño o en su 
caso el fondo de apoyo a las víctimas del delito. 

• Se establece el orden de preferencia de los beneficiarios con derecho 
a recibir el monto de la reparación del daño. 

• Para presentar quejas en términos de la Ley Federal de Responsabili- 
dades de los Servidores Públicos por violaciones a sus derechos. 

• Asimismo, se deberá reformar la Ley de Amparo Reglamentaria de 
los artículos 103 y 107 constitucionales, para que se le otorgue a la víc- 
tima u ofendido por el delito la misma protección que a los reos, para 
establecer la obligación de las autoridades de suplir la deficiencia de 
la queja de dichas víctimas. 

La reparación del daño como bien jurídico protegido. 

• Se privilegia la reparación del daño como el bien jurídico protegido 
en todos los delitos. 

• La reparación del daño debe ser el elemento fundamental de la rea- 
daptación social y para obtener el beneficio de la libertad preparatoria. 

Se establece que la reparación del daño en especie o con trabajo a favor 
del ofendido o víctima del delito y como un elemento indispensable para 
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obtener el beneficio de la libertad preparatoria previo el cumplimiento de 
los requisitos que señala la ley. 

• La reparación del daño j unto con la confesión del responsable, darán 
lugar a un procedimiento sumario y a una pena menor. 

La sociedad agraviada por el delito y en forma específica el ofendido o 
víctima del delito, deben tener la seguridad de la reparación del daño me- 
diante su pago inmediato o la recepción de la garantía correspondiente. 

La creación del fideicomiso para la atención a las víctimas 
u ofendidos por el delito 

Para hacer realidad inmediatamente dicha reparación. 



III. La seguridad pública 

La seguridad es una necesidad en todos los órdenes, si no existe un sustento 
de paz y orden ningún plan o programa tendrá éxito, pues al no existir or- 
den, tranquilidad y seguridad, no se pueden hacer planes sanitarios, labo- 
rales, económicos, etcétera, de manera que la seguridad es un presupuesto 
de casi todo. 

El concepto de seguridad pública ha variado de acuerdo a las diferentes 
épocas y circunstancias y sobre todo a los distintos regímenes políticos, por 
lo que es necesario intentar precisar el concepto dentro de las necesidades 
actuales. 

Para algunos, la seguridad pública consiste en la protección y permanen- 
cia de las instituciones sociales para otros la seguridad pública es interpre- 
tada como defensa de la integridad del Estado, inclusive otros la han en- 
tendido como la conservación del orden jurídico, es decir, la permanencia 
del Estado de Derecho. 

Otras ideas más se han expresado respecto de este concepto tales como 
el mantenimiento de un estado de paz social. 

Un concepto importante es que la seguridad pública es la certeza de que 
nuestra vida, nuestros bienes, posesiones y derechos van a ser respetados 
y de que no seremos víctimas. 

Un Estado de Derecho en donde se respeten los derechos fundamenta- 
les y esenciales del ser humano como un ente pensante garantizado en su 
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entorno social y natural, es un supuesto fundamental para que se realice el 
proyecto nacional. 

La seguridad es y debe ser sinónimo de paz y tranquilidad de los gober- 
nados. 

Como hemos señalado la inseguridad pública tiene diversas implica- 
ciones económicas y sociales, no sólo jurídicas y políticas, por ejemplo el 
desempleo, la pobreza, la pérdida de valores éticos, desgaste y conflictos 
políticos, sociales, etcétera. 

Las circunstancias actuales de inseguridad pública han provocado el 
justo reclamo de los ciudadanos para contar con servicios de seguridad 
pública eficaces y honestos, con una mayor capacidad para combatir las 
nuevas formas de la delincuencia. 

Cuando los ciudadanos son víctimas de algún delito o cuando se encuen- 
tran en una situación de emergencia a punto de sufrir un acto delictivo, se 
actualiza la seguridad pública como una obligación del Estado para con la 
sociedad, proporcionar seguridad a los ciudadanos es tarea ineludible del 
Estado, sin seguridad pública el ser humano no puede ejercer sus libertades 
ya que el delito afecta sustancialmente la tranquilidad y armonía necesa- 
rias para el desarrollo de las personas para el trabajo y el progreso, en resu- 
men para que las familias vivan tranquilas y confíen en las autoridades. 

El crecimiento de la delincuencia es un verdadero limitante para el ejer- 
cicio pleno de la libertad, por lo que la función fundamental de las autori- 
dades es proporcionar esa seguridad pública consistente en preservar el 
orden, hacer que se aplique el orden legal para que los ciudadanos puedan 
ejercer plenamente todas sus libertades o garantías constitucionales. 

Para cumplir con esa misión de las autoridades, se cuenta con los cuerpos 
policiacos los cuales deben ser protectores de los ciudadanos y de sus li- 
bertades, por lo que se requiere una policía más profesional con capacidad 
de reacción ante el delito que otorgue un mejor servicio a los ciudadanos. 

Sería pueril mencionar que toda la seguridad pública recae en acciones 
de policía, puesto que hay una diversidad de causas que no podemos dejar 
a un lado y que se establecen a partir de las condiciones que tenemos que 
reconocer que se dan para que se cometa un delito, mismas que la socie- 
dad van creando o tolerando en el presunto sujeto activo del delito como 
son la voluntad del delincuente para delinquir, el establecimiento de con- 
diciones propicias para llevar a cabo el delito y por último la percepción y 
confirmación por parte del delincuente de que puede escapar a la acción de 
la justicia en virtud de los grandes espacios de impunidad. 
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Por lo anterior, el tema de la seguridad pública se refiere necesariamente 
a varios elementos importantes pero destaca, la coordinación y funciona- 
miento de los órganos de seguridad pública que van desde los cuerpos 
policiacos hasta los relativos a la procuración y administración de justicia; 
y en último término al sistema penitenciario. 

Podemos afirmar que la seguridad pública se refiere necesariamente al 
ámbito del derecho, pues se debe buscar que existan las leyes correctas y 
que se apliquen en sentido estricto, lo cual sin duda desalienta la comisión 
de los delitos y permite una convivencia civilizada y armónica entre las 
ciudades. 

La función de la seguridad pública en una de sus acepciones más acep- 
tadas, es la de evitar el peligro o mantener el orden público mediante el 
empleo de la fuerza o el servicio público necesario para lograr la paz y la 
tranquilidad públicas, previniendo la realización de delitos o de faltas ad- 
ministrativas que vulneran el orden público. 

La seguridad pública constituye un problema complejo y trascendente 
en donde lo estrictamente legal es una respuesta inmediata que no será la 
solución total, pero sí el pilar fundamental para el nuevo sistema jurídico 
penal mexicano. 



IV. La seguridad como garantía constitucional 

La seguridad es una garantía innata en el ser humano, sin embargo, no está 
reconocida como tal en nuestro ordenamiento jurídico. 

El derecho a la seguridad es necesario para el desarrollo de las socieda- 
des que requieren el reconocimiento y la protección del Estado. 

Se reconoce la seguridad pública como función del Estado en el artícu- 
lo 2 1 constitucional, pero no como un derecho del ciudadano o garantía de 
seguridad pública, que formaría parte del sistema de derecho del ciudada- 
no, de los valores nacionales a proteger, es decir, sólo se ha establecido 
como una función administrativa. 

Como hemos podido observar el derecho a la seguridad es parte funda- 
mental del ser humano y en ese sentido deberá ser reconocido por la Cons- 
titución, protegido por el Estado, para que a su vez se pueda ejercer frente 
a las autoridades que no cumplan cabalmente con el deber jurídico de ga- 
rantizarlo. 

Es tiempo de que el derecho a la seguridad pública sea elevado a la ca- 
tegoría de garantía constitucional, ya que es un derecho fundamental del 
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ciudadano y al considerarla en ese sentido se podrá ejercer frente a las 
autoridades, por lo que no es el Estado quien le daría su valor sino la ciu- 
dadanía a través de los mecanismos idóneos de consulta y de participación 
ciudadana. 



Conclusiones 

Como consecuencia del desarrollo del presente estudio relativo a la segu- 
ridad pública, podemos expresar lo siguiente: 

Que en efecto la sociedad mexicana se enfrenta al incremento desme- 
surado de los delitos y de las distintas formas de la criminalidad, pero so- 
bre todo como consecuencia del crimen organizado el cual hace uso cada 
vez más de la violencia, es decir, hay una tendencia clara de que la crimi- 
nalidad intelectual, por llamarlo de alguna manera, ha seguido el camino 
hacia la criminalidad de corte violento. 

Si a lo anterior le agregamos el otro cáncer de la sociedad que es el de la 
impunidad, la cual cada día se va convirtiendo en la regla y no en la excep- 
ción, por lo que podemos afirmar que la excepción es que el criminal sea 
capturado. 

La impunidad es un mal social totalmente imputable a las autoridades 
en su diferentes ámbitos y competencias por ello, la ciudadanía manifies- 
ta en diversas formas su inconformidad, por lo que es importante reflexio- 
nar que uno de los elementos fundamentales que sostienen al Estado mexi- 
cano, es su estructura legal y dentro de ésta la justicia, por lo que si en un 
Estado existe impunidad es una falla de las instituciones que procuran e 
imparten justicia. 

El problema de la impunidad es que se da en todas las etapas procesales 
desde la función policial, la procuración e impartición de la justicia y en 
el sistema penitenciario, por lo que no lo resolverá sólo una autoridad sino 
que es imputable directamente al Estado. 

El reclamo más urgente de la sociedad tanto a nivel colectivo como in- 
dividual es que exista seguridad pública, la sociedad exige que las autori- 
dades resuelvan el problema de la inseguridad existente a la largo y ancho 
del país, ya que todos vivimos en carne propia el incremento de la delin- 
cuencia y de los delitos violentos y tal parece que no hay autoridad que 
pueda detenerla. 

Actualmente la sociedad mexicana se encuentra al incremento de la de- 
lincuencia y a su accionar con la utilización de una violencia extrema, lo cual 
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ha adquirido magnitudes de alto riesgo social, lo que incide directamente en 
el orden jurídico imperante y en la estabilidad política e institucional. 

Es fundamental proporcionar seguridad pública para terminar o cuando 
menos aminorar el sentimiento de inseguridad que existe en la ciudadanía 
que la convierte en una sociedad atemorizada, fácilmente irritables y ma- 
nipulables para reaccionar aun por encima de la ley, lo que contribuye a la 
inseguridad pública. 

Por todo lo anterior y como consecuencia del incremento delictivo, re- 
sulta una prioridad para la seguridad pública que se dé una efectiva protec- 
ción de los derechos de las víctimas sin dejar de reconocer y proteger los 
derechos de los inculpados, se deben proteger todos los derechos para ser 
congruentes con los principios de igualdad y equidad que sustentan a la 
legislación penal mexicana. 

Podemos asegurar que es más importante establecer los derechos de la 
víctima u ofendido del delito, pues son los primeros que se violan con la rea- 
lización del hecho delictivo. 

Las acciones que deben tomar las autoridades para resolver el problema 
integral de la seguridad pública deben ser inmediatas para brindarle a la po- 
blación una respuesta eficaz, pero en corto tiempo, para que se logre mo- 
dificar la percepción de inseguridad que ahora le abruma. Las autoridades 
deben detener el crecimiento de la criminalidad antes de que se desborde 
y sea absolutamente inmanejable. 

Independientemente de las reformas legales que pueden y deben reali- 
zarse, con la legislación vigente las autoridades pueden proceder a detener 
y a impedir que se lleven a cabo actos vandálicos, supuestamente meno- 
res, puesto que esos individuos, delincuentes habituales son los que se 
dedican o seguramente se dedicarán a los delitos graves como el tráfico de 
drogas y el robo a gran escala. 

Siempre se debe atacar a las causas para evitar las consecuencias, es por 
esto que el enfoque de seguridad pública debe centrarse en el sistema de 
prevención del delito para evitar que la delincuencia menor se desarrolle, 
es decir, se debe establecer la justicia cívica, inmediata y eficiente que atien- 
da a la comunidad realizando una justicia pronta y expedita a través de los 
jueces cívicos, quienes en caso de acreditarse la infracción deberán emitir 
una resolución breve que obligue a la reparación del daño conmutable por 
el trabajo comunitario. 

Es relativamente sencillo concluir que la prevención del delito es un ele- 
mento fundamental para la seguridad pública y ésta es la que permite a la 
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ciudadanía tener una convivencia armónica pues se desarrolla en un am- 
biente de orden, paz y respeto, y puede lograr su desarrollo integral, por 
lo que podemos afirmar que el objetivo de la seguridad pública es la paz 
social. 

Es urgente y prioritario que se actualice el orden jurídico al que están 
sujetas las autoridades que deben garantizar la seguridad pública, ya que 
si se mantienen los supuestos normativos del pasado se convierte en un ins- 
trumento que favorece el aumento de la impunidad y extiende la brecha 
entre una criminalidad que avanza sin ataduras y un aparato de prevención 
y persecución de los delitos, que se mueve pesadamente con normas supe- 
radas por la realidad. 

Ustedes y el de la voz formamos parte de la sociedad que quiere que haya 
seguridad pública, para lo cual cada uno desde su trinchera dentro de los 
cauces legales, debemos exigir que la autoridad cumpla con su función y 
proporcione seguridad pública, debemos luchar para que se actualice el 
orden jurídico y se establezca el derecho a la seguridad pública como una 
garantía del gobernado, para hacerlo exigible a las autoridades a través del 
Juicio de Amparo, 

Con la leyes actuales existe la gran impunidad fomentada por la delin- 
cuencia organizada, debemos impedir su avance cambiando el sistema jurí- 
dico penal en el que el Ministerio Público ha tenido el monopolio, haga- 
mos que comparta el ejercicio de la acción penal con quien verdaderamente 
resiente el hecho delictivo la víctima, la cual debería estar por encima de 
las otras partes procesales pero cuando menos establezcamos la igualdad 
procesal con el delincuente. 

Hagamos que se le repare el daño que le causó el hecho delictivo, es lo que 
realmente le interesa a la víctima y esto es obligación del Estado y de la ley. 

Como señala el doctor Alejandro Gertz Mañero: “El Estado de Derecho 
no puede subsistir si las leyes quedan rezagadas frente a las exigencias de 
la sociedad, sobre todo en una sociedad inmersa en un profundo proceso 
de cambio político, económico y social”. 




